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LA ACTUAL ORGANIZACIÓN SOCIAL DEL CUIDADO: CÓMO SE SATISFACEN LAS 
NECESIDADES DE CUIDADO; LA INTERRELACIÓN DEL TRABAJO DE CUIDADO NO 
REMUNERADO, EL TRABAJO DE CUIDADO MAL REMUNERADO, LA PROVISIÓN 

PÚBLICA, LA PROVISIÓN PRIVADA Y LOS ACUERDOS DE CUIDADO BASADOS EN 
LA COMUNIDAD SON FUNDAMENTALMENTE DESEQUILIBRADOS, DESIGUALES 
Y, EN ÚLTIMA INSTANCIA, INSOSTENIBLES. ESTA SITUACIÓN GENERA QUE LA 

CARGA, EL PESO Y LA MAYOR PARTE DEL TRABAJO DOMÉSTICO Y DE CUIDADO 
RECAE EN LAS MUJERES.



 5

El debate sobre los cuidados hoy tiene un nuevo revival en 
América Latina. Una sustantiva agenda a nivel de organismos 
internacionales, la emergencia de masivos movimientos 
feministas y de mujeres y, por cierto, la pandemia de COVID-19 
que afecta al mundo desde comienzos de 2020, han dibujado 
un escenario propicio para la discusión pública en torno a los 
cuidados.

En América Latina, además, esta discusión se da un contexto 
signado por las crisis sociales y políticas que han estallado en 
distintos países en los últimos años. Haití, Colombia, Perú, 
Cuba, Nicaragua y Chile, por señalar algunos, han atravesado 
fuertes procesos de movilización social, que, más allá de sus 
especificidades locales, expresan altos niveles de malestar 
con los sistemas políticos y las condiciones de vida impuestas 
por el neoliberalismo. Esas condiciones permean también la 
discusión sobre los cuidados.

En Chile, particularmente, el proceso constituyente que se 
encuentra en curso abre inéditas posibilidades para alcanzar 
el reconocimiento constitucional del cuidado como un derecho 
humano y será uno de los temas centrales en el debate de la 
Convención. Debe tenerse en consideración que la cuestión 
de los cuidados toca fibras que estuvieron a la base de la 
revuelta popular chilena en 2019. El anhelo de vidas dignas, 
con derechos, con protección social; el malestar frente a la 
crudeza de la vida neoliberal que obliga a resolver en el mercado 
aspectos centrales de la reproducción social como la salud, la 
educación y, también, los cuidados.

El debate sobre los cuidados, animado por organismos 
internacionales, el movimiento de mujeres y feminista, 
organizaciones sindicales, grupos de la sociedad civil, se produce 
en un marco mayor de crisis y, por lo mismo, ocupa un lugar 
en las luchas contemporáneas por superar el neoliberalismo 
en la región.

En torno a los cuidados existe una nutrida bibliografía y distintos 
conceptos. Irma Arriagada y Rosalba Todaro han definido 
al cuidado como “la generación y gestión de los recursos 
necesarios para el mantenimiento diario de la vida y la salud, 
y a la provisión diaria de bienestar físico y emocional de las 
personas a lo largo del ciclo de vida” y, en concreto a “los bienes, 
servicios y actividades que permiten a las personas alimentarse, 
educarse, estar saludables y vivir en un hábitat adecuado” 
(Arriagada & Todaro, 2012). La definición que ofrecen Joan 
Tronto y Berenice Fisher es todavía más amplia y entienden el 
cuidado como: “todo lo que hacemos para mantener, continuar 

y reparar nuestro mundo, de manera que podamos vivir en 
él tan bien como sea posible. Ese mundo -agregan- incluye 
nuestros cuerpos, nuestro ser y nuestro ambiente, todo lo cual 
buscamos para entretejer una compleja red del sostenimiento 
de la vida” (Fisher & Tronto, 1990).

En este concepto amplio de cuidado permite pensarlo más allá 
de las dimensiones específicas que usualmente se consideran, 
como el cuidado de niños, niñas y adolescentes, personas en 
situación de discapacidad o adultos mayores en situación de 
dependencia, y reponer en el centro de la discusión la condición 
vulnerable e interdependiente de los seres humanos y la 
necesidad de cuidados que todas las personas experimentan 
diariamente, más allá de que en determinados momentos del 
ciclo vital las personas requieran mayores niveles de cuidados. 
A partir de un concepto amplio, se puede sostener la idea de 
que el cuidado es un problema que concierne a la sociedad 
en su conjunto y no solo a poblaciones específicas y que por 
lo tanto la responsabilidad de los cuidados debe ser asumida 
colectivamente.

En el escenario actual tanto en América Latina como en 
Chile, el neoliberalismo cruje y hace crisis, pero no ha sido 
desmontado. El proceso Constituyente en Chile ofrece una 
oportunidad inestimable para avanzar en el desarme de la 
arquitectura neoliberal. El debate sobre los cuidados, en ese 
marco, puede pensarse como un flanco de disputa para superar 
el neoliberalismo, porque siendo un problema que atañe a la 
sociedad en su conjunto, la manera en que este se resuelva, 
podrá producir una mayor justicia o seguir reproduciendo las 
desigualdades; podrá hacer retroceder al mercado o continuar 
estimulando los negocios en base a derechos sociales. Como 
ha señalado Joan Tronto, es claro que las políticas neoliberales 
han hecho que en todo el mundo el cuidado sea más difícil 
(Tronto, 2017a) producto de la mercantilización de derechos 
sociales, contracción de los servicios públicos y debilitamiento 
de los sistemas de bienestar social. Por lo mismo, esta autora 
ve en la lucha por los cuidados una dimensión central de las 
luchas por la democracia y contra el neoliberalismo. Desde esta 
perspectiva, los cuidados tienen un carácter estratégico para 
las luchas populares y para las organizaciones de trabajadoras 
y trabajadores de la región.

LA PANDEMIA Y LOS CUIDADOS

El debate sobre los cuidados no es nuevo. El activismo y la 
investigación feminista llevan décadas mostrando la trabazón 
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entre patriarcado, capitalismo y colonialismo y desarrollando 
luchas para alterar ese orden de producción de desigualdades. 
También los organismos internacionales, en especial los 
derivados del Sistema de Naciones Unidas, han colocado 
una agenda respecto a la necesidad de avanzar en igualdad 
de género que aborda la cuestión de los cuidados. En América 
Latina, la CEPAL ha tenido un rol importante en la articulación 
de una agenda a nivel regional como muestra su contundente 
producción de conocimiento en su rol de secretaría técnica 
de la Conferencia Regional de la Mujer de América Latina y el 
Caribe que se viene celebrando desde 1977.

En la actualidad se aprecia una reactivación del debate sobre 
los cuidados dados los efectos de la pandemia de COVID 19 
que no ha hecho sino demostrar las consecuencias de la injusta 
organización social de los cuidados que impera en la región. La 
evidencia levantada en el último año y medio ha mostrado cómo 
son las mujeres las que han debido soportar sobre sus hombros 
las crecientes necesidades de cuidado que ha impuesto la 
pandemia y cómo esto ha hecho retroceder en una década 
los niveles de incorporación al mercado laboral. La CEPAL ha 
mostrado cómo el impacto de la crisis sanitaria ha significado 
un retroceso de alrededor de 10 años en términos de inserción 
laboral femenina en el mercado del trabajo. La participación 
laboral de las mujeres bajó 14 puntos en el año 2020 producto 
de la crisis, ubicándose en un 46%, básicamente porque las 
mujeres trabajan en sectores de la economía que se han visto 
muy golpeados por la crisis económica derivada de la crisis 
sanitaria, sobre todo en el sector servicios, en áreas como la 
hotelería o el servicio doméstico remunerado. También porque 
ha crecido la demanda por cuidados al interior de los hogares: 
atención de los niños y niñas, adolescentes, personas que están 
enfermas o adultos mayores que requieren atención y cuidados 
permanentes, y son las mujeres las que estas tareas y dejan de 
buscar trabajo en el mercado laboral remunerado. El turismo, 
el comercio y el trabajo doméstico remunerado, son áreas de 
la economía que han tenido un impacto negativo, que se han 
contraído, y son áreas tremendamente feminizadas en América 
Latina y también en Chile. Por ejemplo, el trabajo doméstico 
remunerado, que es un área en la que más de un 90% de 
trabajadores son mujeres se ha contraído pronunciadamente. 
En Chile, según datos del INE en el último año se perdieron 
1.837.000 puestos de trabajo. Por lo tanto, hay casi 2 millones 
de personas que han quedado sin trabajo. De estas un 48,9% 
son mujeres, lo que indica que la crisis está afectando más a las 
mujeres en términos de mercado del trabajo porque las mujeres 
están a su vez menos integradas al campo laboral. Ahora, lo 
más grave de esto es que de las mujeres que han perdido su 
trabajo, un 88% no ha salido a buscar trabajo nuevamente, 
es decir, ha salido del mercado laboral. Con esto, la tasa de 
participación femenina en el mercado laboral retrocede a las 
cifras que tenía hace 10 años, es decir, se ha retrocedido 10 
años en términos de participación laboral femenina lo que es 
una situación grave y preocupante porque, por una parte, ha 
costado mucho avanzar en esa materia y porque la autonomía 
económica de las mujeres se ve directamente afectada. Esto 

ha tenido un impacto de la pobreza de las mujeres en la región. 
Actualmente alrededor de 118 millones de mujeres en América 
Latina se encuentran en situación de pobreza, 23 millones más 
que el año anterior, que se explican por este contexto de crisis.

La concurrencia de estas condiciones y el acumulado de 
conocimientos y discusión pública que ha construido la región 
por más de cuarenta años, han generado un contexto favorable 
a reconocimiento del carácter esencial del trabajo de cuidados 
en la sociedad.

PRODUCCIÓN DE DESIGUALDAD. LA CRISIS 
DE LOS CUIDADOS DESDE UNA PERSPECTIVA 
FEMINISTA

Desde hace años se habla de que las sociedades contemporáneas 
experimentan una severa “crisis de cuidados”, entendida 
esta como consecuencia de cambios sociodemográficos y 
culturales como el envejecimiento poblacional, el aumento de 
la esperanza de vida al nacer y la incorporación de las mujeres 
al mercado del trabajo, procesos que producirían un aumento 
en la demanda de cuidados y una reducción en la oferta de 
personas disponibles para cuidar. En el año 2009, el informe 
Panorama Social de la CEPAL definía el problema de la siguiente 
manera: “Esta crisis se produce cuando aumenta el número de 
personas que por su condición requieren de cuidado y al mismo 
tiempo disminuye la proporción de personas (tradicionalmente 
mujeres) en condiciones de ejercer esa función. En otros 
términos, asistimos a una situación de aumento de la demanda 
(transición demográfica) y disminución de la oferta (inserción 
de la mujer en los mercados de trabajo). Esta tensión opera 
como freno para una mayor inserción laboral remunerada 
de las mujeres y exige revisar el diseño y la aplicación de 
las políticas públicas a ese respecto. Tal situación se da sin 
mayor participación masculina en la labor de cuidado y sin 
que se desarrollen suficientes mecanismos estatales y de 
mercado que asuman la responsabilidad social del cuidado” 
(CEPAL, 2009:173-174). En la configuración de esta crisis, de 
acuerdo con la CEPAL, destacan tres fenómenos “la creciente 
incorporación femenina al mercado laboral y los procesos de 
autonomía y emancipación de las mujeres, el envejecimiento 
de la población y las transformaciones familiares”, al tiempo 
que “tres esferas que mantienen las restricciones de un orden 
patriarcal y privan a la sociedad en su conjunto de un proceso 
adaptativo, igualitario y eficiente: i) los mercados laborales, en 
lo que atañe a sus incentivos y su organización; ii) los Estados, 
en cuanto a sus prestaciones y su política, y iii) las familias, en 
lo que se refiere a la división sexual del trabajo, los recursos 
y el poder” (CEPAL, 2009:175).

Sin embargo, vale la pena situar esta crisis de cuidados en un 
fenómeno mayor, que intelectuales feministas como Nancy 
Fraser califican como una “crisis de la reproducción social” 
(Fraser, 2020). Se trata de un punto en que las posibilidades 
de continuar con la vida en el planeta se ven amenazadas por 
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la destrucción capitalista. Esta crisis de la reproducción social 
abarca dimensiones ecológicas y sociales y provoca que el 
principal conflicto político se traslade del binomio “capital-
trabajo” al de “capital-vida”. En nuestra región, las economistas 
feministas han hablado del problema de la sostenibilidad 
de la vida para abordar esta problemática. La acumulación 
capitalista se opone a las posibilidades de asegurar la vida 
de sectores cada vez más grandes de la población y la crisis 
de los cuidados es un aspecto de aquella contradicción, por 
lo que no es un problema de oferta y demanda, sino de la 
dirección general hacia la que se encuentra orientada la vida 
social. Desde esta óptica, abordar el tema de los cuidados es 
repensar la organización social en su conjunto.

Tal como se organizan actualmente, los cuidados son un vector 
de producción y reproducción de las desigualdades. Como lo ha 
planteado la economía feminista: “la manera en que se organiza 
socialmente el cuidado es un nudo central de la reproducción 
de la desigualdad” (Rodríguez-Enríquez, 2020). La desigualdad 
más evidente es aquella entre mujeres y hombres, en tanto 
las primeras asumen la mayoría del trabajo de cuidados no 
remunerado que se provee al interior de las familias con las 
consecuencias que esto tiene en términos de interrupción 
de los proyectos de vida, pérdida de la autonomía económica 
y dificultades para ingresar al mercado laboral. Si bien esto 
se ha vuelto más patente con la pandemia, la feminización 
de los trabajos de cuidado y sus consecuencias negativas 
para las mujeres en términos de derechos y autonomías, 
ha sido largamente puesta en evidencia por la investigación 
feminista. Tal como sostiene Karina Batthyány, Secretaria 
Ejecutiva de CLACSO, “el cuidado se brinda a costa de los 
derechos de las mujeres y de su autonomía económica, política, 
e incluso física. La mayor o total carga de trabajo de cuidado no 
remunerado impacta en la posibilidad de integrarse, en igualdad 
de condiciones, al trabajo remunerado y acceder a puestos de 
poder. En su forma más extrema, impide que la mujer ejerza 
su derecho a una vida libre de violencia, en estrecho vínculo 
con su autonomía económica.” (Batthyány, 2015).

En definitiva, en el marco de la crisis de la reproducción social 
que atravesamos, la crisis de los cuidados, provocada por su 
injusta organización social, redunda en la profundización de 
las desigualdades de género, de clase y, también habría que 
agregar, étnico-raciales, pues las cadenas globales de cuidado 
se sostienen en el trabajo precario de mujeres migrantes 
(Arriagada & Todaro, 2012). Desde esta óptica, revertir la crisis 
de los cuidados implica reorganizar su distribución y crear los 
mecanismos para generar igualdad y justicia en este ámbito.

HACER VISIBLE LO INVISIBLE. EL APORTE DE 
LOS CUIDADOS A LA ECONOMÍA

Un aspecto que los feminismos han puesto de relieve al 
problematizar la injusta organización social de los cuidados, 
tiene que ver con el reconocimiento del trabajo de cuidados 

como un trabajo que crea riqueza aunque sea realizado, en una 
alta proporción, de manera gratuita por mujeres y niñas, y de 
esta manera relevar el subsidio que este trabajo gratuito hace 
al conjunto de la economía, asegurando la sostenibilidad de 
la vida y la reproducción de la fuerza de trabajo. La evidencia 
empírica proviene fundamentalmente de las Encuestas de Uso 
del Tiempo, que han sido una herramienta poderosa para la 
disputa política (Aguirre & Ferrari, 2013) y de las cuentas para 
medir el aporte económico del trabajo de cuidados gratuito 
al PIB. A nivel global, el informe “El trabajo de cuidados y los 
trabajadores del cuidado para un futuro con trabajo decente” 
de 2018 de la OIT, basado en los datos de las encuestas de 
uso del tiempo de 66 países, revelaba que las mujeres realizan 
el 76,2% del trabajo de cuidados no remunerado, dedicándole 
3,2 veces más tiempo que los hombres (4:25 horas frente a 
1:23). Realizado el cálculo en horas diarias, mujeres y niñas 
trabajan 12.500 millones de horas en labores de cuidados no 
remunerado. En un año, esto equivale a 201 jornadas de trabajo 
de 8 horas por mujer entregadas a tareas de cuidado de manera 
gratuita. En todos los países del mundo las mujeres trabajan 
más que los hombres en tareas de cuidado no remuneradas. 
Entre 1997 y 2012 la brecha de tiempo de trabajo de cuidados 
disminuyó en 7 minutos, ritmo que de mantenerse permitiría 
acabar con la brecha de género en 210 años, es decir en 2228.

En América Latina y Chile se observan las mismas tendencias. 
En nuestro país, Comunidad Mujer, a partir de los resultados de 
la Encuesta Nacional de Uso del Tiempo (ENUT) que el Instituto 
Nacional de Estadísticas realizó en Chile el año 2015, elaboró 
un informe que permite determinar la desigual distribución de 
horas en parejas heterosexuales adultas que trabajan en el 
mercado laboral remunerado. Los resultados muestran que 
las horas que las mujeres le dedican diariamente al trabajo no 
remunerado es el doble que la de los hombres: 6,6 horas versus 
3,2. En lo que respecta específicamente a las horas dedicadas 
al trabajo doméstico, las mujeres aportan con un 70% de las 
horas destinadas del total como pareja a estas actividades: 
4,2 horas en un día las mujeres, versus 1,8 horas los varones. 
Otro estudio realizado a partir de los mismos datos aportados 
por la ENUT es el de la Fundación SOL acerca de la “pobreza de 
tiempo”, es decir, la condición de no tener tiempo suficiente para 
descansar, para recrearse y para desarrollarse personalmente 
producto de la elevada cantidad de horas dedicadas al trabajo 
remunerado en el mercado laboral y al trabajo doméstico y 
de cuidados no remunerado. Los resultados de este estudio 
muestran que considerando la carga global de trabajo, es decir, 
el trabajo remunerado y trabajo no remunerado, el 53% de las 
mujeres se encuentran en pobreza de tiempo. Es decir, más de 
la mitad de las mujeres no tiene tiempos mínimos suficientes 
para dormir, para tener ocio, para dedicarse a actividades de 
desarrollo personal o de simplemente descansar las horas 
necesarias. Por su parte solo un 36% de los hombres son 
pobres de tiempo.

Todo este trabajo gratuito hace un elevado aporte a la economía 
mundial que no es reconocido. De acuerdo al informe de la 
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OIT, si estos trabajos se valoraran sobre la base de un salario 
mínimo, representarían el 9% del PIB mundial, equivalente a 
11 billones de dólares. En América Latina el aporte del trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado al PIB ampliado ronda 
el 20% y este aporte ha crecido con la pandemia. En Chile, si 
con datos del año 2015 el aporte del trabajo doméstico y de 
cuidados era del 20,8% del PIB ampliado, el año 2020 fue de 
un 26%.

Estas cifras han sido fundamentales para reclamar el 
reconocimiento del trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado a nivel constitucional o en cuerpos legales 
específicos. Por ejemplo, la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela en 1999 indica que “El Estado 
reconocerá el trabajo del hogar como actividad económica 
que crea valor agregado y produce riqueza y bienestar social” 
y consagra el derecho de las amas de casa a la seguridad. 
La constitución ecuatoriana de 2008 “reconoce como labor 
productiva el trabajo no remunerado de autosustento y cuidado 
humano que se realiza en los hogares” y mandata al Estado 
a promover un régimen laboral que funcione en armonía con 
las necesidades del cuidado humano, que facilite servicios, 
infraestructura y horarios de trabajo adecuados; a proveer 
servicios de cuidado infantil, de atención a las personas 
con discapacidad y otros necesarios para que las personas 
trabajadoras puedan desempeñar sus actividades laborales; 
a impulsar la corresponsabilidad y reciprocidad de hombres 
y mujeres en el trabajo doméstico y en las obligaciones 
familiares. Además, extiende la protección social a las personas 
que se hacen cargo del trabajo doméstico no remunerado. 
La constitución del Estado Plurinacional de Bolivia del año 
2009 reconoce el valor económico del trabajo del hogar 
como fuente de riqueza y e instruye medirlo en las cuentas 
públicas. República Dominicana, en su Constitución del año 
2010, reconoce el trabajo del hogar como actividad económica 
que crea valor agregado y produce riqueza y bienestar social, 
por lo que se incorporará en la formulación y ejecución de las 
políticas públicas y sociales.

Otro aspecto de la economía aplicada a los cuidados tiene que 
ver con el trabajo de cuidado remunerado. Las trabajadoras 
domésticas remuneradas, las enfermeras, las educadoras y 
las cuidadoras enfrentan condiciones laborales más precarias, 
con acceso desigual o nulo a la seguridad y protección social, 
menores remuneraciones y mayor probabilidad de caer en 
la pobreza que quienes se insertan en otros sectores de la 
economía (CEPAL, 2013a y 2016b). En tiempos de pandemia, 
la salud y la educación, sectores altamente feminizados, 
son sectores que implican riesgos mayores de contagio y 
duras condiciones. En América Latina un 73% de las personas 
que trabajan en el área de la salud son mujeres, pero existe 
una brecha laboral de un 23% entre ellas y los varones. Este 
panorama se agudiza al considerar el entrecruzamiento de las 
desigualdades étnicas y raciales, y de clase. (Rico & Robles, 
2019).

Es preciso apuntar que un concepto proveniente de la economía 
feminista y recurrente en estos debates es la “Economía 
del Cuidado”, entendida de acuerdo a la CEPAL1 como “un 
espacio de bienes, servicios,actividades, relaciones y valores 
relativos a las necesidades relevantes para la existencia y 
reproducción de las personas…comprende todo el trabajo 
que se realiza de forma no remunerada en los hogares y el 
trabajo de cuidados que se realiza de forma remunerada en el 
mercado. Sin embargo, es preciso señalar que su uso (o mal 
uso) ha reducido los cuidados a un enfoque economicista, 
comodificando y mercantilizando los cuidados, siendo un 
ejemplo la medición de tiempo en términos mercantiles2, al 
respecto, Carrasco señala que uno de los desafíos para la 
economía feminista es “integrar las variables de mercado en 
los procesos desarrollados desde la economía del cuidado 
y no al revés (2011: 223) y sugiere como principal vía “girar 
el objetivo social y considerar como referente el espacio del 
cuidado de la vida humana y no la economía de mercado; lo 
cual significaría elaborar nuevas formas de medir el tiempo, 
desarrollando mecanismos más cualitativos que tuviesen en 
cuenta la doble presencia, la intensidad del tiempo de trabajo, 
los significados del trabajo, la experiencia del ciclo de vida y 
otros aspectos que se considerasen relevantes.”(Carrasco, 
2011: 223)

LA AGENDA DE CUIDADOS A NIVEL REGIONAL

La cuestión de los cuidados es parte de una agenda global y 
regional levantada por organismos internacionales, gobiernos 
y actorías de la sociedad civil en materia de equidad de 
género. Algunos hitos fundamentales fueron: la Convención 
Internacional Contra Todas las Formas de Discriminación 
Contra la Mujer – CEDAW (1979), que puso de relieve el “aporte 
de la mujer al bienestar de la familia y al desarrollo de la 
sociedad” y recomendó la realización de investigaciones que 
miden el trabajo doméstico no remunerado de la mujer y su 
cuantificación e incorporación a la medición del PIB; la Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer de Beijing (1995) que vuelve 
a insistir en la necesidad de “elaborar medios estadísticos 
apropiados para reconocer y hacer visible en toda su extensión 
el trabajo de la mujer y todas sus contribuciones a la economía 
nacional, incluso en el sector no remunerado y en el hogar, y 
examinar la relación entre el trabajo no remunerado de la mujer 
y la incidencia de la pobreza y la vulnerabilidad de las mujeres 
a ella”; y la Agenda de Desarrollo 2030, que establece como 
meta “reconocer y valorar los cuidados y el trabajo doméstico 
no remunerados mediante servicios públicos, infraestructuras y 
políticas de protección social, y promoviendo la responsabilidad 
compartida en el hogar”.

1 	   En: https://oig.cepal.org/sites/default/files/no30_esp_-_economia_del_
cuidado.pdf 

2   Al respecto Carrasco indica que “El problema fundamental no es el número de horas 
dedicado a los distintos trabajos (la carga global de trabajo), sino su distribución a lo largo 
del día, semana o año. Medir solo el número de horas de trabajo nos devuelve a la clave 
productivista masculina señalada anteriormente (2011: 222).
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A nivel regional se constata un considerable acervo de 
discusiones y acuerdos en el marco de la Conferencia Regional 
sobre la Mujer en América Latina y el Caribe. En la celebrada 
en Quito en el año 2007 se acuerda “desarrollar instrumentos 
de medición periódica del trabajo no remunerado que realizan 
las mujeres y hombres, especialmente encuestas de uso del 
tiempo para hacerlo visible y reconocer su valor, incorporar sus 
resultados al sistema de cuentas nacionales y diseñar políticas 
económicas y sociales en consecuencia”. En la Conferencia 
de Brasilia del año 2010, se acuerda impulsar en el sistema 
de cuentas nacionales una cuenta satélite sobre el trabajo 
doméstico no remunerado y de cuidados realizado por las 
mujeres. En la Conferencia de Santo Domingo del 2013 se 
vuelve a insistir en la necesidad reconocer el trabajo doméstico 
y de cuidados y de legislar en esa dirección, de medir de forma 
periódica el trabajo no remunerado, de crear cuentas satélite. 
En 2016 se aprueba la Estrategia de Montevideo para la 
Implementación de la Agenda Regional de Género en el marco 
del Desarrollo Sostenible hacia el 2030. En este documento se 
reconoce que uno de los nudos estructurales a enfrentar para 
lograr la igualdad de género es “la división sexual del trabajo y la 
injusta organización social del cuidado”. En 2020, en el Acuerdo 
de Santiago, se establece la necesidad de “diseñar sistemas 
integrales de cuidado desde una perspectiva de género, 
interseccionalidad e interculturalidad y de derechos humanos 
que promuevan la corresponsabilidad entre mujeres y hombres, 
Estado, mercado, familias y comunidad, e incluyan políticas 
articuladas sobre el tiempo, los recursos, las prestaciones y los 
servicios públicos universales y de calidad, para satisfacer las 
distintas necesidades de cuidado de la población, como parte 
de los sistemas de protección social” e “impulsar políticas para 
la distribución equitativa de las responsabilidades del trabajo 
doméstico y de cuidados entre hombres y mujeres”.

Esta agenda ha empujado a los gobiernos regionales a suscribir 
compromisos, los que en algunos casos se han convertido en 
avances legislativos y de política pública sustantivos. A los 
reconocimientos constitucionales mencionados anteriormente, 
podemos destacar la Constitución de la Ciudad de México y 
el Sistema Nacional Integrado de Cuidados en Uruguay como 
dos avances significativos.

En este debate, tanto a nivel global, como regional y nacional, 
las organizaciones de trabajadoras y trabajadores han 
impulsado una agenda exigente en materia de cuidados, las 
5R propuestas por la OIT: reconocer, reducir y redistribuir 
el trabajo de cuidados no remunerado; recompensar el 
trabajo de cuidados remunerado, promoviendo más trabajo 
y el trabajo decente para los trabajadores y trabajadoras del 
cuidado, y garantizar la representación, el diálogo social y 
la negociación colectiva de las trabajadoras y trabajadores 
del cuidado. “El marco de las cinco R es un enfoque de la 
política pública sensible a las cuestiones de género y basado 
en los derechos humanos, que crea un círculo virtuoso al 
mitigar las desigualdades relacionadas con los cuidados, 
encarar los obstáculos que impiden a las mujeres acceder 

a un trabajo remunerado y mejorar las condiciones de las 
cuidadoras y cuidadores no remunerados y de los trabajadores 
y trabajadoras del cuidado y, por extensión, de los beneficiarios 
de los cuidados” (OIT). La ISP y otras organizaciones a través 
del Manifiesto de Reconstrucción de la organización social 
del cuidado3, han planteado otros contenidos para las 5Rs 
con el objeto de poner fin a la crisis de los cuidados, estas 
son: 1.- Reconocer el valor social y económico del trabajo de 
cuidado (remunerado o no) y el derecho humano al cuidado; 
2.- Recompensar y remunerar el trabajo de cuidado con un 
salario igual por un trabajo de igual valor, pensiones decentes, 
condiciones de trabajo dignas y una amplia protección social; 
3.-Reducir la carga del trabajo de cuidado no remunerado 
de las mujeres; 4.-Redistribuir el trabajo de cuidado dentro 
de los hogares, entre todos los trabajadores, eliminando la 
división sexual del trabajo y entre los hogares y el Estado y 
5.- Reivindicar el carácter público de los servicios de cuidado y 
restablecer el deber y la responsabilidad primordial del Estado 
de prestar servicios públicos de cuidados y desarrollar sistemas 
de cuidado que transformen las relaciones de género y la vida 
de las mujeres, entre otras cosas, financiando la capacidad 
de inversión del Estado a través de una fiscalidad justa y 
progresiva y garantizando la igualdad de derechos fiscales 
a nivel internacional de los Estados nación. En ese marco ha 
realizado investigaciones e intervenciones a nivel local, que 
apuntan a incidir en el debate público y a instalar la voz de las 
y los trabajadores en el debate sobre cuidados en particular y 
en el proceso constituyente a nivel más general.

En este documento se van a revisar las principales normativas 
que regulan los cuidados y los diseños institucionales vinculados 
en cuatro países: México, Ecuador, Uruguay y Chile. El objetivo 
es recoger la experiencia de otros países y a partir de allí 
recuperar aquello que sea relevante para el proceso chileno, 
tanto desde el punto de buenas experiencias como de nudos 
críticos.

Con esos insumos, se propondrá un conjunto de principios 
constituyentes que apunten a poner la sostenibilidad de la vida 
en el centro, a reconstruir la organización social del cuidado y a 
modificar la injusta organización social del trabajo que produce y 
reproduce las desigualdades de género, raza y clase. Se buscará 
avanzar en la socialización de los cuidados, lo que equivale 
a desfeminizarlos, desfamiliarizarlos y desmercantilizarlos. 
Para ello, será fundamental reconocer el rol central del Estado 
en la provisión de servicios de cuidado, que transformen las 
relaciones de género y que sean financiados a través del 
sistema fiscal. Los principios constitucionales propuestos son 
entendidos como un paso en la superación del neoliberalismo 
en Chile.

3 	   Disponible en: https://publicservices.international/campaigns/manifiesto-
reconstruir-la-organizacin-social-del-cuidado?id=11655&lang=es 
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1. INTRODUCCIÓN

Uruguay es el primer país de la región, y hasta el momento 
el único, que cuenta con un Sistema Nacional Integradode 
Cuidados. Esta condición le da una importancia singular, 
pues permite estudiar cómo fue el proceso que derivó en la 
elaboración del Sistema, así como evaluar cómo han sido sus 
cinco primeros años de implementación. Es preciso reconocer 
que Uruguay cuenta con una larga tradición de políticas 
sociales que data de comienzos del siglo XX (Aguirre y Ferrari, 
2014) y que se fue consolidando al correr de las décadas. Es 
también importante señalar que la dictadura cívico-militarr 
en el poder desde 1973 a 1985 no desmanteló el sistema 
de protección social como ocurrió en Chile, a pesar de los 
recortes presupuestarios que se produjeron (Aguirre y Ferrari, 
2014). Tras la recuperación de la democracia, las políticas de 
protección social experimentaron una recuperación, pero los 
avances realmente sustantivos se producen a partir del año 
2005 con el triunfo del Frente Amplio, coalición de izquierdas 
que gobernó al país en tres periodos sucesivos hasta el año 
pasado. En esos quince años se amplió considerablemente 
la protección social y se instaló el cuidado como un nuevo 
pilar del sistema.

El primer gobierno del Frente Amplio desplegó una agenda 
social contundente para enfrentar la crisis que el país arrastraba 
desde 2002. Se crea el Ministerio de Desarrollo Social y el 
Gabinete Social, integrado por los titulares de los principales 
ministerios del área social en el año 2005. En 2006, se 
implementa el Plan Nacional de Atención a la Emergencia 
Social (PANES) focalizado en las familias de menores ingresos. 
En 2007 se llevó adelante la Reforma Tributaria y la Reforma 
de la Salud. Se impulsaron también planes de mediano y largo 
plazo como la Estrategia Nacional de Infancia y Adolescencia 
(ENIA 2010-2030), el Primer Plan Nacional de Igualdad de 
Oportunidades y Derechos (2007-2011) y el Plan de Equidad 
(2008) (Aguirre y Ferrari, 2014).

La integración de los cuidados al sistema de protección social, 
como su cuarto pilar, comenzó a implementarse a partir del 
segundo gobierno del Frente Amplio, liderado por José Mujica 
entre 2010 y 2015. La creación de un sistema nacional de 
cuidados formaba parte del programa de gobierno y durante 
todo el mandato se desarrolla el proceso que culmina con la 
aprobación de la ley 19.353 que crea en Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados (SNIC). Sin lugar a dudas el empuje dado 
por la administración de Mujica fue un elemento fundamental 
en la concreción del objetivo, pero es preciso destacar, como 
se verá en el apartado siguiente, que la instalación de esta 
problemática en el debate público y la insistencia en la 
necesidad de desarrollar políticas de cuidado en el Uruguay, 
surgió de la sociedad civil, en particular de centros académicos 
liderados por investigadoras feministas y por organizaciones 
del movimiento de mujeres.

2. PROCESOS Y ACTORÍAS EN LA FORMULACIÓN 
DEL SISTEMA NACIONAL INTEGRADO DE 
CUIDADOS

La instalación de la demanda social por un sistema de cuidados 
comenzó del lado de la sociedad civil, particularmente, por 
activistas y académicas feministas que fueron levantando 
investigaciones, produciendo evidencia y colocando el problema 
de los cuidados en el debate público. Una actoría importante 
en este proceso fue el Área de Género del Departamento 
de Sociología de la Facultad de Ciencias Sociales de la 
Universidad de la República, que fue pionera en la realización 
de investigaciones sobre trabajo no remunerado mediante 
la realización de encuestas en los años 2003 y 2007 en 
colaboración con el Instituto Nacional de Estadística (INE y 
FCS-UdelaR, 2007). Los resultados de estas investigaciones 
aportaron evidencia empírica para mostrar la división sexual 
del trabajo al interior de los hogares, brechas en el uso del 
tiempo, cantidad de trabajo de cuidados no remunerado 
realizado por mujeres, entre otras materias que permitieron 
instalar en el debate público estas problemáticas. El año 
2011, durante el proceso de elaboración de la propuesta del 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados, este departamento 
y el Instituto Nacional de las Mujeres, realizaron la “Encuesta 
nacional sobre representaciones sociales del cuidado” que 
aporto información relevante para la formulación del Sistema.

Otro actor relevante en este proceso ha sido la Red de Género 
y Familia que organizó eventos académico-políticos que fueron 
de vital importancia para asentar diagnósticos y propuestas en 
torno a la necesidad de un sistema de cuidados en el Uruguay. 
En el año 2008, esta institución organizó dos eventos en 
torno a salud y cuidados desde una perspectiva de género y 
un evento dedicado a la discusión en torno a la pertinencia 
de establecer un Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 
(Fassler, 2008; Fassler, 2009).

El Área de Desarrollo y Género del Centro Interdisciplinario 
de Estudios sobre el Desarrollo (CIEDUR) también fue un 
actor relevante del proceso. Este centro lideró el proyecto 
“Hacia un sistema de cuidados con perspectiva de género en 
el Uruguay” con financiamiento de la Unión Europea teniendo 
como principal socia a la Red de Género y Familia. El objetivo 
del proyecto era “lograr que el diseño e implementación del 
futuro Sistema Nacional de Cuidados incluya las necesidades 
e intereses de las mujeres uruguayas y promueva la igualdad 
entre hombres y mujeres”. En el marco de ese proyecto se 
desarrollaron acciones de incidencia política.

Con el acervo de conocimientos y discusiones promovidos 
por la academia y la sociedad civil, se instaló la problemática 
de los cuidados en la agenda pública, que fue incorporada en 
el programa del Frente Amplio. En el segundo gobierno de 
la coalición, liderado por José Mujica, se crea vía resolución 
presidencial un Grupo de Trabajo en el marco del Consejo 
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Nacional de Políticas Sociales (CNPS) con el mandato de 
coordinar el proceso de diseño del sistema de cuidados. El grupo 
estuvo compuesto con representantes de los ministerios de 
Salud Pública, Economía y Finanzas, Desarrollo Social, Trabajo 
y Seguridad Social, y Educación y Cultura. Además, fueron 
convocados: la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, el 
Banco de Previsión Social, el Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay, el Instituto Nacional de Estadística, la Administración 
de Servicios de Salud del Estado, los gobiernos departamentales 
y municipales (Ferrari & Aguirre, 2014).

Los organismos de cooperación internacional tuvieron un 
rol destacado en la discusión social y política en torno a la 
elaboración del Sistema. Una de las acciones de incidencia 
política más relevante fue la realización del seminario 
internacional “Hacia un sistema nacional de cuidados en 
Uruguay”, celebrado en Montevideo en diciembre de 2010. 
Los objetivos de esa instancia fueron contribuir al debate 
sobre la construcción del sistema de cuidados en Uruguay y 
elaborar insumos para el Grupo de Trabajo creado por mandato 
presidencial para la formulación del sistema (Nieves Rico, 
2011). Esta instancia fue coordinada por el Ministerio de 
Desarrollo Social, la Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe, el Fondo de Población de las Naciones Unidas, el 
Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, el Fondo de 
las Naciones Unidas para la Infancia y el Fondo de Desarrollo 
de las Naciones Unidas para la Mujer. En la instancia, Soledad 
Salvador, consultora de la CEPAL, presentó el documento 
principal “Hacia un sistema nacional de cuidados” (Salvador, 
2011).

GRUPO DE TRABAJO INTERINSTITUCIONAL DEL 
SISTEMA NACIONAL DE CUIDADOS (SNC)

CONSEJO NACIONAL DE POLÍTICAS SOCIALES
GABINETE SOCIAL

GRUPO DE TRABAJO DEL SISTEMA NACIONAL DE CUIDADOS

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS
MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA

MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA
OFICINA DE PLANEAMIENTO  PRESUPUESTO

BANCO DE PROTECCIÓN SOCIAL (BPS)
INSTITUTO DEL NIÑO Y ADOLESCENTE DEL URUGUAY (INAU)

ADMINISTRACIÓN DE SERVICIOS DE SALUD DEL ESTADO (ASSE)
INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA (INE)

GOBIERNOS DEPARTAMENTALES Y NACIONALES

Fuente: Aguirre & Ferrari, 2014

El proceso recorrido desde la creación del Grupo de Trabajo 
transitó por tres etapas clave. En un primer momento, durante 
2010, el grupo trabajó de manera sectorial y coordinadamente 
las bases conceptuales del sistema, definió una mirada 
común sobre los cuidados, las poblaciones objetivo, los 
lineamientos y los principios rectores del SNC, además de 
elaborar un documento titulado “Lineamientos y aportes 
conceptuales para el diseño de un sistema nacional integrado 
de cuidados”, aprobado por el Consejo Nacional de Políticas 
Sociales en diciembre de ese mismo año. Los principios 
orientadores definidos en este documento son: i) una 
política universal que focaliza sus acciones iniciales en los 
colectivos de mayor vulnerabilidad social, con compromisos 
de mediano y largo plazo en la incorporación de colectivos 
hasta la universalización; ii) las perspectivas de derechos y 
de género, generaciones y étnico-racial; iii) estrategias de 
creación de servicios, así como la posibilidad de transferencias 
monetarias evaluando su impacto potencial en términos de 
género y de la calidad del servicio prestado; iv) el cambio 
en la actual división sexual del trabajo en base al concepto 
de corresponsabilidad; v) la descentralización territorial 
buscando generar “servicios de cercanía” y la participación 
de la comunidad, y vi) la profesionalización de la tarea de 
cuidado a través de la capacitación de los cuidadores tanto 
familiares como formales (Consejo Nacional de Políticas 
Sociales, 2010). En este mismo documento se establecen 
las tres poblaciones a las cuales el sistema estará dirigido: 
niños y niñas de 0 a 3 años, personas con discapacidad y 
adultos mayores en situación de dependencia.

En la segunda etapa, durante 2011, se diseñó e implementó 
un debate nacional con amplia participación social y con 
documentos para la discusión centrados en las poblaciones 
objetivo. El Grupo de Trabajo Interinstitucional diseña e 
implementa entre los meses de septiembre y noviembre 
de 2011 la etapa del debate del SNC. El debate, en cuanto 
espacio de intercambio para la definición de consensos y 
propuestas entre el conjunto de los actores implicados, 
aparece como uno de los primeros momentos clave en la 
construcción de la política, donde se promueve y habilitan 
condiciones para la generación de un proceso de participación 
ciudadana El debate organizado por el Grupo de Trabajo, 
según el documento “Rendición Social de Cuentas. Etapa de 
debate”, se basó en el convencimiento de que: i) el cuidado 
es un derecho y el Estado tiene la responsabilidad de 
garantizar la participación de la ciudadanía en el diseño de 
una política que dé respuesta a ello; ii) en el Uruguay se ha 
desarrollado una importante acumulación conceptual desde 
las organizaciones de la sociedad civil y academia y, por ello, 
es necesario generar espacios para socializarlo y construir 
propuestas colectivas; iii) el diseño del SNC requiere de una 
ciudadanía sensibilizada e involucrada con la identificación 
de sus necesidades; iv) las políticas sociales requieren de 
una mirada desde la especificidad de cada localidad para dar 
respuestas universales contemplando las particularidades, 
y v) el Grupo de Trabajo participa en los debates territoriales 
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para remarcar la necesidad de avanzar en la coordinación 
interinstitucional (Grupo de Trabajo Interinstitucional-CNPS, 
2011).

El proceso de debate nacional procuró garantizar una amplia 
participación de los actores políticos y sociales involucrados, 
personas en cargos de decisión, de gestión y equipos de 
terreno, gobiernos departamentales y municipales, cuidadores 
remunerados y familiares, representantes de empresas, 
sindicalistas, organizaciones de mujeres, de jubilados y 
pensionistas y medios de comunicación. Se realizaron 22 
debates locales, 18 en las capitales del interior y el resto 
en Montevideo. En total, en los debates participaron 3290 
personas y 1802 organizaciones sociales (Grupo de Trabajo 
Interinstitucional-CNPS, 2011). En función de las relatorías y 
los documentos que sistematizaron la totalidad del proceso 
del debate hacia un SNC, el Grupo de Trabajo elaboró el 
documento “Rendición Social de Cuentas. Etapa de Debate 
30 de agosto-4 de septiembre 2011”. Este fue dado a conocer 
en la rendición social del SNC casi dos años después y en 
paralelo a la presentación del documento de diseño de la 
propuesta del SNC (25 de junio de 2013).

Una tercera etapa, durante 2012, centrada en el diseño de 
una propuesta de trabajo que se materializó en un documento 
de política pública nominado “Hacia un modelo solidario 
de cuidados. Propuesta para la construcción del Sistema 
Nacional de Cuidados”. Dicho documento fue aprobado el 20 
de septiembre de 2012 por el Gabinete Social. A partir de 
entonces el Grupo de Trabajo se dedicó a generar diseños de 
propuestas en las áreas de institucionalidad, financiamiento, 
regulación, formación y servicios. También es parte de la 
agenda del grupo avanzar en la redacción de un anteproyecto 
de ley marco del SNC que establezca mecanismos normativos 
en las áreas de acción mencionadas anteriormente.

PRINCIPALES HITOS EN LA 
CONSTRUCCIÓN DEL SNC, 2008-2013

2008

2010
2011

2013

Etapa de 
Debate 
Nacional

Ingresa la propuesta de avanzar 
en un Sistema Nacional de 
Cuidados en el Programa de 
Gobierno Frente Amplio

Resolución 863/010 crea Grupo de 
Trabajo Sistema de Cuidados.

Gabinete Social aprueba documento 
base de trabajo

2012 Gabinete social 
aprueba 
propuesta SNC

Rendición Social 
de Cuentas

Acciones

Creación Red 
Sociedad civil 
Pro Cuidados

Fuente: Aguirre y Ferrari, 2014.

3. MARCO NORMATIVO

El principal marco normativo en Uruguay es la ley 19.3534, 
cuyo objeto es “la promoción del desarrollo de la autonomía 
de las personas en situación de dependencia, su atención y 
asistencia, mediante la creación del Sistema Nacional Integrado 
de Cuidados (SNIC), como conjunto de acciones y medidas 
orientadas al diseño e implementación de políticas públicas que 
constituyan un modelo solidario y corresponsable entre familias, 
Estado, comunidad y mercado” (Art. 2). Esta ley, aprobada el 
26 de noviembre de 2015, se estructura en quince artículos 
que establecen: la creación del Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados, su integración, la definición de Cuidados, los sujetos 
de la política, los principios rectores, los objetivos del Sistema, el 
ordenamiento de las asignaciones presupuestales con destino al 
Sistema en el caso de los organismos involucrados, la estructura 
institucional, la integración y competencias de la Junta Nacional 
de Cuidados, la creación de la Secretaría Nacional de Cuidados, 
su estructura y sus competencias y la creación e integración 
del Comité Consultivo (SNIC, 2020)

Los cuidados son entendidos como “las acciones que las 
personas dependientes deben recibir para garantizar su derecho 
a la atención de las actividades y necesidades básicas de la 
vida diaria por carecer de autonomía para realizarlas por sí 

4 	  https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19353-2015 
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mismas. Es tanto un derecho como una función social que 
implica la promoción del desarrollo de la autonomía personal, 
atención y asistencia a las personas dependientes” (Art. 3). 
Por sistema de cuidados se define: “el conjunto de acciones 
públicas y privadas que brindan atención directa a las actividades 
y necesidades básicas de la vida diaria de las personas que se 
encuentran en situación de dependencia” y se estipula que 
“comprende un conjunto articulado de nuevas prestaciones, 
coordinación, consolidación y expansión de servicios existentes, 
como asimismo la regulación de las personas que cumplen 
servicios de cuidados” (Art. 3). Por autonomía, en el marco 
de la ley, se entiende “la capacidad de controlar, afrontar y 
tomar, por iniciativa propia, decisiones acerca de cómo vivir y 
desarrollar las actividades y necesidades básicas de la vida diaria, 
contemplando la cooperación equitativa con otras personas” 
(Art. 3), y por dependencia: “el estado en que se encuentran 
las personas que requieren de la atención de otra u otras 
personas o ayudas importantes para realizar actividades básicas 
y satisfacer necesidades de la vida diaria” (Art. 3).

La ley también establece los principios que rigen al Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados, siendo estos: la universalidad de 
los derechos a la atención, a los servicios y a las prestaciones para 
todas las personas en situación de dependencia, en condiciones 
de igualdad, conforme a la normativa aplicable; la progresividad 
en la implementación y acceso a los servicios y prestaciones 
para todas las personas en situación de dependencia, en los 
términos establecidos en la normativa aplicable; la articulación 
y coordinación de las políticas de cuidados con el conjunto de las 
políticas orientadas a mejorar la calidad de vida de la población; 
la equidad, continuidad, oportunidad, calidad, sostenibilidad y 
accesibilidad de los servicios y las prestaciones de cuidados 
a las personas en situación de dependencia, así como la 
consideración de sus preferencias sobre el tipo de cuidado a 
recibir; la calidad integral, que de acuerdo a normas y protocolos 
de actuación, respete los derechos de los destinatarios y 
trabajadores del cuidado; la permanencia de las personas en 
situación de dependencia en el entorno donde desarrollan 
su vida diaria, siempre que sea posible; la inclusión de las 
perspectivas de género y generacional, teniendo en cuenta las 
distintas necesidades de mujeres, hombres y grupos etarios, 
promoviendo la superación cultural de la división sexual del 
trabajo y la distribución de las tareas de cuidados entre todos 
los actores de la sociedad; y la solidaridad en el financiamiento, 
asegurando la sustentabilidad en la asignación de los recursos 
para la prestación de cuidados integrales (Art. 4).

Junto con los principios rectores, la ley establece los siguientes 
objetivos para el SNIC: impulsar un modelo de prestaciones de 
cuidados integrales basado en políticas articuladas, programas 
integrales y acciones de promoción, protección, intervención 
oportuna y, siempre que sea posible, la recuperación de 
la autonomía de aquellas personas que se encuentren en 
situación de dependencia; promover la participación articulada 
y coordinada de prestadores de servicios y prestaciones de 
cuidados, públicos y privados; promover la optimización de 

los recursos públicos y privados de cuidados, racionalizando 
el aprovechamiento de los recursos humanos, materiales, 
financieros y de la capacidad instalada y a crearse; promover 
la regulación de todos los aspectos relativos a la prestación de 
los servicios públicos y privados del SNIC; profesionalizar las 
tareas de cuidados a través de la promoción de la formación 
y capacitación de las personas que presten servicios de 
cuidados, incentivando su desarrollo profesional continuo, 
el trabajo en equipos interdisciplinarios, la investigación 
científica, fomentando la participación activa de trabajadores 
y personas en situación de dependencia; propiciar el cambio 
de la actual división sexual del trabajo, integrando el concepto 
de corresponsabilidad de género y generacional como principio 
orientador; e impulsar la descentralización territorial, buscando 
contemplar las necesidades específicas de cada comunidad 
y territorio, estableciendo acuerdos y acciones conjuntas 
con Gobiernos Departamentales y Municipales cuando 
correspondiere (Art. 9).

Además, la ley define como titulares de los derechos que 
se establecen a “quienes se encuentren en situación de 
dependencia, considerando como tales las personas que 
requieran apoyos específicos para el desarrollo de sus 
actividades y la satisfacción de las necesidades básicas de 
la vida diaria” y a quienes prestan servicios de cuidados. En 
concreto, se consideran personas en situación de dependencia a 
niñas y niños hasta los doce años; a personas con discapacidad 
que carecen de autonomía para desarrollar actividades y 
atender por si mismas sus necesidades básicas de la vida diaria; 
y a personas mayores de sesenta y cinco años que carecen 
de autonomía para desarrollar las actividades y atender por 
si mismas sus necesidades básicas de la vida diaria (Art. 8).

La implementación de la ley se materializó con reglamentos 
y decretos. El Decreto 427/20165, ordena un catálogo de 
prestaciones, servicios y acciones de política del SNIC. Se 
establece la clasificación, definición y alcance de servicios, 
subsidios y conceptos propios del SNIC. Incluye también la 
definición de programas de corresponsabilidad y programas 
de prevención y reducción de situaciones de dependencia, la 
creación del Registro Nacional de Cuidados, las condiciones 
de habilitación de personas que trabajan en el marco del SNIC 
y los requisitos a exigir a los prestadores públicos o privados 
que lo integren. (SNIC, 2020).

4. INSTITUCIONALIDAD

La implementación del SNIC requirió la creación de una 
institucionalidad nueva, encargada de la gobernanza del 
Sistema, capaz de implementar un modelo de trabajo 
interinstitucional, flexible, capaz de abordar el desafío del 
binomio dependencia-autonomía mediante la integración de 
diferentes perspectivas (de derechos, género y generaciones), 

5 	   Disponible en: https://www.impo.com.uy/bases/decretos/427-2016 
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complementar las medidas ya existentes con las que se crean 
bajo un mismo esquema regulatorio, con un despliegue 
territorial que facilite el acceso de la población a las diferentes 
prestaciones en todos los puntos del país. (SNIC, 2020).

La ley establece también la estructura institucional del sistema 
compuesta por la Junta Nacional de Cuidados, la Secretaría 
Nacional de Cuidados y el Comité Consultivo de Cuidados 
(Art. 11). El decreto 445/2016 6 establece la integración, 
objetivos y competencias de la Junta, detallando que la misma 
es responsable de impulsar programas universales, promover 
la optimización de recursos, la regulación de todos los aspectos 
relativos a la prestación de servicios públicos y privados y la 
profesionalización de las tareas de cuidados a través de la 
promoción de la formación y capacitación de las personas que 
cuidan. La Secretaría Nacional de Cuidados tiene como objetivo 
la articulación, coordinación intersectorial e interinstitucional y 
la ejecución de los objetivos del SNIC. El Comité Consultivo de 
Cuidados, reglado por el Decreto 444/20167, está compuesto 
por representantes de los trabajadores, la academia, la 
sociedad civil y el sector privado involucrado en la prestación 
de cuidados. El Comité asesora al SNC y por su intermedio 
a la JNC, con relación a las mejores prácticas conducentes 
al cumplimiento de los objetivos, políticas y estrategias del 
Sistema. Es el organismo mediante el cual se promueve y 
asegura la participación social en la política.

Para el cumplimiento de estos cometidos, se creó una estructura 
institucional compleja, compuesta por tres instancias: la Junta 
Nacional de Cuidados, la Secretaría Nacional de Cuidados y el 
Comité Consultivo de Cuidados.

La Junta Nacional de Cuidados, es el órgano de mayor jerarquía 
del SNIC y tiene a su cargo la conducción política del sistema. 
Es un ámbito colegiado en el que se fijan los lineamientos 
estratégicos de la política, se plasman los acuerdos, se 
adjudican las responsabilidades y los plazos para el trabajo 
interinstitucional. Está integrada por los ministros (o sus 
designados) de las siguientes carteras: Desarrollo Social, que 
además la preside, Educación y Cultura, Trabajo y Seguridad 
Social, Salud Pública, Economía y Finanzas; además está 
representada la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, el 
Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública, el Banco de Previsión Social, el Instituto 
del Niño y Adolescente del Uruguay y un representante 
del Congreso de Intendentes. Con el objeto de promover y 
monitorear la incorporación de la perspectiva de género en 
todo el SNIC participa el Instituto Nacional de las Mujeres en 
las sesiones de la Junta con voz pero sin voto. En la misma 
condición, la Secretaría Nacional de Cuidados, participa en las 
sesiones de la Junta. De acuerdo a la Ley 19.353, compete a 
la Junta Nacional de Cuidados: proponer al Poder Ejecutivo 

6 	   Disponible en: https://www.impo.com.uy/bases/decretos/445-2016 

7 	   Disponible en: https://www.impo.com.uy/bases/decretos/444-2016 

los objetivos, políticas y estrategias concernientes al SNIC; 
definir los lineamientos estratégicos y prioridades del SNIC; 
asesorar y someter a consideración del Poder Ejecutivo el Plan 
Nacional de Cuidados que formule la Secretaría Nacional de 
Cuidados; asesorar al Poder Ejecutivo respecto a la propuesta 
sobre el presupuesto del Plan Nacional de Cuidados que 
formule la Secretaría Nacional de Cuidados, a los efectos de 
su consideración en el marco de la elaboración del proyecto 
de ley del Presupuesto Nacional y de la aprobación de los 
presupuestos de los Entes Autónomos, en su caso; a) velar por 
la transparencia del SNIC y el acceso público a información de 
calidad; asesorar y someter a consideración del Poder Ejecutivo 
para su presentación ante la Asamblea General del Poder 
Legislativo, el informe anual del Plan Nacional de Cuidados 
que formule la Secretaría Nacional de Cuidados; elaborar el 
proyecto de su reglamento interno de funcionamiento que 
elevará al Poder Ejecutivo para su aprobación. (Art. 13). De 
acuerdo al Informe quinquenal 2015-2020 del SNIC, desde 
su creación, la Junta realizó el seguimiento permanente de la 
implementación del Plan Nacional de Cuidados 2016–2020, 
aprobando una serie de resoluciones vinculadas al desarrollo 
de cada uno de los componentes del Sistema. De acuerdo a la 
evaluación que se realiza en el Informe, el establecimiento de un 
órgano interinstitucional fue determinante para la integralidad 
de la política pública (SNIC, 2020).

La Secretaría Nacional de Cuidados tiene la misión de articular 
y ejecutar las políticas definidas para el SNIC y planificar 
la implementación del Sistema. Coordina intersectorial e 
interinstitucionalmente a los organismos involucrados en el 
sistema y funciona en el ámbito del Ministerio de Desarrollo 
Social (MIDES). Su titular es designado por el Poder Ejecutivo 
en mérito a sus condiciones personales, funcionales y técnicas 
relativas a la materia de su competencia. Dentro de sus tareas 
se encuentra la articulación y coordinación del Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados, la formulación del Plan Nacional de 
Cuidados de carácter quinquenal, propuesta que debe ser 
sometida a la consideración de la Junta Nacional de Cuidados8.

El Comité Consultivo de Cuidados, tiene como objetivo 
promover la participación social en la política. Asesora a la 
Secretaría de Cuidados y por su intermedio a la Junta, en 
relación al cumplimiento de los principios que la ley otorgó 
al Sistema. Tiene carácter honorario y está integrado por 
representantes sindicales, organizaciones de la sociedad civil 
pertenecientes al campo de los cuidados, la academia y el 
sector privado. Por parte de los trabajadores integran el Comité 
representantes del Plenario Intersindical de Trabajadores–
Convención Nacional de Trabajadores (PIT-CNT). La sociedad 
civil está representada por la Red Pro-Cuidados, la Organización 
Nacional de Jubilados y Pensionistas (ONAJPU), la Asociación 
Nacional de Organizaciones no Gubernamentales (ANONG), y 

8 	  Las materias de competencia de la Secretaría Nacional de Cuidados pueden 
consultarse en detalle en el artículo 17 de la Ley 19.353 https://www.impo.com.uy/bases/
leyes/19353-2015/17 
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un representante no gubernamental de la Comisión Honoraria 
Nacional de Discapacidad (CHND). La academia cuenta con 
representantes de la Universidad de la República, la Universidad 
Católica y el Centro de Investigaciones Económicas de Uruguay 
(CIEDUR). Los prestadores privados de servicios de cuidados 
están representados por la Cámara Uruguaya de Empresas 
de Servicios de Acompañantes (CUESA), la Federación de 
Cooperativas de Uruguay (FCPU) y los Centros de Atención a la 
Infancia y Familia (CAIF). De acuerdo a la Memoria quinquenal 
(2015-2020), el Comité Consultivo comenzó a reunirse en abril 
de 2017 y sesionó de forma ordinaria 32 veces. El documento 
destaca la sostenida participación de los integrantes y afirma 
que el compromiso con el trabajo posibilitó el tratamiento de 
diferentes temas de manera sustantiva y convirtiéndose en 
un espacio de participación democrática, donde los diferentes 
actores vinculados a los cuidados tienen representatividad, 
lo que generó un modelo novedoso de articulación entre el 
Estado y la sociedad civil. (SNIC, 2020).

	»La perspectiva de género en el SNIC

La perspectiva de género es uno de los elementos centrales de 
la política de cuidados en Uruguay, que pone como horizonte 
de transformación el objetivo de alterar la tradicional división 
sexual del trabajo a partir del principio de corresponsabilidad, 
en su dimensión social y de género (SNIC, 2020). Con esa 
intención el año 2018 se creó la Unidad Especializada de 
Género (UG), en la Secretaría Nacional de Cuidados. La UG se 
constituyó como una oportunidad para fortalecer el enfoque de 
género en las acciones que se desarrollan y darles integralidad 
conceptual. En ese sentido, se encuentra al servicio del equipo 
de dirección y de las áreas para apoyar los procesos que se 
entiendan pertinentes. El trabajo de la UG se concentra en una 
dimensión política y una operativa. La primera enfocada al 
fortalecimiento de la institucionalidad de género del Sistema, 
que comprende: fortalecer el enfoque y la inclusión de la 
perspectiva en la política, a partir de la elaboración de un marco 
de referencia, que exponga la postura institucional en materia 
de género y cuidados; fortalecer las capacidades de todo el 
equipo de la SNC en la incorporación de la PIG con instancias 
de formación y sensibilización; fortalecer a la dirección en 
materia de género y cuidados, a partir de: i) La implementación 
de instancias de sensibilización y problematización del 
enfoque de género en los cuidados en ámbitos de dirección, 
ii) El asesoramiento de cara a la participación de la SNC en 
ámbitos de representación institucional (Consejo Nacional 
de Género y sus grupos de trabajo), iii) Trabajar el enfoque de 
género en toda la institucionalidad del Sistema (Secretaría, 
Junta y Consultivo). La dimensión operativa aterriza líneas de 
acción en función del Plan de Cuidados y sus componentes, 
que comprende ejes de trabajo orientados a: fortalecer la 
incorporación de la perspectiva de género en las distintas 
políticas de cuidado (servicios de cuidados, transferencias y 
en las políticas de asignación de tiempo); contribuir a mejorar 
la inclusión de la perspectiva de género en la información que 

se releva y produce desde la SNC con relación a personas 
usuarias, servicios y prestaciones; favorecer la producción de 
conocimiento con perspectiva de género para la mejora continua 
de la política; promover la efectiva inclusión del enfoque de 
género en la formación de las personas que cuidan; fortalecer 
la inclusión de la dimensión género y cuidados en las acciones 
territoriales. Para facilitar la consecución de sus cometidos, la 
Unidad se conformó con personas de cada una de las áreas de 
la Secretaría y con personas del equipo de dirección política. 
Asimismo, la coordinadora de la UG se incorporó al ámbito de 
intercambio y decisión política de la Secretaría. (SNIC, 2020)

	»Impactos de la implementación del SNIC en el 
sindicalismo uruguayo

La implementación del SNIC y, en particular, la conformación 
del Comité Consultivo de Cuidados produjo cambios en las 
estructuras sindicales que vale la pena destacar. La Central 
Sindical (PIT-CNT) creo una Comisión de Cuidados en su interior, 
reunió a las diversas ramas sindicales involucradas en el 
SNIC e incorporó al Sindicato Único de Asistentes Personales, 
organización que nace con esta ocupación creada al alero del 
Sistema. Al mismo tiempo, el sindicalismo integró en su agenda 
la corresponsabilidad en los cuidados integrando demandas 
relativas a esta materia en las negociaciones colectivas (Perez 
de Sierra, 2021; CIEDUR, 2019).

5. POLÍTICAS DE CUIDADO

En Uruguay las políticas de cuidado están ordenadas en el Plan 
Nacional de Cuidados (PNC) que se elabora quinquenalmente. 
Se presentan a continuación las líneas de acción definidas en 
el Plan Nacional de Cuidados 2016-2020 (SNIC, 2015)

Es preciso señalar que el PNC tiene cinco componentes: 
servicios, regulación, formación, gestión de información y 
conocimiento y comunicación. En lo relativo a servicios, el 
Sistema articula los servicios que ya existían y crea nuevos, 
para atender a los grupos objetivo del sistema. En plano de la 
regulación, el marco regulatorio determina los mecanismos de 
implementación de la política y tiene como objetivo reconocer 
el derecho de cuidar y ser cuidado en condiciones de calidad e 
igualdad. El PNC establece normas regulatorias en materias 
como el trabajo de cuidados remunerado, licencias de cuidados 
para trabajadores y trabajadoras y el establecimiento de 
criterios de calidad para los servicios prestados. El componente 
de formación apunta elevar la profesionalización y la valorización 
de los cuidados a través de la formación de las y los trabajadores 
de esta área, entendiendo que es una dimensión central en la 
provisión de servicios de calidad. El componente de gestión 
de la información y conocimiento tiene como objetivo generar 
la información necesaria para que el SNIC tome decisiones en 
materia de políticas públicas, al tiempo generar la información 
necesaria para realizar el seguimiento y evaluación del Sistema. 
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En este componente el aporte de la academia es fundamental. 
El componente de comunicación tiene como objetivo central 
la promoción del derecho a los cuidados y la transformación 
cultural del sentido común de la población en materia de 
estos, incorporando la noción de corresponsabilidad social y de 
género, desarrolla acciones como campañas de sensibilización.

A continuación, se revisarán las principales políticas en los 
siguientes ámbitos: políticas de cuidado para trabajadores y 
trabajadoras formales; políticas de cuidado para las personas 
en situación de dependencia definidas por la ley.

5.1 POLÍTICAS DE PROTECCIÓN A LA 
MATERNIDAD Y DE CORRESPONSABILIDAD 
TRABAJO-FAMILIA

Uno de los principios orientadores del SNIC es la 
corresponsabilidad en su dimensión social y de género. Este 
principio animó la ley de permisos y licencias para trabajadores 
y trabajadoras que promueve la participación de los hombres en 
el cuidado de recién nacidos mediante políticas de asignación 
de tiempo. La ley 19.161 amplía de 12 a 14 semanas la licencia 
por maternidad y extiende la licencia paternal (que puede 
llegar a 13 días en el caso de trabajadores dependientes de 
la actividad privada). Esta ley establece un subsidio de medio 
horario para el cuidado, que puede ser ejercido tanto por el 
padre como por la madre hasta los seis meses del hijo o la 
hija. La licencia por maternidad y su duración es de carácter 
obligatorio, mientras que la licencia paternal y el subsidio de 
medio horario para cuidados son voluntarios. Este último es 
transferible entre la madre y el padre, pudiendo fraccionar su 
duración entre ambos en forma alternada.

Una investigación sobre el uso de las licencias maternales, 
paternales y subsidio de medio horario en Uruguay (Batthyány 
et al., 2017), arroja datos relevantes. Un 96,6% de las mujeres 
hizo uso de la licencia por maternidad en el año 2017, mientras 
que un 83% de los hombres hizo uso de la licencia por paternidad. 
Respecto al uso del medio horario, los datos muestran que 
un 69,6% de las mujeres ha utilizado esta modalidad para 
extender el tiempo en el hogar y solo un 4,5% de los varones 
utilizó esta posibilidad. Resulta evidente que el uso del medio 
horario es mayor en las mujeres, sin embargo la investigación 
revela que existen diferencias entre los tipos de mujeres que 
hacen uso de esta modalidad. Son las mujeres de entre 30 
y 39 años, las más educadas y las pertenecientes al nivel 
socioeconómico más alto las que más hacen uso, mostrando 
diferencias sustantivas. Considerando otras características, las 
mujeres no asalariadas, quienes trabajan en micro empresas y 
en ocupaciones elementales hacen menor uso del medio horario 
así como quienes se insertan en el sector agropecuario y la 
construcción. El medio horario es menos utilizado también por 
las mujeres del interior (Batthyány et al., 2017). Las razones 
por las cuales los hombres no hacen uso del medio tiempo 
tienen que ver con la consideración de que el cuidado por parte 

de las madres es mejor para las y los niños en sus primeros 
meses de vida. Las razones de las mujeres que no hacen uso 
del medio tiempo tienen que ver con barreras del mercado 
laboral, como pérdidas de ingreso y dificultades para organizar 
los tiempos de trabajo y cuidados. Estos resultados ofrecen 
datos interesantes para considerar las dificultades de tipo 
cultural y del mercado laboral en el uso de este tipo de licencias.

5.2 SERVICIOS DE CUIDADO EN EL MARCO DEL SNIC

	»Cuidados en la infancia

La infancia fue el sector social más atendido en el primer periodo 
de implementación del SNIC en Uruguay. En el marco de la Ley de 
Cuidados se establece que la infancia comprende el período de 
0 a 12 años. En la primera fase de implementación del Sistema 
se dio prioridad a la primera infancia, entendiendo a esta como 
el tramo de 0 a 3 años y dentro de los objetivos para este grupo 
se planteó: a) asegurar la implementación de la ampliación del 
régimen de licencias previsto en la ley 19.161 del año 2013; b) 
ampliar la cobertura de servicios de cuidados para niños y niñas 
de 0 a 2 años, a través de diversidad de ofertas y con un enfoque 
de priorización territorial y c) lograr la universalización de oferta 
para nivel 3 años.

El SNIC coordina servicios ya existentes y crea nuevos. Entre 
los existentes se encuentran los Centros de Atención y 
Educación Infantil, hoy denominados Centros de Educación 
y Cuidados para la Primera Infancia. Son regulados por el 
Estado, y provistos en dos modalidades: por organizaciones 
de la sociedad civil en convenio con el Estado (Centros de 
Atención a la Primera Infancia y la Familia) y con financiamiento 
público; o de gestión y financiamiento público (Centros de 
Atención a la Primera Infancia −CAPI−). Ambos servicios son 
regulados por el Instituto del Niño y el Adolescente del Uruguay 
(INAU). Durante el primer periodo de implementación del 
SNIC se amplió considerablemente la cobertura. De acuerdo 
a la rendición de cuentas del Sistema (SNIC, 2020b), en el 
quinquenio 2015-2020 se realizó la mayor inversión en primera 
infancia en la historia del país y Uruguay alcanzó la más alta 
cobertura de educación y cuidados para niños y niñas de 0 a 
3 años en la región.

Existe también provisión privada de cuidados para la primera 
infancia y el Estado regula el sector. Además, donde no existe 
oferta pública el estado subvenciona a las familias por medio 
las becas de inclusión socioeducativa que consisten en un 
subsidio para compra de servicios privados. Al momento de 
la redición de cuentas, 5000 niños y niñas contaban con esta 
beca (SNIC, 2020)

Dentro de los servicios nuevos que se han implementado en 
el marco del SNIC se encuentran los Espacios de cuidados y 
educación para hijos e hijas de estudiantes de educación media, 
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y las Casas Comunitarias de Cuidados. Ambas son experiencias 
piloto de alcance limitado en términos cuantitativos. Al 
momento de la rendición de cuentas se habían implementado 
6 espacios de cuidados para hijas e hijos de estudiantes de 
enseñanza media, beneficiando a 500 madres y padres. 
En lo que respecta a casas comunitarias de cuidados, se 
implementaron 19. Se crearon también los centros SIEMPRE, 
Centros de Educación y Cuidados con Sindicatos y Empresas 
cuyo número asciende a 11.

	»Personas en situación de dependencia

A partir de la implementación del Plan Nacional de Cuidados se han 
regulado servicios existentes para la población que se encuentra 
en situación de dependencia, así como también se han creado 
nuevos instrumentos. Resulta fundamental la elaboración del 
Baremo de Dependencia, instrumento que permite evaluar la 
condición de los usuarios. Para acceder a los servicios se utiliza 
un esquema de subsidios estatales que pueden ser totales o 
parciales considerando la capacidad de pago de las familias. Los 
servicios contemplados son: Asistentes Personales, Teleasistencia 
en Casa, Centros de Larga Estadía y Centros de Día.

El servicio de asistentes personales está pensado para personas 
en situación de dependencia severa que requieren apoyo para 
las actividades de la vida diaria (alimentarse, higienizarse, 
vestirse, movilizarse, trabajar y recrearse, entre otras), consiste 
en un subsidio para la contratación de un asistente por 80 horas 
mensuales que se distribuyen en acuerdo con el usuario. Pueden 
acceder al subsidio personas mayores de 80 años y menores de 
30. La provisión del servicio se realiza en dos modalidades: a través 
de la contratación individual por parte de las personas usuarias 
al AP o a través de cooperativas de trabajo y empresas privadas 
en convenio con la secretaría del SNIC. A diciembre de 2019, se 
encontraban trabajando 4.510 asistentes en todo el país. Al mismo 
tiempo, al cierre de 2019, más de 6000 personas cuentan con el 
servicio activo como usuarias, en los 19 departamentos del país 
(SNIC, 2020). La creación del servicio de Asistentes Personales 
(AP) implicó, en paralelo, un proceso de formación y validación 
de conocimientos para el ejercicio del rol y la construcción de 
un Registro unificado de Asistentes Personales del Sistema de 
Cuidados.

Los Centros de Día, son servicios diarios para personas en situación 
de dependencia leve o moderada que viven en su hogar y asisten 
de manera ambulatoria, para realizar actividades de estímulo y 
acompañamiento socioterapéutico. Se trata de un servicio que 
creó el sistema, y tuvo un desarrollo aún pequeño en cantidad 
y alcance. A finales de 2019, este servicio alcanzaba a unas 184 
personas en todo el país, en 6 centros distribuidos en la capital y 
algún departamento del interior. El servicio se brinda a través de 
cooperativas de trabajo u organizaciones de la sociedad civil que 
lo gestionan. Cada persona puede elegir concurrir 2, 3 o 5 veces 
por semana, en tramos de 4 o de 8 horas, según la modalidad 
del servicio.

Los Centros de Larga Estadía son el servicio de institucionalización 
dirigido a personas mayores en situación de dependencia. 
Según un relevamiento realizado en 2015, existen 1124 centros 
privados y 12 públicos distribuidos en todo el país. Estos servicios 
ya existían con antelación a la creación del sistema, y pasaron 
a formar parte de la concepción general de los cuidados una 
vez instalado este. Sin embargo, su regulación por parte del 
Estado ha sido un nudo importante de los gobiernos de las 
últimas décadas.

5.3 POLÍTICAS HACIA LAS Y LOS 
TRABAJADORES DEL CUIDADO EN EL MARCO 
DEL SNIC

El SNIC se propuso valorizar y profesionalizar las tareas de 
cuidados, para lo que apostó a la formación y capacitación de 
las personas que cuidan. Estas acciones estuvieron vinculadas 
sobre todo a los cuidados que se brindan en forma remunerada, 
tanto preexistentes (roles de cuidado y educación en primera 
infancia, por ejemplo), como creados a partir del sistema 
(asistentes personales y otros perfiles de cuidado).

Según explicita la memoria quinquenal del SNIC 2015-2020, 
en esta área se apostó a la construcción de una estrategia 
de formación que fue diseñada en el ámbito de la comisión 
intersectorial de formación. En cuanto a la formación dirigida 
al cuidado de personas en situación de dependencia, en 2016, 
la Junta Nacional de Cuidados aprobó un diseño curricular de 
atención a la dependencia que tenía como antecedente la 
elaboración del perfil ocupacional que contiene datos de la 
ocupación y establece el área de competencia en los servicios 
sociosanitarios de cuidados a nivel institucional y en domicilio. 
Las formaciones ofrecidas estuvieron enmarcadas en cuatro 
modelos: un diseño curricular específico de cuidados (90 horas.), 
un diseño de nivelación (20 horas.), un proyecto ocupacional 
(30 horas) y un espacio de prácticas (12 horas.). Por otro 
lado, la agenda de trabajo para la primera infancia se orientó 
al aumento de la oferta formativa, con el objetivo de contar 
con más personas formadas, al mismo tiempo que contar con 
personas para hacer frente a los nuevos servicios de atención, 
regulación de la oferta privada de formación y construcción 
de un diseño curricular común por competencias laborales.

6. BALANCES

La implementación del SNIC estos primeros cinco años ha 
motivado la realización de evaluaciones y balances. La Memoria 
quinquenal 2015-2020 resume en tres dimensiones los 
desafíos del Sistema: la universalidad, la corresponsabilidad 
y el financiamiento. En estas tres dimensiones se hallan nudos 
críticos.

Respecto a la universalidad, el Sistema se plantea tanto el 
problema del acceso como el de la calidad para evitar que 



 19Estudio comparado de la legislación, institucionalidad y políticas de cuidados en Uruguay, Ecuador, México y Chile y recomendaciones para el debate constituyente.

se generen servicios de primera y de segunda clase. En este 
momento, los servicios que brinda el SNIC tienen límites de 
acceso. Un ejemplo es el servicio de asistentes personales que 
logra atender a menos del 20% de las personas en situación 
de dependencia severa que se estima requerirían el servicio. 
En cierta medida, el lento avance en la universalización de 
la cobertura se vincula con que una amplia mayoría de las 
personas beneficiarias acceden al programa por medio del 
subsidio estatal, lo que hace costosa su provisión con fondos 
presupuestarios. Hasta 2020, se priorizó el acceso exclusivo 
al servicio de personas menores de 29 años y mayores de 80 
que presentaran dependencia severa. En el informe de balance, 
la dimensión del financiamiento del sistema es uno de los 
principales desafíos que se planteaba el gobierno saliente, 
puesto que para cubrir la demanda del total de la población con 
dependencia severa la discusión pública sobre la modalidad 
de financiamiento se torna ineludible. Lo cierto es que esta 
característica fuertemente subsidiada del servicio, a la vez 
que plantea desafíos para su financiamiento futuro, garantiza 
que la provisión actual se encuentre altamente formalizada, 
lo que significa un avance muy importante en la valorización 
del trabajo de cuidados.

En términos de corresponsabilidad de género, también se 
observan importantes trabas. El uso de licencias parentales, 
en particular del subsidio de medio tiempo, por parte de los 
hombres baja. Investigaciones que se han realizado demuestran 
que el instrumento de licencias parentales no modifica la 
división sexual del trabajo si al mismo tiempo no se cambian 
las resistencias para su uso por parte de los varones y de las 
mujeres. En este sentido, la capacidad transformadora del 
instrumento tiene sus limitaciones en el modelo familista 
predominante. El potencial transformador que tenga este 
instrumento u otras políticas de cuidado depende en gran 
parte del contexto cultural conformado por las normas sociales 
que rigen y mandatan los roles de varones y mujeres respecto 
al cuidado y por las valoraciones sobre los ámbitos ideales 
para el cuidado, particularmente las valoraciones vigentes 
sobre lo legítimo en términos de quién debería ser quien 
cuida (varones, mujeres, instituciones, personas contratadas), 
en que ámbitos (hogar, instituciones) y a través de qué tipo 
de relaciones (remuneradas, no remuneradas, familiares, 
contractuales). Dichas cuestiones pueden actuar resistiendo a la 
implementación de ciertas políticas que en principio podrían ser 
transformadoras de la división sexual del trabajo. la disposición 
por parte de las familias a hacer uso de determinados servicios/
prestaciones de cuidado está influida en alguna medida por 
dichas representaciones sociales (Batthyany et al., 2017).

Respecto al financiamiento, el informe quinquenal abre el 
problema de la sostenibilidad financiara de un modelo universal 
de cuidados. En la primera etapa de su implementación el 
Sistema de Cuidados ha sido sostenido con recursos del 
presupuesto nacional. La Secretaria de Cuidados plantea que 
completar la universalidad del acceso a la política de cuidados 
por parte de las personas que tienen derecho al mismo requiere 

de mecanismos de financiamiento que la hagan viable. En ese 
sentido, se plantea en la memoria quinquenal, que una política 
basada en un financiamiento exclusivo de rentas generales no 
parece factible. Por ello es necesario que la sociedad uruguaya 
pueda darse una discusión acerca de cómo queremos financiar 
los cuidados de niñas, niños, personas con discapacidad y 
personas mayores en situación de dependencia. Durante 
esta primera etapa hemos conocido y aprendido sobre cómo 
diferentes países en el mundo han creado mecanismos de 
financiamiento de los cuidados. Hemos tenido la oportunidad 
de dialogar con países europeos y de Asia sobre las estrategias 
que han implementado. Las mismas podría resumirse en 
tres esquemas básicos: el financiamiento enteramente 
estatal, regímenes de seguros privados y regímenes mixtos. 
Los regímenes de financiamiento estatal son difícilmente 
sustentables en el largo plazo. Por su parte los regímenes 
de seguros privados dejan librados a la capacidad de compra 
de los servicios de cuidados el acceso a los mismos, lo cual 
genera serios problemas de equidad en el acceso al derecho 
al cuidado por parte de todas las personas. Creemos que hay 
que avanzar en una lógica de regímenes mixtos que permitan 
sumar el esfuerzo de la sociedad y el Estado para asegurar el 
derecho al cuidado de toda la ciudadanía.

El cambio de coalición de gobierno añadió problemas a la 
implementación de el SNIC y ha despertado preocupación en 
los actores sociales que han sido parte del proceso. En julio de 
2020, las organizaciones sociales que forman parte del Comité 
Consultivo de Cuidados, en una Carta abierta pusieron alerta 
respecto a la no presentación del nuevo Plan de Cuidados 
2021-2025, reclamando no haber sido convocados para la 
elaboración de dicho instrumento dentro de los plazos que por 
ley debieran cumplirse. Señalan que la dilación en convocar 
al Comité Consultivo de Cuidados, atenta contra el espíritu 
de partición ciudadana activa que ha acompañado todo el 
proceso de elaboración e implementación del SNIC. Además, 
denuncian que de no existir el nuevo Plan tampoco estará 
la partida presupuestaria que asegure su implementación 
poniendo en peligro la continuidad del sistema. 9 En una 
línea similar, el Sindicato Único de Asistentes Personales, la 
Alianza de Organizaciones por los derechos de las personas 
con discapacidad y la Red Pro Cuidados, manifestaron su 
preocupación por las proyecciones del MIDES en relación 
al programa de Asistentes Personales y las reducciones 
presupuestarias anunciadas. Sostienen que el Programa desde 
su implementación tiene una cobertura baja y un presupuesto 
insuficiente. Con las proyecciones del MIDES al finalizar el 
quinquenio la cobertura se habrá reducido a la mitad10.

9 	  Carta abierta a la Junta Nacional de Cuidados y a toda la ciudadanía sobre 
la situación del Sistema Nacional de Cuidados. http://www.redprocuidados.org.uy/carta-
abierta-sobre-la-situacion-del-sistema-de-cuidados/ 

10  	 Declaración conjunta http://www.redprocuidados.org.uy/wp-content/
uploads/2020/08/DECLARACI%C3%93N-CONJUNTA-CONFERENCIA-17.08.pdf 
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1.INTRODUCCIÓN

Si bien Ecuador no cuenta con un Sistema de Cuidados, 
actualmente se encuentra en discusión en la Asamblea 
Nacional un proyecto de ley para la creación de un Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados, a partir de los diversos 
mandatos de la Constitución de 2008 y de los compromisos 
internacionales suscritos. Como contexto, la Constitución 
de Ecuador se ha calificado como garantista pues tiene un 
amplio desarrollo de las garantías jurisdiccionales y una 
concepción amplia de garantías para los derechos recogida 
en toda la Constitución11, además, se ha caracterizado como 
parte del nuevo constitucionalismo latinoamericano, con un 
extenso desarrollo de derechos fundamentales que incorpora 
otras titularidades del derecho como sujetos colectivos y 
entidades abstractas como la naturaleza (Ugarte, 2013 : 358). 
Sin embargo, se ha criticado por las enunciaciones abstractas y 
abiertas de las fórmulas de derecho, como por el mantenimiento 
de las estructuras del poder (Gargarella, 2008) que dificultan 
cambios concretos. Por ejemplo, en materia del derecho del 
trabajo, los cambios constitucionales se han evaluado como 
regresivos en lo que se refiere al sector público12 y sobre de 
igualdad de género no hay información concluyente sobre 
sus impactos. Respecto a la inversión pública, la inyección de 
recursos entre el 2007 y 2013 terminó en manos de capitales 
privados vía transferencia de servicios, como es el caso de la 
salud, habiendo una crisis de inversión desde el 2014 a la fecha.

Como en el resto de la región, la crisis sanitaria por COVID-19 
intensificó la familiarización de los cuidados, con una crisis 
profunda del sistema de salud13 y baja cobertura de seguridad 
social14. En la situación previa, la familia ya era la principal 
responsable del cuidado (CENIG, 2016) (Torres, 2021: 
347), hablándose de un régimen de tipo “semifamiliarista 
informal”, es decir, “en el cual no hay suficiente desarrollo 
de los mercados de trabajo; un Estado con crecientes pero 
limitadas capacidades de provisión de servicios, que cubre 
parcialmente estas necesidades; y las familias toman a cargo 
el bienestar y los cuidados en forma gratuita a través de redes 
informales o comunitarias.” (Género, 2016: 37). Esto inclusive 
en un marco constitucional garantista que reconoce diversas 
modalidades de trabajo y que protege explícitamente a sectores 
prioritarios que requieren de servicios de cuidado. Entonces, 
los servicios de cuidado existentes se pueden comprender 
como el resultado de los cambios políticos en Ecuador y en la 
región, que combinan los procesos de socialización (estatización 

11   Véase Agustín Grijalva, “La Corte Constitucional y el fortalecimiento de las garantías”, 
en La Tendencia, Quito, ILDIS, 2008, pp. 127-129.

12  	  Disponible en: http://www.world-psi.org/sites/default/files/attachment/
news/manifiesto_isp-19_de_noviembre.pdf 

13   Se puede profundizar sobre la situación del sistema de salud en el contexto de la 
pandemia en: Velasco, M. Velasco; Hurtado, F. & Tapia, J. (2020). ¿Estaba preparado el 
sistema de salud para enfrentar la pandemia? Quito: Observatorio Social del Ecuador y 
FES-Ildis. Disponible en: https://www.covid19ecuador.org/post/salud-publica-pandemia-1 

14   Para el año 2019, solo el 29,2% de las personas estuvieron cubiertas por el seguro 
general del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) , de acuerdo a la Encuesta 
Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo-ENEMDU.

de servicios), mercantilización (privatización y focalización 
de la mano del modelo neoliberal) y familiarización (como 
consecuencia de las crisis y de la mercantilización) (Forttes, 
2020: 35).

A modo de caracterización, el 80% de las personas que se 
desempeñan en empleos de ‘baja productividad’ -como la 
agricultura, el comercio y los servicios-, con inestabilidad 
laboral, ausencia de seguridad social y de derechos laborales, 
son mujeres. En relación a los servicios de cuidados, que incluyen 
al Estado, el mercado y los hogares, las mujeres representan 
el 81% del sector. Cabe destacar que las mujeres indígenas 
y afrodescendientes se encuentran sobrerrepresentadas en 
el servicio doméstico, siendo un 12,7% de dicha población 
la que se dedica a estas actividades (CSATUCA, S/I: 7). En 
relación al tiempo destinado al trabajo no remunerando, las 
mujeres dedican cuatro veces más tiempo que los hombres, 
mayoritariamente a actividades domésticas, brecha que se 
profundiza en las áreas rurales y en la población indígena, 
donde se pasa de una diferencia nacional de 22:40 horas 
a 25:32 horas promedio a la semana. (Encuesta de Uso del 
Tiempo, 2012).

En los procesos constituyentes recientes de Ecuador, el 
movimiento de mujeres jugó un rol relevante para el avance 
en derechos. Para la discusión de 1998 el movimiento de 
mujeres había articulado contenidos para la igualdad de género 
y de los derechos humanos de las mujeres, con avances que 
se tradujeron en el reconocimiento del trabajo doméstico 
no remunerando como actividad productiva, la igualdad de 
remuneraciones por trabajo de igual valor, el apoyo a las jefas 
de hogar, entre otros. Ese texto constitucional se mantuvo por 
diez años que se caracterizan como un periodo de inestabilidad 
política y de movilización social, que dio paso a la Asamblea 
Constituyente de 2007-2008, donde el movimiento de 
mujeres participó activamente en alianza con el movimiento 
indígena. En el marco de los procesos preconstituyentes para 
la elaboración de la nueva constitución, los movimientos de 
mujeres organizaron La Preconstituyente de Mujeres del 
Ecuador que acordó propuestas para presentar y defender en la 
Asamblea Constituyente, destacando entre sus reivindicaciones 
irrenunciables, mantener los derechos ya conquistados en 
el texto de 1998, el derecho a la igualdad real o material 
que conlleva a la aplicación de medidas de acción positiva 
para compensar situaciones históricas de discriminación 
y la conciliación de la labor productiva con la reproductiva, 
determinando el valor productivo del trabajo doméstico y 
compensando con derecho a la seguridad social a quienes lo 
realizan, junto a otras prioridades para la igualdad de género 
(Palacios, 2008) (Naranjo, 2014).

Para la discusión del 2008, junto a la organización del 
movimiento de mujeres, la disponibilidad de información 
sobre la crisis de los cuidados -como sobre carga de trabajo 
de las mujeres por la división sexual del trabajo- a partir de 
la Encuesta Uso del Tiempo aplicadas desde el año 2002, 
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colaboraron con la visibilización del problema de los cuidados, 
destacando el marco teórico de análisis que distingue entre 
actividades productivas que incluyen el trabajo remunerando y 
no remunerando (actividades domésticas, cuidado de personas, 
actividades para otros hogares, para la comunidad y trabajo 
voluntario) y, actividades no productivas que son actividades 
personales como cuidado personal, estudios, y convivencia 
social (INEC, 2013: 13) (Amparo, Contreras, & Vásconez, 2009: 
27) A su vez, distingue la oferta de servicios de cuidados, 
reconociendo que su proveniencia no se limita al Estado 
y al mercado, sino que también reconoce a las familias y 
comunidades en su prestación.

Otro aspecto distintivo para el análisis sobre políticas de 
cuidado en Ecuador dice relación con el concepto del Buen Vivir 
que se instala con la Constitución del 2008. La concepción del 
“Buen Vivir” cambia la perspectiva occidental del Bienestar -que 
se centra en las condiciones materiales para una vida digna, y 
que concibe el desarrollo como crecimiento económico-; por 
la recuperación de la cosmovisión de los pueblos originarios 
-el sumak kawsay de la cosmovisión andina (Silva, 2008)- 
poniendo el sentido de la vida en la realización y convivencia 
pacífica de los seres humanos, a partir de su diversidad y en 
armonía con la naturaleza, (CNP, 2017: 24) (CENIG, 2016). En tal 
paradigma, que “pone énfasis en la necesidad de construir una 
sociedad con trabajo liberador y tiempo creativo para lograr la 
igualdad” (CENIG, 2016: 14), los cuidados adquieren un sentido 
diferente, pues se piensan desde la necesidad de transformar 
las relaciones sociales existentes. “Una agenda igualitaria 
consiste en repartir toda la carga de trabajo (asalariado, 
autónomo, doméstico y comunitario) y no solo la parte que 
se realiza como trabajo asalariado. En un sentido emancipador, 
se trata de transformar las relaciones sociales existentes, de 
reequilibrar los tiempos sociales y de abolir la división sexual 
del trabajo” (SENPLADES, 2013: 25).

En Ecuador convergen diversas formas y concepciones sobre el 
cuidado, con componentes comunitarios y territoriales, propios 
de la diversidad poblacional del país, donde conviven pueblos 
ancestrales, indígenas, afroecuatorianos y montubios. Si bien 
a nivel gubernamental la concepción de cuidado proviene de la 
economía feminista y del derecho humano al cuidado, con una 
importante determinación de los organismos internacionales 
como ONU Mujeres y la CEPAL, en todas las definiciones 
está presente el componente comunitario, que deriva de la 
noción y práctica del “cuidado comunitario” o “cuidado en 
comunidad”, que hace referencia al carácter cooperativo y 
colectivo del cuidar, que se produce en entornos sociales donde 
sus contornos se difuminan, a diferencia de lo que pasa en los 
servicios de atención dependientes del Estado o del mercado. 
Esta concepción no se plantea “necesariamente contra o al 
margen de los compromisos de los Estados para satisfacer 
las necesidades de todos y garantizar los derechos de todos”, 
pero que tiene el potencial “para construir arreglos que no 
estén comandados por la privatización social y espacial en la 
familia nuclear, por la asignación exclusiva e individual a las 

mujeres, por el recurso a mujeres precarias o por los recursos 
económicos de cada cual” (Vega, Martínez-Buján, & Paredes, 
2018: 15-17).

2. MARCO NORMATIVO

Si bien la Constitución de la República del Ecuador no garantiza 
el derecho al cuidado como tal, en el marco del Régimen del 
Buen Vivir comprende una serie de normas que le incorporan. 
En la regulación sobre la familia (Art. 69), en las modalidades 
de trabajo (Art, 325 y 333) y en la seguridad social (Art. 369). 
A su vez, la regulación sobre la igualdad entre hombres y 
mujeres (Art. 70), la incorporación del enfoque de género (Art. 
70), la creación de los consejos nacionales para la igualdad 
(Art.156), la igualdad de remuneraciones por trabajo de igual 
valor (Art. 36), la protección de grupos prioritarios a través 
de una atención integral (Art. 35 a 50), el derecho al tiempo 
libre (Art. 383) y construyen un marco para un futuro sistema 
de cuidados. A estos se hacen extensibles los convenios y 
tratados internacionales ratificados por Ecuador.

Específicamente al referirse a los derechos de las personas 
integrantes de la familia, el Art. 69 señala que “Se promoverá 
la maternidad y paternidad responsables; la madre y el padre 
estarán obligados al cuidado, crianza, educación, alimentación, 
desarrollo integral y protección de los derechos de sus hijas e 
hijos, en particular cuando se encuentren separados de ellos 
por cualquier motivo.”, esto en el marco del reconocimiento 
de diversas tipos de familia y de las individualidades que la 
componen.

En el apartado sobre derecho al trabajo, específicamente 
sobre las modalidades del empleo (Art. 325)15, se profundiza 
el reconocimiento del trabajo doméstico no remunerado como 
labor productiva, conquistado en la Constitución de 1997 
(Art. 36) , modificando el concepto de “trabajo doméstico no 
remunerado” por “trabajo no remunerando de autosustento 
y cuidado humano que se realiza en los hogares”, además, 
a partir de dicho reconocimiento se persigue la conciliación 
entre el trabajo y la vida familiar , mandatando al Estado a la 
provisión de servicios de cuidado.

Art. 333. Se reconoce como labor productiva el trabajo no 
remunerado de autosustento y cuidado humano que se realiza 
en los hogares.

El Estado promoverá un régimen laboral que funcione en 
armonía con las necesidades del cuidado humano, que facilite 
servicios, infraestructura y horarios de trabajo adecuados; de 
manera especial, proveerá servicios de cuidado infantil, de 
atención a las personas con discapacidad y otros necesarios 

15  Art. 325. El Estado garantizará el derecho al trabajo. Se reconocen todas las modalidades 
de trabajo, en relación de dependencia o autónomas, con inclusión de labores de auto 
sustento y cuidado humano; y como actores sociales productivos, a todas las trabajadoras 
y trabajadores.
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para que las personas trabajadoras puedan desempeñar sus 
actividades laborales; e impulsará la corresponsabilidad y 
reciprocidad de hombres y mujeres en el trabajo doméstico 
y en las obligaciones familiares.

La protección de la seguridad social se extenderá de manera 
progresiva a las personas que tengan a su cargo el trabajo 
familiar no remunerado en el hogar, conforme a las condiciones 
generales del sistema y la ley.

A partir del reconocimiento como trabajo de las actividades 
de cuidado, se extiende progresivamente la seguridad 
social, señalando el Art. 369 que el Estado debe financiar 
las prestaciones de la seguridad social “para las personas 
que realizan trabajo doméstico no remunerado y tareas de 
cuidado” a través del seguro universal obligatorio. Por ejemplo, 
respecto a cuidadoras(os) de personas con discapacidad, el Art. 
49 enfatiza que “- Las personas y las familias que cuiden a 
personas con discapacidad que requieran atención permanente 
serán cubiertas por la Seguridad Social y recibirán capacitación 
periódica para mejorar la calidad de la atención”.

Desde la perspectiva del autocuidado, el Art. 383 de la 
Constitución “garantiza el derecho de las personas y las 
colectividades al tiempo libre, la ampliación de las condiciones 
físicas, sociales y ambientales para su disfrute, y la promoción 
de actividades para el esparcimiento, descanso y desarrollo de 
la personalidad”, que puede interpretarse como un fundamento 
para políticas de conciliación que permitan liberar tiempo en 
el contexto del Buen Vivir.

En relación a las personas destinatarias de los cuidados, se 
puede incorporar la regulación sobre derechos sociales como 
el sistema público y gratuito de educación, la garantización 
del derecho a la seguridad social irrenunciable para todas las 
personas, el derecho a la salud, poniendo especial énfasis en 
los derechos de las personas y grupos de atención prioritaria, 
enumeradas en el Art. 35:

Las personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, 
mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas 
privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades 
catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria 
y especializada en los ámbitos público y privado. La misma 
atención prioritaria recibirán las personas en situación de 
riesgo, las víctimas de violencia doméstica y sexual, maltrato 
infantil, desastres naturales o antropogénicos. El Estado 
prestará especial protección a las personas en condición de 
doble vulnerabilidad.

A continuación, la Constitución puntualiza los derechos 
específicos de los grupos de atención prioritaria. Por ejemplo, 
sobre las personas adultas mayores se señala en el Art. 38 
que el Estado establecerá políticas públicas y programas 
de atención considerando las “diferencias específicas entre 

áreas urbanas y rurales, las inequidades de género, la etnia, la 
cultura y las diferencias propias de las personas, comunidades, 
pueblos y nacionalidades;” agregando que junto a la atención, 
se “fomentará el mayor grado posible de autonomía personal 
y participación en la definición y ejecución de estas políticas. 
Sobre la niñez, en el Art. 46 se indica que el Estado debe 
promover “la atención a menores de seis años, que garantice 
su nutrición, salud, educación y cuidado diario en un marco de 
protección integral de sus derechos”.

Siguiendo el paradigma del Buen Vivir, como marco jurídico 
del cuidado, podemos incluir la protección y preservación del 
ambiente como obligación del Estado y corresponsabilidad de la 
ciudanía (Art. 395 y 399) y la economía popular y solidaria con 
las distintas formas de organización económica que incluye a 
sectores cooperativistas, asociativos y comunitarios (Art.283).

Otros textos relevantes son la: Ley Orgánica para la Justicia 
Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar de 2015 
que establece la cobertura de seguridad social, con profundas 
limitaciones pues no incluye cobertura de salud, la jubilación 
se haría efectiva luego 20 años de aporte, y el subsidio estatal 
aplica sólo a las mujeres beneficiarias del Bono de Desarrollo 
Humano, exigiéndole al resto el aporte del grupo familiar 
(hijos o esposo) , que podría llevar a una situación de mayor 
dependencia para la persona que cuida. (María Paula, 2018: 
24); La Ley Orgánica de las Personas Adultas Mayores de 2019 
que el Art. 47 regula los Servicios Especializados en atención 
Geriátrica; la Ley Orgánica de Discapacidades del 2012 que 
en su Art. 5 establece la protección y reconocimiento de los 
cuidadores y cuidadoras de personas con alguna discapacidad; 
la Ley sobre el Trabajo No Remunerado y Trabajo Remunerado 
del Hogar, la Ley Orgánica para la Promoción del Trabajo Juvenil, 
Regulación Excepcional de la Jornada de Trabajo, Cesantía y 
Seguro de Desempleo, que amplía de licencia por maternidad; 
el Plan Nacional de Desarrollo 2017-2021 Toda una Vida señala 
entre sus políticas el “Garantizar el acceso al trabajo digno 
y a la seguridad social de todas las personas”, y “Fortalecer 
el sistema de inclusión y equidad social, protección integral, 
protección especial, atención integral y el sistema de cuidados 
durante el ciclo de vida de las personas, con énfasis en los 
grupos de atención prioritaria, considerando los contextos 
territoriales y la diversidad sociocultural.”(CNP, 2017: 58); y la 
Agenda Nacional de las Mujeres y Personas LGBTI 2018- 2021 
(CNIG, 2018) que se refiere a la “Sostenibilidad de la vida” 
y a “Disminuir la carga de trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerados que realizan las mujeres, promoviendo la 
corresponsabilidad entre el Estado, el Mercado, las Familias 
y la Comunidad”.

El proyecto de ley para la creación del Sistema Integral de 
Cuidados introduce el derecho humano al cuidado, el derecho 
al cuidado de las personas dependientes y el derecho de las 
personas trabajadoras del cuidado directo en el hogar. De ahí 
que defina el derecho humano al cuidado señalando que “El 
cuidado es un derecho de todas las personas y una función 
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social. Comprende todas aquellas actividades relacionadas con 
servicios, bienes, relaciones y afectos dirigidos a asegurar la 
reproducción social, tiene un papel fundamental en la economía 
como sostén de las actividades económicas. Se entiende al 
cuidado como un derecho para quien lo recibe y un trabajo para 
quien lo realiza, por lo que se le reconoce su valor económico, 
social y cultural”. Y define al cuidado como “acción de ayudar a 
una persona dependiente en el desarrollo y el bienestar de su 
vida cotidiana, que incluye hacerse cargo del cuidado material, 
del cuidado económico, y del cuidado psicológico”. Como se 
aprecia, en estas definiciones los cuidados se circunscriben a la 
condición de dependencia, lo que delimita el campo de acción 
del sistema a las personas en situación de dependencia y a 
las personas trabajadoras del cuidado.

3. INSTITUCIONALIDAD

Se presentan los principales organismos a cargo de acciones de 
cuidado, a nivel gubernamental, local y comunitario. Asimismo, 
se describirá la institucionalidad propuesta en el Sistema 
integral de Cuidado cuya ley se encuentra en discusión.

A nivel gubernamental, las políticas relacionadas con los 
servicios de cuidado han estado principalmente a cargo del 
Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES) y a partir 
del año 2018 durante el mandato de Lenin Moreno, con la 
creación por decreto ejecutivo del “Plan Toda una Vida”16 que 
es un conjunto de políticas públicas (misiones) enfocadas a 
la población en condiciones de mayor vulnerabilidad, se han 
constituido organismos específicos dependientes del MIES 
como el Comité Interinstitucional del Plan Toda una vida y la 
Secretaría Técnica del Plan Toda una Vida. Estos organismos 
buscan concretizar el mandato constitucional del Art. 341 que 
responsabiliza al Estado de “generar las condiciones para la 
protección integral de sus habitantes a lo largo de sus vidas…
priorizando su acción hacia aquellos grupos que requieran 
consideración especial…”17

En relación a los servicios de Protección al Ciclo de Vida18 
dependientes del MIES, destaca la Política de Protección al 
Ciclo de Vida y la Familia como una política de inclusión social 
para la protección y cuidado adecuados a la población en 
cada etapa de la vida, que cuenta con un Sistema de Atención 
y Cuidados, y una Subsecretaría de Protección Especial. El 
Sistema de Atención y Cuidados se define como “el conjunto 
de servicios de atención y protección para el sostenimiento 
básico de la población infantil hasta 3 años de edad, personas 
con discapacidad y población adulta mayor, servicios que están 
encaminados a contribuir al desarrollo infantil integral y cuidado 

16   Profundizar en: https://www.todaunavida.gob.ec/wp-content/uploads/2019/04/
MisionTodaunaVida-L8.pdf 

17  	  Decreto Ejecutivo Nº11 del 25 de Mayo de 2017, disponible en: https://www.
habitatyvivienda.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2017/11/Decreto-Ejecutivo-No-
11-de-25-de-mayo-de-2017.pdf 

18   Disponible en: https://www.inclusion.gob.ec/servicios-de-proteccion-al-ciclo-de-vida/ 

con enfoque familiar.”, mientras que la Protección Especial 
apunta a la “inclusión y atención a personas con discapacidad, 
prevención y protección de derechos de las familias y las 
comunidades, y a la búsqueda activa de las personas en 
riesgo, lo que implica acciones de reinserción, acogimiento 
familiar e institucionalización en casos de abandono.” Los 
servicios y beneficios asociados a estas políticas se organizan 
interinstitucionalmente a través de “misiones” (MIES, 2019), 
como se verá en la revisión de políticas.

En Ecuador los gobiernos locales son entes autónomos 
descentralizados administrativamente, por lo que dependiendo 
del municipio existen distintos organismos ejecutores de políticas 
de cuidados. Un caso relevante es el del Municipio de Laja, que 
creó un servicio social hacia los grupos prioritarios llamado Centro 
de Apoyo Social municipal (CESMUL), que incluye acciones en 
materia de salud (Clínica Hospital Municipal “Julia Esther González 
Delgado”, Comunidad Terapéutica “Posada Solidaria”, Comunidad 
Terapéutica para Niños y Adolescentes “Los Chilalos”), promoción 
social (Centro Municipal de Asistencia Social “San Juan Bosco”), 
desarrollo infantil (Centros de Desarrollo Infantil: como Estrellitas 
iluminando el futuro, Centros Municipales de Atención Infantil 
como el Mercado Mayorista, Centro de Acogimiento Infantil 
Municipal “San Jerónimo Emiliani”), servicio y apoyo social 
(Centro de Atención Municipal del Adulto Mayor “Arupos”, 
Estancia Municipal del Adulto Mayor “Los Huilcos”, Centro de 
Atención Municipal para Personas con Discapacidad “Senderos 
de Alegría” y Comedor Municipal “Sabor a Esperanza”) e impulso 
económico19. Además de la articulación de los servicios de 
protección y acceso a centros de atención, en este Municipio 
destaca la territorialización de los servicios y el acompañamiento 
comunitario, junto con los procesos de participación ciudadana 
y de control social. A nivel comunitario hay organizaciones de 
mujeres que conforman espacios de cuidado, como las Casas 
de Acogida del Ecuador (Casas de Acogida del Ecuador, 2012), 
que atienden a mujeres que han vivido situaciones de violencia 
y el Espacio de Wawas del Colectivo Mujeres de Frente20, que 
es una comunidad de cooperación y cuidado entre mujeres, 
niñas, niños y adolescentes, contra el castigo que opera en la 
ciudad de Quito.

	»Institucionalidad propuesta para el Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados

En el Ecuador existe una mesa técnica-política de coordinación 
interinstitucional trabajando en un Sistema Nacional de 
Cuidados. Está compuesta por la Asamblea Nacional, el 
Consejo Nacional para la Igualdad de Género, el Ministerio 

19  	  Profundizar en https://www.loja.gob.ec/contenido/centros-de-atencion-
prioritaria 

20  	  “…el Espacio de Wawas creado para redistribuir el trabajo de cuidado de 
los más pequeños, un ambiente de talleres y reuniones, una cooperativa de trabajo entre 
mujeres… nuestro lugar de tránsito, encuentro y reencuentro donde surgen procesos de 
circulación de saberes, apoyo legal, procesos de co-investigación y acompañamiento 
cotidiano.” En: https://mujeresdefrente.org/acerca-de-mujeres-de-frente/ 



 25Estudio comparado de la legislación, institucionalidad y políticas de cuidados en Uruguay, Ecuador, México y Chile y recomendaciones para el debate constituyente.

Coordinador de Desarrollo Social (MCDS), el Ministerio de 
Inclusión Económica y Social (MIES) y la Secretaría Nacional 
de Planificación y Desarrollo (SENPLADES) (Consejo Nacional 
para la Igualdad de Género, s/f) p.161).

De acuerdo con el proyecto de ley21 que se encuentra en 
discusión en la Asamblea Nacional de Ecuador, el Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados se entiende como “el conjunto 
articulado y coordinado de organismos, instituciones, 
entidades y servicios públicos y privados, que definen, 
ejecutan, evalúan y controlan políticas públicas, planes, 
programas y servicios, con el propósito de garantizar el 
ejercicio del derecho al cuidado en los términos previstos en 
la presente. (propuesta de Art.13) Su objetivo es: “garantizar 
el ejercicio del derecho universal al cuidado y asegurar los 
derechos de las personas trabajadoras del cuidado directo 
e indirecto en el hogar, remunerado no remunerado y 
comunitario a través de la formulación e implementación 
de políticas públicas integradas e integrales”. Los principios 
que regirán el sistema son “la igualdad y no discriminación, 
universalidad, corresponsabilidad, interculturalidad, 
solidaridad, progresividad, favorabilidad, primacía de la 
realidad y territorialidad. A estos principios se agrega el 
enfoque de derechos humanos, el enfoque de género y el 
enfoque de interseccionalidad”.22

Para esto, el Sistema Nacional Integrado de Cuidados será́ 
parte del Sistema Nacional de Inclusión y Equidad Social, 
que de acuerdo Art. 340 de la Constitución tiene por fin 
asegurar el ejercicio, garantía y exigibilidad de los derechos 
reconocidos, junto al cumplimiento de los objetivos del 
régimen de desarrollo. La rectoría del Sistema de Cuidados 
la tendrá́ un Consejo Sectorial de lo Social, que se encargará 
de las políticas públicas para asegurar el desarrollo del derecho 
al cuidado. Habrá un Sistema de información de cuidados 
para la evaluación, eficacia y pertinencia de los servicios, 
que debe articularse con otros sistemas de información. A 
su vez, dispone la obligación de autorización y registro para 
todas las entidades que ejecuten programas, proyectos y 
servicios de cuidado.

Con el objeto de promover la participación ciudadana, será 
una obligación promover y crear instancias de participación 
ciudadana y de la formación de Comités de Control Social y 
Exigibilidad, como entes constituidos por personas usuarias 
del Sistema. Cabe señalar que no se define un presupuesto 
específico para el sistema, sino que las entidades integrantes 
del Sistema deben garantizar el financiamiento de las 
prestaciones y servicios.

21   Revisar en: https://sebastianpalacios.ec/wp-content/uploads/2021/03/Proyecto-
Ley-Cuidados-Ecuador-22.02.2021-VF.pdf 

22   En el artículo 5º del proyecto de ley que crea al Sistema de cuidados, se explicita que 
el enfoque de interseccionalidad valora la interacción entre las categorías: de género, etnia, 
clase u orientación sexual, como otras categorías sociales, económicas, culturales, políticas, 
religiosas, étnicas, geográficas y física, como componentes de la identidad social y colectiva, 
para tomar acciones específicas buscando garantizar los derechos de todas las personas.

En cuanto al alcance de las políticas del sistema, la aplicación 
será obligatoria para el sector público, privado y comunitario, 
estructurándose en torno a: 1) Políticas públicas, sociales, 
básicas y universales;2) Políticas de armonización del 
régimen laboral con las necesidades del cuidado humano; 
3) Políticas de protección social de las personas trabajadoras 
del cuidado; 4) Políticas de atención prioritaria y especializada 
y 5) Políticas de educación y sensibilización. Todas formuladas 
por el sistema, pero ejecutadas por la autoridad sectorial 
competente.

4.- POLÍTICAS DE CUIDADO

Se plantea una revisión de las principales políticas sociales de 
cuidado, que tienen énfasis en los grupos de atención prioritaria 
y la población en situación de pobreza y vulnerabilidad, al 
depender del MIES. Los principios de la Política Social de 
Ecuador son la inclusión, igualdad, universalidad, integralidad 
y corresponsabilidad, esta última entendida como “la 
responsabilidad compartida entre individuos, las familias y 
el Estado en el cuidado familiar, los procesos de movilidad 
social y la salida de la pobreza”23. De ahí que las políticas 
de cuidado digan mayor relación con apoyos económicos 
y acceso a servicios para grupos prioritarios y aún tengan 
baja cobertura para impactar en la reorganización social de 
los cuidados. Por ejemplo, el Bono de Desarrollo Humano 
para las familias vulnerables en términos económicos, que 
consiste en una transferencia económica condicional, supedita 
al cumplimiento de la corresponsabilidad familiar en términos 
de salud, educación, vivienda, erradicación del trabajo infantil 
y acompañamiento familiar.

4.1- POLÍTICAS DE PROTECCIÓN A LA 
MATERNIDAD Y CONCILIACIÓN TRABAJO-
FAMILIA

Las políticas de conciliación entre la vida familiar y laboral 
derivan del planteamiento constitucional del Art. 332 que 
garantiza el respeto a los derechos reproductivos de las 
personas trabajadoras, que se traduce en: derechos de 
maternidad, de lactancia y licencias por paternidad regulados 
por el Código del Trabajo (Art. 152 a 155). La licencia obligatoria 
de paternidad para trabajadores públicos o privados es de 10 
a 15 días, de acuerdo a las circunstancias del parto (normal, 
nacimientos múltiples, cesárea) y se dispone de casos 
especiales para prolongar las licencias remuneradas.24 A su 
vez, existen las licencias por paternidad sin remuneración 
que puede extenderse hasta por 9 meses. Por su parte, la 
madre tiene derecho a 12 semanas de licencia, fuero maternal 
durante las 2 semanas previas al parto y las 10 posteriores, 

23   Disponible en: https://www.inclusion.gob.ec/politica-social/ 

24   El Art. 152 del Código del Trabajo dispone de causales especiales como el fallecimiento 
de la madre durante el parto, la adopción, nacimiento prematuro entre otras, ampliando la 
licencia desde 8 días más, a el periodo de licencia íntegro que le corresponde a la madre.
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derecho a la lactancia de 2 horas diarias durante un año y si 
en el lugar de trabajo no se cuenta con guardería infantil, la 
madre tiene derecho a una jornada de trabajo de seis horas 
durante los nueve meses siguientes desde el nacimiento. Sólo 
para trabajadores públicos se agrega una licencia de 8 días 
por necesidades familiares en casos de calamidad doméstica 
(enfermedad grave de cónyuge, conviviente o pariente de 2º 
grado).

En relación con las trabajadoras no remuneradas del hogar, 
los derechos asociados a su reconocimiento se circunscriben 
a la extensión de la seguridad social limitada, donde las 
transferencias monetarias solo aplican a quienes cuidan de 
personas con discapacidad en situación de pobreza y pobreza 
extrema. (Torres, 2021: 363)

4.2- POLÍTICAS DE CUIDADO PARA PERSONAS 
EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA Y PARA 
CUIDADORAS/ES

	»Cuidados en la infancia

Destaca la universalización del acceso a la educación gratuita, 
con una alta inversión pública, a diferencia de otras áreas. Esta 
afecta en la organización social de los cuidados porque permite 
la organización de tiempos laborales, significa para algunos 
sectores el acceso a planes de alimentación y a actividades 
extracurriculares vinculadas al desarrollo integral como 
actividad deportista, recreativa y cultural.

Sobre la educación inicial, un desafío es la ampliación de la 
cobertura y calidad de la educación inicial. En efecto, el 2016 
sólo un 44% de menores de 5 años acudían a centros públicos 
o privados (CNP, 2017:49), entre las razones se identificaba 
la preferencia del cuidado directo tanto en zonas urbanas 
como rurales, la mala calidad de los centros, la distancia, el 
desconocimiento de la existencia del servicio y la falta de 
recursos. (Torres, 2021: 368). Variables25 relevantes de analizar 
para la calidad de los servicios, dice relación principalmente con 
variables del proceso, es decir la calidad de las interacciones 
y actividades que se realizan, en cruce con el coeficiente de 
atención, es decir, la personalización del cuidado. Desde luego 
también resultan importantes variables estructurales como 
la infraestructura básica, los salarios y el perfil educativo del 
personal.

Los centros públicos de atención infantil se organizan 
en torno a la “Misión Ternura “del MIES, a través de los 
Centros de Desarrollo Infantil (CDI), los Círculos de Cuidado, 
Recreación y Aprendizaje (CCRA) y la atención domiciliaria no 

25  	 En: López-Boo, F., Araujo M.C. & Tomé, R. (2015) ¿Cómo se mide la calidad de 
los servicios de cuidado? Guía de herramientas para la medición de calidad de centros de 
cuidado de bebés y niños pequeños, Washington DC, Banco Interamericano de Desarrollo.

institucionalizada Creciendo con Nuestros Hijos (CNH). Los 
Centros de Desarrollo Infantil son establecimientos públicos que 
atienden a niñas y niños de 1 a 3 años, a partir del cuidados en 
salud, la alimentación y el desarrollo de actividades, y juegos. 
Una de las deficiencias del servicio dice relación con la falta de 
recursos y capacitación continúa de educadoras y cuidadores 
“involucramiento de varios sectores de la comunidad como 
las instituciones de salud y educación para el desarrollo pleno 
de los primeros años. (Vaca, Alexander, & Santos, 2018: 117). 
Los Círculos de Cuidado, Recreación y Aprendizaje consisten 
en la reunión en un local comunitario o en casas, de mujeres 
gestantes, niñas y niños de 0 a 36 meses para el intercambio 
de experiencias como la del cuidado diario.

Por su parte, la Modalidad Creciendo con Nuestros Hijos que se 
trata de una atención domiciliaria de las consejerías familiares 
a familias con menores de 0 a 3 años, busca el desarrolla 
de estrategias integrales, no institucionalizadas, tanto en 
zonas urbanas como rurales. Quienes realizan la atención 
son educadoras y educadores profesionales, con formación 
y capacitación especializada (Ministerio de Educación , 2016).

	»Cuidados en la vejez

La revisión se circunscribe a los servicios a personas adultas 
mayores dependientes, puntualizando que la dependencia 
se entiende como una pérdida de funcionalidad que limita 
la capacidad para resolver las necesidades de la vida diaria, 
requiriendo de ayuda de otra persona, pero no implica 
necesariamente la pérdida de la autonomía, que debe 
respetarse en los cuidados. De ahí que se proponga hablar 
de “servicios de atención a la dependencia o servicios de 
apoyo de larga duración”, en vez de servicios de cuidado, para 
destacar la autonomía (Forttes, 2020: 14), en tanto se busca 
garantizar los derechos a lo largo del ciclo de la vida. Cabe 
indicar que estos apoyos son realizados principalmente por 
familiares, encontrándose dentro de las razones para no asistir 
a estos centros el desconocimiento del servicio, la decisión de 
la familia y la percepción de que se trata de servicios de mala 
calidad (Torres, 2021: 371).

La Misión “Mis Mejores Años” del MIES organiza los servicios 
públicos, administrando algunos directamente o vía convenio: 
Centros gerontológicos públicos administrados por el MIES, 
en modalidad residencial y diurna, que, si bien son financiados 
por el Estado, tienen baja cobertura. La modalidad diurna está 
destinada aquellos adultos con dependencia leve, intermedia 
o moderada. La prestación de servicios gerontológicos en 
espacios activos de socialización y encuentro y la prestación 
de servicios gerontológicos de atención domiciliaria.

También existen las transferencias económicas: Pensión para 
Adultos Mayores, para mayores de 65 años que no acceden 
a cobertura de la seguridad social contributiva, que busca 



 27Estudio comparado de la legislación, institucionalidad y políticas de cuidados en Uruguay, Ecuador, México y Chile y recomendaciones para el debate constituyente.

cubrir carencias económicas y gastos que demanda la edad 
y, la Pensión Mis Mejores Años que aumenta la Pensión para 
Adultos Mayores que estén en condiciones de extrema pobreza, 
de USD 50 a USD 100.

	»Cuidados para personas con discapacidad o 
dependencia

Las prestaciones de atención gratuita a personas con 
discapacidad dependientes del MIES, se dirigen a quienes 
se encuentran en situación de pobreza. Se trata de Centros 
Diurnos de Desarrollo Integral para personas con Discapacidad, 
consistentes en el desarrollo de las habilidades de las personas 
con discapacidad física, intelectual y/o sensorial a través de 
un trabajo conjunto con la familia y la comunidad26; Centros 
de Referencia y Acogida para personas en condiciones de 
abandono o carentes de referente familiar y la Atención en el 
Hogar y la Comunidad. Además de los centros administrados 
directamente por el MIES, hay una red de centros bajo convenio.

Respecto a los apoyos económicos, se dispone del Bono Joaquín 
Gallegos Lara, que es un aporte monetario a un familiar cuidador 
o persona que se hace responsable del cuidado de una persona 
con discapacidad física o intelectual severa. Generando en la 
persona destinataria algunas obligaciones como: mantener 
niveles mínimos e cuidado, asistir a capacitación técnica, y 
priorizar los recursos en gastos de alimentación, vestimenta, 
movilización e insumos básicos, entre otros.

Estos apoyos y servicios se organizan en La Misión Las 
Manuelas que busca garantizar la atención integral de las 
personas con discapacidad y la de sus núcleos familiares. 
Las Manuelas funcionan como gestoras de casos levantando 
información para el plan de atención respectivo. (Secretaría 
Técnica Plan Toda una Vida, 2018: 32-33).

También, a partir de la Ley Orgánica de Discapacidades del 
2012, se garantiza el derecho a la vivienda (Art. 56) que incluye 
planes de apoyo como la facilidad para obtener créditos, tanto 
para la construcción o adquisición de inmuebles o viviendas 
nuevas, como para el mejoramiento, acondicionamiento y 
accesibilidad de las viviendas ya adquiridas.

Finalmente, cabe indicar que “más del 75% de los adultos 
(mayores de 18 años) que reciben cuidados de larga duración 
en casa lo reciben por parte de un familiar o amigo sin pago 
de remuneración, principalmente esposas o hijas adultas” 
(Forttes, 2020: 43), relevando la importancia de diversas 
formas de apoyo y cuidado.

26  	  Profundizar en: https://www.inclusion.gob.ec/servicios-mies-para-personas-
con-discapacidad/ 

	»Cuidados para las y los cuidadores

Se reconocen como pioneros los programas de transferencias 
monetarias para reconocer el trabajo de cuidado no remunerado 
y/o permitir la contratación de cuidadores remunerados o 
servicios de cuidado, destacando el programa “Las Joaquinas”, 
asociado al Bono Joaquín Gallegos Lara que entrega 240 
dólares por mes a la persona cuidadora, además de apoyos 
y capacitación. Para las personas cuidadoras también se 
dispone de exención al impuesto a la renta y para quienes 
tengan contratos de 8 horas diarias de trabajo, sea en el sector 
público como privado, el derecho a 2 horas diarias para cuidar. 
(Art. 52 Ley Orgánica de Discapacidades)

Además, la incorporación de las demandas de asociaciones 
de migrantes buscando apoyos para familiares de personas 
migrantes que se mantienen en Ecuador, por ejemplo, el 
municipio de Quito brinda apoyo sicológico a las abuelas 
cuidadoras y ofrece servicios de cuidado y actividades de 
recreación a los niños y niñas (OIT-PNUD, 2009: 155).

En el caso de las Trabajadoras Remuneradas del Hogar, sólo 
un 30% de las trabajadoras se encuentra afiliada al Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS), habiendo ratificado 
Ecuador el Convenio 189 OIT que entró en vigencia el año 
2013 y que busca asegurar la protección de los derechos 
laborales de las personas que realizan estos trabajos y obligar 
a los Estados a implementar mecanismos para exigir dichos 
derechos. El 2018 se conformó la Mesa Interinstitucional de 
Apoyo a los Derechos de las Trabajadoras Remuneradas del 
Hogar, para incidir en la aplicación de los mandatos nacionales 
a partir de los acuerdos internacionales.27

4.3- POLÍTICAS DE CUIDADO VINCULADAS AL 
DESARROLLO URBANO

Destaca el caso del municipio de Cuenca en la ciudad de Cuenca 
ubicado en la provincia de Azuay, ciudad intermedia que conecta 
zonas rurales y urbanas a nivel regional y que vincula lo local 
con los ámbitos nacionales e internacionales, siendo un foco de 
progreso según la CEPAL, por las oportunidades para el diseño 
e implementación de políticas públicas a nivel municipal, la 
mayor flexibilidad y oportunidades institucionales, que permitan 
estrategias de intervención a menor escala para abordar el 
territorio de forma integral (Rico & Segovia, 2017: 365-367).

La población de Cuenca reproduce las tendencias nacionales de 
indicadores laborales, siendo más de la mitad de la población 
mujeres, con un alto porcentaje de mujeres jefas de hogar 
en condiciones de pobreza, lo que se asocia a la migración. 
Cuenca fue el primer municipio a nivel nacional en aplicar el 
Plan de Igualdad de Oportunidades (PIO) que en su segunda 
versión local 2006-2020 estipula entre sus ejes: la autonomía 

27  	  Ver en: https://www.igualdadgenero.gob.ec/mesa-trh-carta-compromiso/ 
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económica de las mujeres, la economía de cuidados a través 
de reconocimiento, valoración, protección del trabajo no 
remunerado en el ámbito privado y, los cuidados en un sentido 
más amplio a partir del cuidado del hábitat y de los espacios 
políticos más pequeños de relación como la salud, vivienda, 
agua, servicios básicos, medios de transporte y el programa 
ciudades seguras. (Cuenca, 2016). La institucionalización para la 
equidad social y de género está a cargo de la Dirección General 
de Desarrollo Social y Productivo28, y sus acciones tienen 
especial énfasis en los grupos de atención prioritaria en cuanto 
a la prestación de servicios de cuidado, en los que ha primado 
la visión de protección social y beneficencia. Sin embargo, se 
constata un proceso de trabajo conjunto con el MIES para 
revisar los presupuestos conceptuales del cuidado en clave 
de corresponsabilidad social y autonomía económica, de tal 
forma de “fortalecer sus políticas en materia de prestación de 
servicios de cuidado y avanzar en el proceso de sensibilización 
y capacitación de sus funcionarios y funcionarias y, en especial, 
de las organizaciones con quienes suscribe convenios para 
la prestación de servicios a la población dependiente en el 
cantón” (Rico & Segovia, 2017: 367).

También destaca el Plan de Movilidad y Espacios Públicos de 
Cuenca 2015-2025, que incorpora la perspectiva de género 
como eje transversal, toda vez que las mujeres representan el 
57% de los viajes y se desplazan principalmente por motivos de 
cuidado como realización de trámites y transporte de niñas y 
niños (Rico & Segovia, 2017: 363). “Su relación con los espacios 
está estrechamente vinculada con el papel que desempeñan 
en el hogar, que determina sus tipos de desplazamiento y sus 
relaciones con las instituciones y los proveedores de servicios 
(centros de salud, educación y guarderías, entre otros)” (Rico 
& Segovia, 2017: 358).

5. BALANCES

La propuesta paradigmática de Ecuador del Buen Vivir amplía 
la concepción de los cuidados incorporando dimensiones 
invisibilizadas desde la perspectiva de la productividad asociada 
al crecimiento económico, posibilitando la valorización el cuidado 
más allá de su monetarización. Sin embargo, opera una tensión 
con la tradición del bienestar, toda vez que la traducción en las 
políticas públicas y en la propuesta de Sistema Nacional Integrado 
de Cuidados, al construirse desde la óptica de la inclusión para la 
superación de la pobreza y atención a las vulnerabilidades, delimita 
los cuidados a las poblaciones en situación de dependencia.

Otro aspecto de las propuesta epistemológica y ontológica del 
Buen Vivir, es que se encuentra en permanente desarrollo, hay 
múltiples Buenos Vivires reivindicándose en contextos específicos 
(Loera, 2015), sobre todo cuando interactúan también múltiples 
formas de vida en un diálogo abierto de saberes. Esto entrega 

28  	  Profundizar en su organización en: http://www.cuenca.gob.ec/?q=content/
direcci%C3%B3n-general-de-desarrollo-social-y-productivo 

claves para pensar en las posibilidades y límites de un Sistema 
Plurinacional de Cuidados, “el Buen Vivir tiene un carácter plural 
y de equilibrio, permitiendo beneficiarse de un potencial tanto 
emancipador como generador de una capacidad dialógica con 
otros modelos culturales” (Loera, 2015: 11).

La delimitación actual del sistema de cuidados a la dependencia no 
necesariamente debe operar como un techo, pues siguiendo los 
principios de primacía de la realidad y de progresividad que rigen 
el sistema de cuidados, hay dimensiones del cuidado humano que 
hoy generan mayores desigualdades y que requieren de políticas 
públicas de mayor cobertura y recursos. Lo relevante será no 
perder la orientación paradigmática en el camino, para no perder 
el sentido de construir otras formas de relación humana a partir 
del Buen Vivir, que está en diálogo con los planteamientos de la 
economía feminista sobre la reproducción social.

A modo de observaciones específicas sobre las políticas de 
cuidado revisadas: En relación a la conciliación entre empleo y 
vida familiar (que también podría ser personal), se sugiere revisar 
el Código del Trabajo, más allá de las extensiones y beneficios de 
las licencias y permisos específicos, para avanzar realmente en 
corresponsabilidad (aun cuando es preciso señalar que las y los 
sujetos de derecho de las licencias son solo las personas que tienen 
mejores condiciones de empleo(Torres, 2021: 365)). Además, 
considerar que una mayor cobertura de servicios de cuidado no 
deriva necesariamente en la disminución de las necesidades de 
cuidado, por lo que no es posible equiparar tales necesidades a 
las extensas jornadas laborales, que requieren de modificaciones. 
Por otro lado, implica tener en consideración permanente la óptica 
de la educación de niñas, niños y adolescentes, por ejemplo, ya 
que extender horarios de cuidado en centros de atención, no 
necesariamente favorecerá sus propios procesos de desarrollo.

Cabe destacar el énfasis comunitario de las políticas sociales de 
Ecuador, a su vez que las respuestas comunitarias frente a los 
límites de la acción pública, que está permanentemente expuesta 
a reducciones presupuestarias que dan poca estabilidad a los 
sistemas.

Como los servicios de cuidado gratuitos están hiperfocalizados, 
hay muchas personas que no tienen capacidad económica para 
acceder a servicios. Al evaluar los servicios existentes, se reitera que 
las razones para no concurrir son el desconocimiento, la distancia 
de los hogares, y la consideración de que se tratan de servicios de 
baja calidad. También, se enfrentan las concepciones sobre el ser 
y el cuidar, por ejemplo, en la experiencia de mujeres kichwas que 
trabajan dentro y en los alrededores de mercados ubicados en el 
centro histórico de Quito, que hacen uso de múltiples modalidades 
de cuidado (estatales, municipales, comunales, familiares, de 
vecindad y amistad, sus propios cuerpos), se observan como 
pugnas con la concepción estatal dominante: las nociones de la 
niñez (como recurso para la familia y objeto de transmisión cultural) 
y del cuidado entre mujeres indígenas (orientados a endurecerles 
para el trabajo y una vida dura), las diversas y cambiantes redes del 
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cuidado, los discursos racistas de los centros institucionalizados 
de cuidado (“les recuerda todos los días que deben limpiar a sus 
niños, cortarles las uñas, enseñarles a usar el baño”) y las bases 
móviles y corporales de la comunalidad de los cuidados (“forman 
círculos en las calles para conversar en kichwa e intercambiar 
alimentos, información y experiencias”) (Vega, Martínez-Buján, 
& Paredes, 2018: 203-207).

Por otro lado, el enfoque de la política social de Ecuador, busca 
abordar los factores de exclusión de las mujeres, incorporando 
una enfoque interseccional en la propuesta de sistema que 
describe como aquel que “identifica y evalúa las categorías de 
género, etnia, clase u orientación sexual, como otras categorías 
sociales, económicas, culturales, políticas, religiosas, étnicas, 
geográficas y físicas que están interrelacionadas y son parte 
simultánea de la identidad individual y colectiva de las personas, 

en particular se deberá́ considerar la situación de las mujeres y 
personas LGBTI”, lo que podría derivar en políticas más eficaces, 
plurales y desconcentradas de las lógicas de las zonas urbanas, 
específicamente con la alta proporción de población indígena en 
Ecuador.

Finalmente, una de las alertas del modelo constitucional 
ecuatoriano, es la dificultad para concretar el catálogo amplio 
de derechos, que dice relación con la estructuras de poder 
en un contexto hiperpresidencialista que termina vaciando el 
contenido garantista y dejando de lado la participación ciudadana 
(Ortiz, 2018), pero a la vez, con la dificultad de armonización de 
paradigmas en el texto, por ejemplo, entre los derechos de la 
naturaleza y el modelo de derecho de propiedad que impera.
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1.INTRODUCCIÓN

México es uno de los países de América Latina que ha avanzado en 
la constitucionalización del derecho al cuidado, específicamente en 
la Ciudad de México (2018), encontrándose en debate y elaboración 
un Sistema Nacional Integral de Cuidados.

No hay que perder de vista que México es una república federal de 
más de 129 millones de habitantes, dividida en 32 estados, con una 
vasta diversidad territorial y poblacional. De ahí que son diversas las 
experiencias de cuidados, las que, desde la perspectiva institucional, 
han estado al alero de políticas sociales -como servicios, acciones y 
programas públicos que contribuyen a los cuidados-, en el marco de 
los compromisos internacionales suscritos por el país y de los planes 
para mitigar la pobreza y reducir la desigualdad, cuyos principales 
destinatarios son las personas integradas al mercado laboral. 
Como en el resto de la región, en México prima la familiarización 
y feminización de la organización del cuidado y las tendencias de 
incremento de la informalidad del empleo y concentración del 
empleo femenino en las áreas de servicios (ENOE, 2019).

En una mirada panorámica al trabajo de cuidados, se identifica un 
crecimiento exponencial de la demanda por servicios de cuidados 
(CESCDMX, 2019: 3), siendo una de las actividades no remuneradas 
de mayor demanda el cuidado de la salud en los hogares (Torres, 
2021:111). En términos de valorización económica, se ha estimado 
en el Sistema de Cuentas Nacionales que las actividades de cuidado 
generan un 24,4% del Producto Interno Bruto del país, aunque se 
advierte que los indicadores estadísticos son insuficientes para 
un conocimiento efectivo de los tiempos invertidos en diversas 
estrategias de cuidado (CESCDMX, 2019: 23). En relación con las 
personas destinatarias de cuidados, la información disponible se 
refiere principalmente a los cuidados de infantes, y personas adultas 
mayores, donde destaca el limitado acceso de madres trabajadoras 
en empleos remunerados y bajo subordinación, a servicios de 
guarderías y cuidados maternos (77,7%) (ENOE, 2019). Mientras 
que, en el caso de adultos mayores, se pesquisa que los cuidados 
son realizados mayoritariamente por familiares, principalmente 
mujeres (62,3%), que no perciben remuneración económica alguna 
(95,3%) (ENESS, 2017). A este panorama es preciso incorporar la 
diversidad de experiencias de cuidados por la heterogeneidad del 
territorio mexicano, ya que, por ejemplo, en las zonas rurales y en 
población indígena se observa mayor tiempo destinado por mujeres 
a trabajos de cuidados que en las zonas urbanas (ENOE, 2019).

Mirado desde las organizaciones feministas, se ha ido articulando un 
entramado de organizaciones, con mayor o menor coordinación, para 
hacer avanzar el derecho al cuidado, destacando las Constituyentes 
Feministas de la Ciudad de México29, el Instituto de Liderazgo Simone 
de Beauvoir, la red Yo Cuido que encabezó movilizaciones el año 

29   Fueron claves en el proceso de reforma de la Constitución de a Ciudad de México 
para garantizar los derechos individuales y colectivos de las mujeres. Su agenda política 
feminista 2018 establece entre sus puntos la “Creación del Sistema Integral de Cuidados 
y su legislación en estricto apego al artículo 9 de la Constitución Política de la Ciudad de 
México. Garantizando que cuente con personal profesional y especializado con perspectiva 
de género feminista y un enfoque de Derechos Humanos interseccional”. Disponible en: 
https://lasconstituyentescdmx.org/quienes-somos/nuestra-agenda/ 

2019, los sindicatos de trabajadoras del hogar, Red de Cuidados 
de México, cooperativas de cuidado, organismos internacionales30 
y universidades.

En cuanto a las formulaciones teóricas que enmarcan el debate por los 
cuidados en México, la propuesta provienen de la economía feminista 
sobre la sostenibilidad de la vida, formulando el problema de los 
cuidados como Economía del Cuidado (Rodríguez Enríquez, 2015), 
en tanto permitiría desbordar los límites de los conceptos: “trabajo no 
remunerando”, “trabajo doméstico”, trabajo reproductivo” y “trabajo 
de cuidados”, y poner el acento en el trabajo como proceso relacional, 
más allá de su circunscripción a un lugar de producción (CESCDMX, 
2019:17), así instalar los cuidados como un problema público.

2. MARCO NORMATIVO

A nivel internacional, el marco normativo de las políticas de 
cuidado en México se desarrolla al alero de los mandatos sobre 
Derechos Humanos, que se expresan en obligaciones en materia 
de igualdad de género, igualdad laboral, social y económica. Por lo 
cual, adoptando el Objetivo Estratégico de Desarrollo de la ONU, 
una de las metas es alcanzar el reconocimiento y valorización de los 
cuidados y del trabajo doméstico no remunerando. (OD.5. Meta 5.4), 
a través de la garantización de derechos que implican obligaciones 
para los Estados “…por un lado, la promoción de una oferta de 
cuidado, pero también la universalización de las responsabilidades, 
tareas y asignación de los recursos necesarios para realizar el 
cuidado”. (CESCDMX, 2019: 3). En efecto, la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 4 indica que “La mujer 
y el hombre son iguales ante la ley. Ésta protegerá la organización 
y el desarrollo de la familia”, principio que tiene mayor desarrollo 
y amplitud en otros Estados, como la Ciudad de que señala que 
“…garantiza la igualdad sustantiva entre todas las personas sin 
distinción por cualquiera de las condiciones de diversidad humana…” 
(Art. 4 letra C), regulando los derechos de las familias (Art. 6, D) 
después del derecho a la autodeterminación personal, a la integridad 
y a la identidad (Art. 6. A, B y C):

	»Se reconoce a las familias la más amplia 
protección, en su ámbito individual y colectivo, 
así como su aporte en la construcción y bienestar 
de la sociedad por su contribución al cuidado, 
formación, desarrollo y transmisión de saberes 
para la vida, valores culturales, éticos y sociales… 
Todas las estructuras, manifestaciones y formas 
de comunidad familiar son reconocidas en 
igualdad de derechos, protegidas integralmente 
por la ley y apoyadas en sus tareas de cuidado.

Diversas Convenciones sobre derechos de grupos específicos de la 
población, como son niñas, niños y adolescentes, personas adultas 
mayores y personas con discapacidad, concretizan qué significa 

30   Como ONU Mujeres, CEPAL, OIT y OXFAM.
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el derecho al cuidado en diversas etapas y situaciones de vida, y 
se traducen en leyes específicas en México, como: la Ley General 
de Prestación de Servicios para la Atención; Cuidado y Desarrollo 
Integral Infantil; Ley para la Protección de los derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes; Ley de los derechos de las Personas Adultas 
Mayores; Ley Federal del Trabajo y Ley del Seguro Social, sobre 
guarderías y prestaciones sociales. Cabe puntualizar que, en la 
conceptualización mexicana, se hablará de grupos de atención 
prioritaria y/o población dependiente.

	»Constitucionalización del Derecho al Cuidado en la 
Ciudad de México:

La Ciudad de México es el único estado que garantiza el derecho al 
cuidado y su provisión a través de un sistema de cuidados. El artículo 
9 de la Constitución, bajo el título de “ciudad solidaria” estipula:

	»Toda persona tiene derecho al cuidado que 
sustente su vida y le otorgue los elementos 
materiales y simbólicos para vivir en sociedad 
a lo largo de toda su vida. Las autoridades 
establecerán un sistema de cuidados que preste 
servicios públicos universales, accesibles, 
pertinentes, suficientes y de calidad y desarrolle 
políticas públicas. El sistema atenderá de 
manera prioritaria a las personas en situación 
de dependencia por enfermedad, discapacidad, 
ciclo vital, especialmente la infancia y la vejez y 
a quienes, de manera no remunerada, están a 
cargo de su cuidado.

Esto se complementa con otros articulados que estipulan la 
protección efectiva de los derechos de las personas trabajadoras del 
hogar, así como de los cuidadores de enfermos; el reconocimiento 
del trabajo del hogar y de cuidados como generadores de bienes 
y servicios para la producción y reproducción social; la promoción 
de mecanismos de conciliación entre trabajo y familia; la definición 
de los grupos de atención prioritaria; el derecho al tiempo libre; 
los derechos de las mujeres; los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes; los derechos de personas mayores; los derechos 
de personas con discapacidad; y los derechos de personas que 
residen en instituciones de asistencia social.

3. INSTITUCIONALIDAD
México cuenta con organismos y políticas nacionales que dialogan 
y colaboran con las dependencias distritales y municipales, en este 
caso, con la Ciudad de México. En relación con las prestaciones y 
servicios sociales, el principal ente es el Sistema Nacional para el 
Desarrollo Integral de la Familia (DIF) creado en 1977, que coordina el 
Sistema Nacional de Asistencia Social Pública y Privada en favor de 
personas en condición de vulnerabilidad en alguna etapa de su vida.

Específicamente sobre la Ciudad de México, como distrito federal, 
está a cargo de una jefa de Gobierno y un gabinete conformado 
por Secretarías, siendo la administración pública local centralizada 

y paraestatal. (Art. 33). Actualmente si bien hay un mandato 
constitucional que garantiza el derecho al cuidado, no existe un 
sistema integral de cuidados, sino que servicios públicos que otorgan 
cuidados desde diversos organismos institucionales, principalmente 
salud, educación, alimentación, empleo, infancia, etc. En dicho 
esquema juega un rol medular la Secretaría de Desarrollo Social que 
fue creada el año 1998 como parte de uno de los primeros procesos 
de reorganización administrativa de la política social, siendo en la 
actualidad (SIDESO, 2020) “la instancia del gobierno de la Ciudad, 
que coordina, ejecuta y evalúa las políticas, programas y acciones 
en materia de desarrollo social, para impulsar la universalidad, 
fortalecer las instituciones sociales, mejorar la calidad de los 
servicios, ampliar su cobertura y establecer la gratuidad” (Rico & 
Nieves, 2017:163). Tiene a su cargo organismos como el Instituto 
para la Atención de los Adultos Mayores (IAAM), el Sistema para el 
Desarrollo Integral de la Familia (DIF), el Instituto de las Personas 
con Discapacidad (INDEPEDI) y el Instituto de las Mujeres creado 
el año 2000 (INMUJERES), actualmente Secretaría de las Mujeres.

El año 2014 se creó una Comisión de la Economía del Cuidado e 
Igualdad Laboral (CECILA), como organismo de coordinación entre 
instituciones y actualmente -tras el cambio constitucional- funciona 
una Comisión Económica del Cuidado, Consejo Económico y Social 
de la Ciudad de México (CESCDMX) que formuló y presentó el año 
2019 una “Propuesta de creación del Sistema de Cuidados de la 
Ciudad de México y marco normativo” que se revisará a continuación. 
También destaca la Secretaria de Trabajo y Fomento al Empleo 
que ya ha convocado a dos versiones del Foro Internacional de 
Economía del Cuidado e Igualdad Laboral en la Ciudad de México.

	»i.- Principios y objetivos:

La propuesta de Sistema Integral de Cuidados conceptualiza como 
cuidado a “el conjunto de actividades encaminadas a garantizar la 
reproducción cotidiana de las condiciones de vida que permiten a las 
personas alimentarse, educarse, estar sanas y vivir en un hábitat 
propicio, abarca tanto el cuidado material que implica un trabajo, 
como el cuidado psicológico que implica un vínculo afectivo y con 
valor económico.”(CESCDMX, 2019:91), esto en consonancia con 
la definición de economía de cuidado de Batthyany (2015).

De ahí que el objetivo general del sistema sea “Garantizar el 
derecho de las personas a cuidarse, cuidar y ser cuidadas mediante 
servicios y políticas públicas que promuevan la corresponsabilidad 
social (Estado-mercado-comunidades-familias) y de género.” 
CESCDMX, 2019: 52), a su vez que permita reconocer las tareas 
de cuidado remunerado y no remunerando. Para esto, adopta los 
siguientes principios para la actuación de servicios públicos de 
cuidado: igualdad; equidad en el reparto de tareas, para compensar 
situaciones de desventaja; equidad en los servicios de cuidado, para 
evitar brechas entre servicios del Estado, el mercado y la comunidad; 
accesibilidad, que implica no discriminación física, accesibilidad 
física, económica y acceso a la información; disponibilidad de los 
servicios; universalidad de los servicios que consiste en amplia 
cobertura, similar calidad y acceso sin discriminación; calidad de los 
servicios desde el punto de vista científico, médico y psicológico; 
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solidaridad para la distribución de cuidados entre todos los actores 
de la sociedad; corresponsabilidad; progresividad; autonomía 
para que las personas puedan formular sus propios planes de 
vida en cooperación equitativa con otros; transparencia; rendición 
de cuentas; interculturalidad; transversalidad de la perspectiva 
de género; transversalidad del enfoque de derechos humanos; 
coordinación y cooperación institucional.

	»ii.- Estructura:

Se propone que el sistema esté conformado por el conjunto de 
servicios públicos universales, accesibles, pertinentes, suficientes 
y de calidad, así́ como por el desarrollo de programas y políticas 
publicas tendientes a garantizar el derecho a cuidar, cuidarse y ser 
cuidado. Se estructurará a partir de un Consejo Coordinador con 
composición plural que incluya representantes del sector público 
(secretarías de gobierno, institutos, diputados), social (sindical y 
sociedad civil), privado (sector empresarial) y académico; teniendo 
la presidencia del Consejo la Jefatura de Gobierno. El órgano tendrá 
autonomía técnica y financiera y sus decisiones serán vinculantes 
para las entidades de la Administración Pública. A su vez, el Consejo 
Coordinador contará con una Secretaría Ejecutiva que autoriza la 
implementación de las acciones específicas del Sistema, subdividida 
en direcciones como se indica en el esquema, cuya presidencia 
ejercerá el o la titular de la Secretaría de Trabajo y Empleo y, se 
conformará una Secretaría Técnica que funcionará como brazo 
operativo del Consejo.

CONSEJO COORDINADOR DEL SISTEMA
(Junta Central y Grupo de Gestión)

Consejo Asesor 
y Técnica del 
Sistema

Secretaría 
Ejecutiva

Secretaría 
Técnica

Dirección de 
Politicas Públicas

Dirección Jurídica

Dirección Dministrativa

Dirección de Vinculación 
y Articulación

Dirección de 
Investigación y Gestión 

del Conocimiento

Dirección de Planeación  
y Evaluación

Dirección de 
Comunicación y Difusión

(Fuente: CESCDMX, 2019)

a.	 Propuestas en el nuevo sistema:

Para la formulación de la propuesta de Sistema Integral de 
Cuidados se realizó un diagnóstico y catastro que incorporó 
servicios, acciones y programas públicos que contribuyen 
a los cuidados y que podrían transformarse en vías de 
implementación del sistema, categorizándolas en: Servicios 
que contribuyen al cuidado de personas en situación de 
dependencia, Servicios de alimentación para personas en 
situación de pobreza, Acciones para la autonomía de la población 
en situación de dependencia, Acciones para el reconocimiento 
de los trabajos de cuidado, Acciones de formación de personas 
cuidadoras, Acciones para la transformación de cultura laboral, 
Acciones para promover la corresponsabilidad de los cuidados 
y Acciones para el empoderamiento de personas cuidadoras 
(CESCDMX, 2019: 25); destacándose fortalezas y debilidades 
que en suma ilustran una base potencial para el sistema, que 
deben ser evaluadas con perspectiva de género, enfoque de 
derechos humanos y corresponsabilidad social de los cuidados.

En cuanto al marco conceptual para el análisis, la propuesta 
de sistema adopta la categorización de políticas de cuidados 
de Rodríguez (CESCDMX, 2019: 11), que considera desplegar 
iniciativas para: 1.- El desarrollo de recursos y estructuras 
sociales que permitan el cuidado y la atención de las personas 
dependientes, 2.- La reorganización de los tiempos y espacios 
de trabajo, 3.- Liberalización del tiempo de las mujeres que 
cuidan, 4.- Acciones para las personas cuidadora que no laboran 
en empleos fuera del hogar, 5.- Establecimiento de medidas 
en las organizaciones laborales, y 6.- La modificación de los 
roles tradicionales de género en torno a las responsabilidades 
y tareas en las familias, hogares y el trabajo.

En relación al objetivo general del Sistema de Cuidados, se 
propone iniciar su concreción a través mecanismos de gestión 
e incidencia, para reorganizar la ciudad de tal forma que las 
personas tengan tiempo para cuidar, ser cuidadas y cuidarse 
-como políticas de gestión urbana, territorial, transporte, 
vivienda, movilidad, entre otras- y en mecanismos de 
coordinación e implementación, a través de 5 componentes 
(como servicios de cuidados), con sus correspondientes líneas 
de acción que dan paso a diversas políticas para implementar 
un Plan de Cuidados:

	» Sigue en la página siguiente
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OBJETIVO ESPECÍFICO VERTIENTE COMPONENTES LINEAMIENTOS

1.-Promover la incorporación del enfoque de 
cuidado en todas las políticas publicas del 
gobierno de la Ciudad de México 

Gestión Mecanismo de Gestión 
e incidencia para 
reorganizar la ciudad.

*Elaboración de políticas de gestión urbana, territorial, transporte, vivienda, 
movilidad, entre otras para que las personas tengan tiempo para cuidar, ser 
cuidadas y cuidarse.

2.-Promover los cambios normativos y 
regulatorios que permitan que en la CDMX se 
reconozca del valor social de las labores de 
cuidado y se garantice el pleno ejercicio del 
derecho de las personas a cuidarse, cuidar y 
ser cuidadas. 

Coordinación e 
implementación

Cambios normativos y 
regulatorios

*Elaboración de iniciativas legislativas;

*Regulación de los servicios públicos, privados y comunitarios, que implica la 
emisión de lineamientos desde el enfoque de género, la interculturalidad, los 
derechos humanos y la sostenibilidad;

*Generación de cambios en la normativa que regula los programas sociales, 
buscando eliminar enfoques maternalistas, heteronormativos y asistencialistas.

3.- Coordinar el despliegue de políticas 
publicas orientadas a transformar los 
mandatos de género que fortalecen y 
reproducen la feminización de los cuidados. 

Coordinación e 
implementación

Cambios culturales *Realización de estudios sobre las necesidades de las personas, desarrollo de 
procesos educativos, estrategias comunicacionales y de difusión, formación y 
capacitación para fortalecer capacidades para reconocer y valorar el trabajo de 
cuidados a través de organizaciones con despliegue territorial, entre otras.

4.- Diseñar, coordinar y evaluar políticas 
publicas para que la población con 
necesidades de cuidado cuente con 
servicios (públicos, privados y comunitarios) 
accesibles, pertinentes, suficientes y de 
calidad, al tiempo que se garantice que los 
servicios de cuidado se diseñen, operen 
y evalúen con perspectiva de género y 
derechos humanos. 

Coordinación e 
implementación

Servicios de cuidado *Realización de un diagnóstico preliminar sobre servicios de cuidados 
existentes, población destinataria prioritaria y servicios que requieren en 
formato de mapeo territorial;

*Diseñar un programa de cuidados que incluya un sistema de seguimiento 
y evaluación de los resultados, una estrategia de comunicación y difusión, 
esquemas de cofinanciamiento con el gobierno y otros organismos, entre otras.

5.- Diseñar, coordinar y evaluar políticas 
publicas que garanticen que las personas 
que realizan trabajo de cuidados en la 
CDMX puedan ejercer plenamente todos sus 
derechos. 

Coordinación e 
implementación

Igualdad en el trabajo 
y Derechos de las 
personas cuidadoras 

Igualdad en el trabajo:

*Acciones de secuencia o alternancia que alternen el trabajo no remunerado 
realizado en las familias con el trabajo remunerado realizado en el mercado 
laboral, por ejemplo a través de: esquemas de horarios flexibles (turnos, 
combinación de la jornada de trabajo en oficina y hogar, compactar jornada, 
teletrabajo); el establecimiento de permisos especiales, el establecimiento de 
licencias especiales, acciones afirmativas como las ubicación de trabajadoras 
en sedes cercanas al domicilio, sanciones a empresas que incumplan, entre 
otras.

*Acciones de tipo derivativo que buscan trasladar las tareas de cuidado 
realizadas en las familias, al mercado de los servicios públicos como: servicios 
de cuidado infantil, convenios sindicales para transporte escolar y convenios de 
descuentos en servicios privados de cuidados.

*Acciones de reorganización de roles que buscan impulsar transformaciones en 
el mercado laboral como: campañas comunicacionales, aplicación de licencias 
de paternidad y permisos de cuidado paterno.

*Revaluar los trabajos de cuidado en el mercado laboral a través de: la 
formalización y revaloración del trabajo doméstico, dignificar los trabajos de 
cuidado en el sector privado, el fomento de cooperativas y redes para el cuidado 
de personas.

Derechos de las personas cuidadoras:

*Diseñar y actualizar el padrón de personas dedicadas al trabajo de cuidados;

*Desvincular prestaciones sociales de la estructura del trabajo formal;

*Desarrollar programas de capacitación y captación laboral y políticas de 
inserción laboral acordes a las necesidades de la población;

*Desarrollar servicios de contención recreación y ocio vinculadas a las labores 
de las trabajadoras de cuidado;

*Establecer mecanismos de denuncia y sanción ante la violación de los 
derechos.
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4. POLÍTICAS DE CUIDADO

Se presenta una revisión de las principales políticas sociales 
de la Ciudad de México, que dicen relación con los cuidados de 
manera desarticulada a partir de servicios públicos y programas, 
que del 2016 a la fecha se han ido organizando a través de 
sistemas. Posteriormente, se presentan las políticas de cuidado 
a ser desplegadas en el marco de la propuesta de creación de 
un Sistema Integral de Cuidados. En términos de presupuesto, 
los recursos son en su mayoría de orden federal y representan 
sólo un 6,3% del presupuesto total de la Ciudad de México 
(STYFE, 2018: 68-69), en cuanto al presupuesto del Sistema 
Integral de Cuidados, hasta el 2021, había sido aprobado sin 
incluir presupuesto.

b.	 Políticas de cuidado en políticas sociales, programas y 
servicios públicos:

Para abordar las políticas de cuidado en México, es preciso 
constatar que los servicios públicos han sufrido en las últimas 
décadas transformaciones, con un debilitamiento progresivo, 
en un contexto de recortes presupuestales y privatización 
donde priman políticas orientadas a la disminución de la 
desigualdad social y la pobreza. A su vez, son las alcaldías 
de los respectivos estados, los principales entes a cargo de 
la provisión de servicios públicos, como parte de un proceso 
de desconcentración iniciado en 1998 que ha implicado la 
creación de nuevas instituciones. En términos de la población 
destinataria de cuidados, las políticas se enfocan principalmente 
en el cuidado de personas dependientes, ya sea por ciclo de 
vida o por enfermedad, tratándose principalmente de políticas 
para el cuidado de niñas, niños, personas adultas mayores y 
personas con alguna discapacidad invalidante.

El período observado corresponde a 1998 a la fecha, que 
coincide con los procesos de transformación institucional 
en las políticas sociales del distrito federal, identificándose 
momentos de focalización por vulnerabilidad o territorialidad, 
de universalización y de focalización por mérito31; con un 
cambio de foco hacia el capital humano y a la incorporación 
del enfoque de derechos. Tras el proceso constituyente del 
año 2017, hubo un viraje desde la perspectiva del ‘desarrollo 
social’ a la de ‘bienestar’, planteándose la construcción de 
un “Sistema de Bienestar”, basado en la garantización de 
derechos universales (SIDESO, 2020:76), que ha implicado la 
disminución de programas sociales para reducir la dispersión 
e incrementar la eficiencia (SEDESO, 2020: 107).

31  	  Se trata de programas de educación basados en la Teoría del Capital Humano 
y de la elección racional, como “Niños Talento”, que se mantuvo hasta el año 2018.

4.1 POLÍTICAS DE PROTECCIÓN A LA 
MATERNIDAD Y DE CONCILIACIÓN TRABAJO-
FAMILIA

Como en el resto de la región, priman políticas de conciliación 
entre la vida laboral y la familiar, con enfoque maternista. Si 
bien México no ha ratificado el Convenio 156 de la OIT sobre 
trabajadores con responsabilidades familiares, ni el Convenio 
183 sobre la protección de la maternidad, la regulación laboral 
contempla permisos de maternidad y paternidad, permisos de 
lactancia y modalidades de trabajo. La Ley Federal del Trabajo 
establece que “el trabajo es un derecho y un deber social. No 
es artículo de comercio”, y se refiere específicamente al trabajo 
de las mujeres, estipulando los derechos a pre y post natal de 
doce meses, con remuneración completa a cargo del empleador 
si posee cotizaciones al día32, el acceso a servicios de guardería 
infantil y el derecho a la lactancia de 1 hora. En relación a la 
paternidad, desde el 2013 se dispone de una licencia de 15 
días con goce de sueldo (modificación al Art.21 Ley de Igualdad 
Sustantiva entre Mujeres y Hombres), encontrándose en la 
legislatura una propuesta de ampliación a 45 días, buscando 
adoptar los estándares OCDE33. Estas medidas se aplican para 
el nacimiento o adopción de un infante y en el contexto de 
concepción heteronormada de familia. En definitiva, no han 
existido medidas para conciliar con corresponsabilidad social 
y se ha sostenido que “la enorme diferencia entre el permiso 
de maternidad y paternidad provoca un desequilibrio en el 
ámbito privado y público de las mujeres y los hombres, pues 
aparta a los hombres de las funciones del cuidado y penaliza 
a las mujeres en el empleo.” (Uribe & Ibarra, 2019: 178) Cabe 
señalar que los cambios en los permisos de paternidad y 
maternidad afectan principalmente a empleados públicos 
(Pérez, 2019: 23).

Por otro lado, la Norma Mexicana NMX-R-025-SCFI-2015 
dispone de una certificación para los lugares de trabajo 
públicos, privados y sociales que cuenten con medidas para 
la igualdad laboral y la no discriminación. Entre sus ejes se 
encuentra el realizar acciones de corresponsabilidad laboral, 
familiar y personal de sus trabajadoras y trabajadores, 
además de garantizar la igualdad salarial, proponiéndose 
como medidas: realizar un diagnóstico de detección de 
necesidades de cuidados específicos del personal, el cambio 
de horario por tiempo limitado, licencias de cuidado de personas 
enfermas, la promoción la parentalidad, la promoción de la 
corresponsabilidad entre mujeres y hombres en el trabajo 
doméstico no remunerado y el cuidado de hijas/os, la 
implementación de jornadas diferidas y flexibilización de 
horarios, entre otras.34

32  	  Si carece de cotizaciones al día, la trabajara tiene derecho a que el empleador 
cubra 1/3 de la prestación.

33  	  El promedio OCDE corresponde a 8,1 semanas.

34  	  Profundizar en: https://www.gob.mx/inmujeres/acciones-y-programas/
norma-mexicana-nmx-r-025-scfi-2015-en-igualdad-laboral-y-no-discriminacion 
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4.2 POLÍTICAS DE CUIDADO PARA PERSONAS 
EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA Y 
CUIDADORAS/ES

Se pueden apreciar políticas de transferencia económica, 
acceso a servicios y habilitación de espacios, las que se 
clasifican de acuerdo al grupo destinatario: infancia, vejez, 
discapacidad, personas que cuidan. La mayoría de las medidas 
no desfamiliarizan los cuidados, pero permiten el acceso a 
servicios de cuidados.

	»Cuidados en la infancia

Diversos organismos federales y locales disponen de servicios 
para la primera infancia, la que se identifica como una etapa de 
alta dependencia, sin embargo, prima el cuidado realizado por 
mujeres madres que no trabajan remuneradamente (Consejo de 
Evaluación del Desarrollo Social de la Ciudad de México, 2020 :74), 
las que no hacen uso de estos servicios. Los servicios federales 
y estatales usualmente tienen horarios poco compatibles con 
las jornadas laborales, mientras que los servicios de seguridad 
social, tienen baja cobertura (Samaniego & Ochoa, 2009). Así 
encontramos Guarderías del Instituto Mexicano del Seguro Social 
(IMSS); Estancias para el Bienestar y Desarrollo Infantil (EBDI) del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado (ISSSTE); Estancias Infantiles para Apoyar a Madres 
Trabajadoras, de la Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL); 
Centros Asistenciales de Desarrollo Infantil del Sistema Nacional 
para el Desarrollo Integral de la Familia (SNDIF); y Centros de 
Asistencia Infantil Comunitarios del Sistema Nacional para el 
Desarrollo Integral de la Familia (SNDIF). Este último opera en 
lo local, a través de La Cartilla de primera infancia, así como a 
través de los Centros de Desarrollo Infantil (CADIS) que están 
destinados al cuidado de hijas e hijos de madres trabajadoras, 
madres solas estudiantes o padres en custodia, de 6 meses a 5 
años y 11 meses y que cuenten o no con prestaciones sociales, 
lo que le diferencia de los otros programas orientados a las 
madres con trabajos remunerados. Actualmente el programa 
se encuentra en un proceso de ampliación de la matrícula e 
instalación de la gratuidad bajo el Sistema Inicial de Educación 
(SEP) de la Ciudad, como factor relevante para el sistema de 
cuidados (STYFE, 2018: 87).

En la etapa escolar, destaca el programa nacional de Escuelas 
a Tiempo Completo del SEP, el programa SaludArte creado el 
año 2013, dependiente de la Secretaría de Educación, que se 
centra en la educación en nutrición, arte y actividad física, para 
el cambio de hábitos alimentarios en la educación básica en las 
escuelas públicas35, entre otros.

También podemos identificar programas de alimentación (OIT-
PNUD, 2009) enfocados en los sectores más vulnerables, con 

35  	  Profundizar la propuesta en: http://data.educacion.cdmx.gob.mx/saludarte/
nutricion/nutricion_cuidados.html 

un abordaje asistencial hasta el 2018, que no consideraba las 
desigualdades estructurales en el acceso a la alimentación ( 
(STYFE, 2018):138). Encontramos los comedores públicos, la 
entrega de despensas, la Asistencia social para niñas, niños y 
adolescentes en situación de desamparo, Asistencia alimentaria 
en centros asistenciales como las Casas Hogar, entre otras, 
dependientes del Sistema para el Desarrollo Integral de la 
Familia. Desde el año 2019 se redujeron programas de carácter 
clientelar y fusionaron algunos como el Programa Comedores 
Sociales a partir de los Comedores Comunitarios y los Comedores 
Públicos. Otro programa que se ha mantenido en el tiempo es 
el de Desayunos Escolares, que se señala que contribuye “a 
relajar la carga de trabajo para las personas cuidadoras, sobre 
todo en el tiempo de preparación y compra de los alimentos” 
(STYFE, 2018: 226).

Un programa nacional que destaca es el Seguros de vida para 
jefas de familia36, que busca garantizar los derechos a niñas, 
niños y adolescentes en orfandad materna a través del acceso 
a recursos económicos. El programa operó como tal hasta el 
año 2020, incorporándose posteriormente al Programa para 
el Bienestar de Niñas y Niños, Hijos de Madres Trabajadoras 
que busca “Contribuir al bienestar social e igualdad mediante 
el mejoramiento de las condiciones de acceso y permanencia 
en el mercado laboral de las madres, padres solos o tutores 
que trabajan, buscan empleo o estudian para que cuenten con 
facilidades para encargarse del cuidado y atención infantil.”37

A partir de la Ley de los Derechos de las Niñas, Niños y 
Adolescentes de la Ciudad de México (LDNNACDMX) se crea 
el año 2016 el Sistema Integral de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes (SPINNA) que alinea y transversaliza las 
políticas públicas al respecto.

	»Cuidados en la vejez

Las políticas sociales destinadas a las y los adultos mayores 
tienen un énfasis médico, focalizando en relación a la pobreza y 
vulnerabilidad. El año 1996 se conforma la “Alianza a favor de la 
tercera edad” que realizó un diagnóstico sobre las necesidades 
y programas existentes, levantando recomendaciones 
para la Ciudad de México que incluía la creación de un ente 
coordinador. El año 2007 se creó a nivel nacional el Instituto 
para la Atención de Adultos Mayores (INAPI) sin incorporar 
funcionarios o presupuestos, sino con fines de reconocimiento 
y de permanencia de los programas para personas mayores 
(Huenchuan, 2016: 82), actualmente INAPAM. Destaca por 
su cobertura y presupuesto el Programa Pensión Universal 
para Adultos Mayores como una transferencia económica 

36   Disponible en: https://www.gob.mx/bienestar/acciones-y-programas/seguro-de-
vida-para-jefas-de-familia

37  	  Disponible en: https://www.gob.mx/bienestar/acciones-y-programas/
programa-de-apoyo-para-el-bienestar-de-las-ninas-y-ninos-hijos-de-madres-
trabajadoras-203284 
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bimensual, que se remonta a las políticas de focalización de 
los años dos mil, y que se mantiene hasta la actualidad con un 
cambio de orientación hacia la universalidad, como pensión 
para el bienestar de las personas adultas38. En la misma línea 
se encuentra La Pensión Alimentaria para Personas Adultas 
Mayores de 68 años, que es una transferencia económica 
mensual para residentes de la Ciudad de México, que en más 
de dos décadas de implementación, “ha crecido en materia 
de institucionalidad, cantidad de titulares derechohabientes, 
recursos y cobertura de derechos conexos al de la alimentación” 
(Huenchuan, 2016:88). Otras políticas que remontan al mismo 
periodo son el programa de Apoyo Alimentario, Atención 
Médica y Medicamentos Gratuitos para Adultos Mayores de 
70 Años Residentes en el Distrito Federal, que hacia el año 
2001 dependían de la Secretaría de Salud.

A cargo del Instituto para la Atención de Adultos Mayores 
(IAMM), que es el órgano gubernamental en la Ciudad de 
México, existen los Centros de Día para personas adultas 
mayores, enfocados en la recreación y la atención geriátrica 
como “Secuoya”39 y los Albergues, como estancias permanentes 
que prestan atención médica, rehabilitación física y estimulación 
cognitiva. Por su parte, la red de servicios para personas 
mayores depende de la Secretaría de Inclusión y Bienestar 
Social de la Ciudad de México contando con: Espacios de 
atención para el Envejecimiento Digno (INED, Círculos de 
Aprendizaje y Socialización de Saberes (CASSA), Centro 
Formación Integral para Personas Mayores (CEFI), entre otros40.

En enero de 2021 entró en vigor la Ley de Reconocimiento de 
los Derechos de las Personas Mayores y del Sistema Integral 
para su Atención de la Ciudad de México que dispone de amplios 
derechos como la independencia y autonomía (Art. 15), el 
derecho a vivir con dignidad (Art. 13) y el derecho a recibir 
servicios de cuidado a largo plazo (Art. 29) a las personas 
mayores de 60 años, para lo que se estipula la creación de un 
sistema que articule y permita el acceso progresivo de estas 
personas a servicios de cuidados, asistencia domiciliaria, 
residencial, asistencia personal y otros servicios de apoyo de 
la comunidad para garantizar los derechos. Además, la ley 
crea el Instituto para el Envejecimiento Digno.

	»Cuidados para personas con discapacidad o alto 
nivel de dependencia

La Ley para la Integración al Desarrollo de las Personas con 
Discapacidad del Distrito Federal de 2010, crea al Instituto para 
la Integración al Desarrollo de las personas con Discapacidad 

38  	  Disponible en: https://www.gob.mx/pensionpersonasadultasmayores 

39  	  Es un Centro de día especializado en la atención integral e interdisciplinaria 
para los adultos que buscan y requieren actividades orientadas a la estimulación cognitiva, 
de memoria, de ánimo y terapias físicas. Revisar en: https://secuoya.com.mx/ 

40  	  Profundizar en: https://sibiso.cdmx.gob.mx/red-de-servicios-para-personas-
mayores 

(INDEPEDI)41, coordinando y orientando las políticas de 
protección social que dependen de diferentes organismos 
de la Ciudad de México, como del Sistema Nacional para el 
Desarrollo Integral de la familia y de la Secretaría de Salud, con 
un enfoque de inclusión. Se tratan de medidas de transferencia 
monetaria como el Apoyo Económico para Personas con 
Discapacidad, apoyos en especies, entrega de despensas; 
garantización de derechos como la educación y el derecho al 
trabajo a través de estrategias de Inclusión Laboral; acceso a 
servicios como centros especializados de cuidados, Unidades 
Básicas de Rehabilitación para personas con discapacidad 
permanente, el programa Médico en tu casa y a casas hogar 
como la Atención en casa hogar a personas con discapacidad 
permanente en estado de abandono u orfandad. En esta última, 
a cargo de INDEPEDI, dispone de alojamiento, alimentación, 
vestido, atención médica, actividades educativas y recreativas, 
apoyo psicológico, jurídico y de trabajo social.

	»Cuidados para las y los cuidadores

Se trata mayoritariamente de medidas para apoyar el trabajo 
de las personas que realizan trabajos de cuidado, tanto desde 
la perspectiva de la formación, de alcanzar la autonomía 
económica en el caso de las mujeres y de asegurar derechos 
laborales a las y los trabajadores domésticos. Dentro de las 
acciones de formación para personas cuidadoras, asociada al 
programa de Pensión Alimentaria para Adultos Mayores, se 
encuentra un proceso de capacitación a personas cuidadoras, 
en su mayoría familiares mujeres, a cargo de la Secretaría de 
Desarrollo Social (SEDESO). Como respuesta a información que 
se empezó a levantar desde el año 2005 con la aplicación del 
“Cuestionario del Cuidador” y con la encuesta de percepción 
entre los derechohabientes de la Pensión Alimentaria de 2018. 
Actualmente se encuentran disponibles los cursos del Programa 
de apoyo a cuidadores informales de personas envejecidas42.

A nivel local, el Programa Social Sistema Público de Cuidados 
e de la Alcaldía de Iztapalapa43 que consiste en un apoyo 
económico a personas cuidadoras y formación a personas 
cuidadoras, que tiene por objeto contribuir al desarrollo de 
un Sistema Público de Cuidados en la Alcaldía Iztapalapa, 
mediante la ejecución de acciones y programas dirigidos a 
personas cuidadoras que atiendan a personas con discapacidad 
y adultos mayores en situación de dependencia, identifique 
sus áreas de oportunidad, ofrezca propuestas de articulación 
e incorporación del cuidado con corresponsabilidad. Este 
programa se replica con sus propias particularidades en otras 
alcaldías, ya que tiene la finalidad de iniciar la construcción 

41  	  Profundizar en los múltiples programas en: http://data.indepedi.cdmx.gob.
mx/proteccion.html 

42  	  Disponibles en: https://www.gob.mx/issste/acciones-y-programas/curso-
de-apoyo-para-cuidadores-informales-de-personas-envejecidas 

43  	  Disponible en: http://www.sideso.cdmx.gob.mx/documentos/2021/rops/
alcaldias/iztapalapa/1iztapalapa_rop_sistemapublicodecuidados2021_2901.pdf 
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del Sistema Público de Cuidado desde las alcaldías en base a 
políticas anteriormente desplegadas. En el caso de la Alcaldía 
de Cuauhtémoc, los programas sociales que dan forma al 
Sistema de Cuidados y Derechos Humanos desde el 2019, son 
principalmente apoyos económicos: Apoyo emergente para el 
reconocimiento de las personas cuidadoras y apoyo económico 
a jefas de familia para su inclusión laboral, entre otras.

En relación la autonomía económica de las mujeres, encontramos 
cooperativas44 para construir servicios comunitarios de cuidado, 
las que se especializan según tipo de población, destacando 
algunos casos en materia de cuidado infantil, por ejemplo, 
la Cooperativa “Comunidad infantil Pioneros del Saber”45 
que trabaja articuladamente con otras cooperativas para los 
uniformes, muebles y alimentos. Como parte del Programa 
PILARES, que son espacios de encuentro ciudadano, se 
desarrolla “La Educación para la autonomía económica” a través 
del acceso al trabajo remunerado en igualdad de condiciones, 
capacitando en técnicas, emprendimiento, formación de 
cooperativas, comercialización de productos y servicios. 
Dependiente de la Secretaría de las mujeres, el Seguro contra la 
Violencia Familiar, actualmente Seguro para el fortalecimiento 
de la autonomía de las mujeres en situación de violencia de 
género46, consistente en transferencias económicas, asesoría 
jurídica y psicológica; y el apoyo a las madres solteras.

Sobre las y los trabajadores domésticos, el 2019 se puso 
en funcionamiento un programa piloto47 para incorporarles 
al seguro social a cargo del Instituto Mexicano del Seguro 
Social (IMSS), identificándose entre las dificultades, la carga 
cultural que opera en trabajadoras y empleadores sobre el 
merecimiento de derechos laborales y del reconocimiento 
como trabajadoras. (Picado, 2020:25). A dicha medida precede 
la ratificación del convenio 189 de la OIT sobre Trabajo Decente 
para trabajadoras y trabajadores domésticos el año 2020.

4.3 POLÍTICAS DE CUIDADOS VINCULADAS AL 
DESARROLLO URBANO

Destacan políticas que afectan la autonomía económica de las 
mujeres como el Programa General de Desarrollo del Distrito 
Federal 2013-201848, que estipula el abordaje transversal de 

44  	  Existió un Programas de Apoyo para el Desarrollo de las Sociedades Cooperativas 
en la Ciudad de México dependiente de la Secretaría de Trabajo y Fomento al Empleo, que 
actualmente se denomina Programa de Fomento, constitución y fortalecimiento de las 
empresas sociales y solidarias de la Ciudad de México.

45  	  Ver en: http://www.cooperativas.cdmx.gob.mx/styfe/coop100/cooperativa/
comunidad-infantil-pioneros-saber 

46   La Ciudad de México cuenta con una Red de Información contra la Violencia de la 
Ciudad de México, que otorga cédulas de registro a las mujeres en situación de violencia 
de género para la entrega de apoyos.

47  	  Se puede profundizar en los resultados del análisis del programa en: https://
www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/—-americas/—-ro-lima/—-ilo-mexico/documents/
publication/wcms_764986.pdf 

48  	  Disponible en: https://servidoresx3.finanzas.cdmx.gob.mx/documentos/
ProgGralDesarrollo_2013_2018.pdf 

la perspectiva de género en todas las políticas y programas. 
A su vez que dispone como una de sus líneas de acción el 
“Promover una oferta de cobertura amplia de servicios de 
cuidado de los hijos e hijas de las familias, independiente de la 
inserción laboral de las mujeres y de los hombres.” Y políticas 
de movilidad y transporte, que tienen por fundamento los 
resultados de la Encuesta Origen-Destino49, donde se constató 
que entre el 49% (2007) y el 51% (2017) de los viajes realizados 
en transporte público lo realizaban mujeres, declarando que 
las principales razones de movimiento eran: realizar viajes 
de cuidado para satisfacer necesidades ajenas, comprar, 
realizar trámites, identifica una relación entre dimensiones 
del cuidado y la movilidad. Estudios complementarios además 
profundizan en los numerosos casos de violencia de género 
experimentada en el transporte público y concesionado50, 
junto a la inequidad laboral del sector en la administración 
y planificación de las políticas. De ahí que se desarrollaron 
programas para la movilidad con enfoque de género como el 
Programa Viajemos Seguras del 200851 que incluía módulos 
de atención y denuncia, el programa Atenea de un servicio 
exclusivo de transporte para mujeres, personas de la tercera 
edad y con discapacidad, la separación de hombres y mujeres 
en el metro en los horarios de mayor flujo; El Programa Sendero 
Seguro: Camina Libre, Camina Segura de 201952, entre otros. 
Estos aspectos se plasman en el reciente Plan Estratégico de 
Género y Movilidad 2019 de la Ciudad de México53. Se suma 
la gratuidad del transporte público para adultos mayores y 
personas con discapacidad.

5. BALANCES

Las constantes transformaciones que ha experimentado la 
Ciudad de México en términos de institucionalidades vinculadas 
a los cuidados, junto a los propios organismos nacionales con 
presencia en el distrito federal que no se organizan en virtud 
de un sistema de cuidados, generan un complejo entramado 
de órganos, políticas y programas, aún más, tras la nueva 

49  	  La Encuesta Origen Destino se aplica en diversos países como España, Chile, 
Argentina, Estados Unidos y Colombia. En la Ciudad de México se aplicó los años 1983, 
1994, 2007 y 2017. La versión comentada desde la perspectiva de género está disponible 
en: https://www.semujeres.cdmx.gob.mx/storage/app/media/CDMX_SegurayAmigable/
ForoTransporte/3_Laura%20Ballesteros_SEMOVI.pdf 

50  	  La Encuesta sobre la violencia sexual en el transporte y otros espacios 
públicos en la Ciudad de México aplicada el año 2018 constató que el 88,5% de las mujeres 
encuestadas había sufrido violencia sexual en el transporte o en la calle. Disponible en: 
https://mexico.unwomen.org/es/digiteca/publicaciones/2018/dec-2018/encuesta-
violencia-sexual-transporte-cdmx 

51  	  La evaluación del programa arrojó buenos resultados en cuanto 
a la disminución de la violencia sexual en los vagones, pero dificultades de 
implementación y la necesidad de abordar la violencia al exterior del transporte. 
Profundizar en: https://publications.iadb.org/publications/spanish/document/
Evaluaci%C3%B3n-de-impacto-del-programa-%E2%80%9CViajemos-Seguras-en-el-
Transporte-P%C3%BAblico-en-la-Ciudad-de-M%C3%A9xico%E2%80%9D-Aportes-al-d-
ise%C3%B1o-e-implementaci%C3%B3n-de-pol%C3%ADticas-de-prevenci%C3%B3n-de-la-
violencia-de-g%C3%A9nero-en-espacios-p%C3%BAblicos.pdf 

52  	  Ver en: https://www.obras.cdmx.gob.mx/storage/app/media/45-presentacion-
camina-libre.pdf

53  	  Disponible en: https://semovi.cdmx.gob.mx/storage/app/media/estrategia-
de-genero-140319.pdf 
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Constitución de la Ciudad de México, con la promulgación de 
nuevas leyes se encuentran sistemas en construcción que 
se ejecutan a través de distintas Secretarías e Institutos de 
gobierno.

En relación a la propuesta de Sistema de Cuidados, en sus 
definiciones conceptuales, restringe a las y los cuidadores 
a “personas que de manera no remunerada se encargan de 
asistir o brindar auxilio a aquellas personas que requieren 
de asistencia para realizar las actividades básicas de la vida” 
(CESCDMX, 2019:91), lo que circunscribe los cuidados y 
limita una concepción ampliada de los cuidados. A su vez, 
los instrumentos internacionales enfatizan el problema de 
los cuidados en relación a la reducción de las brechas entre 
hombres y mujeres, para asegurar la igualdad de oportunidades 
y el pleno desarrollo. Sin embargo, opera una tensión sobre 
las concepciones imperantes de un sistema de cuidados, ya 
que la noción de economía del cuidado que proviene de las 
elaboraciones sobre sostenibilidad de la vida buscan eliminar la 
división sexual del trabajo actual, democratizando los cuidados, 
mientras que los énfasis internacionales dominantes acentúan 
roles de género en la búsqueda por superarlos. También, habilita 
un debate sobre la concepción de desarrollo imperante y sobre 
la idea de productividad asociada. En la misma línea, OXFAM 
México sostiene que “si bien constituye en sí misma un gran 
logro, no apunta explícitamente el compartir responsabilidades 
entre Estado, mercado, familia y comunidad, ni tampoco 
incorpora una perspectiva de la sostenibilidad de la vida” 
(2017: 49).

Es relevante problematizar sobre la concepción de género 
que domina, sus posibilidades y limites, por ejemplo, para las 
personas no binarias. Esto impacta en los procesos educativos 
de la población al definir como horizonte la igualdad entre 
hombres y mujeres específicamente. Por otro lado, el enfoque 
de las políticas de cuidado si bien está bajo el principio de 
universalización de derechos, por ejecutarse a través de 
servicios y programas previos, mantienen lógicas subsidiarias 
vinculadas a focalizaciones por pobreza y vulnerabilidad, 
por ejemplo, para el acceso a servicios de cuidado para la 
primera infancia. De todas formas, es limitado el tiempo 
transcurrido desde la construcción del sistema, por lo tanto, 
será preciso observar su consolidación tras la fase de transición, 
que requerirá garantizar un presupuesto permanente y la 
creación de programas de mayor cobertura. Además, tras 
las recolecciones de información, deberán tomarse medidas 
diferenciadas para garantizar del derecho a cuidar, cuidarse y 
ser cuidado de todas las personas, atendiendo a las condiciones 
de los trabajos de cuidado de personas de diferentes edades, 
con pertenencia a algún pueblo indígena o no, habitante de 
una comunidad del norte, centro o del sur, con una posición de 
asalariada en el trabajo u otra posición, con género determinado 
y de acuerdo al nivel de ingresos.

Finalmente, desde la preocupación por desarrollar sistemas de 
cuidado plurinacionales, la propuesta de la Ciudad de México 

se define como un Sistema Integral de Cuidados que no es 
nacional, pues se circunscribe a un Estado del territorio y que 
no incorpora la plurinacionalidad, pues en la constitución, en 
el apartado “Ciudad Pluricultural”, establece el reconocimiento 
de la composición pluricultural, plurilingüe y pluriétnica de 
la Ciudad de México y el derecho a la libre determinación de 
los pueblos y barrios originarios y comunidades indígenas 
residentes (Art.59), su autonomía y desarrollo propio. Por 
ejemplo, sobre el derecho a la salud se señala que “Los pueblos 
y barrios originarios y comunidades indígenas residentes 
tienen derecho a sus prácticas de salud, sanación y medicina 
tradicional, incluida la conservación de sus plantas medicinales, 
animales y minerales de interés vital. Se reconoce a sus médicos 
tradicionales” (Art 19, Letra H). De ahí que serían los propios 
pueblos y comunidades, en diálogo y coordinación con los 
aparatos estatales quienes desarrollen sus organizaciones 
propias de cuidado, como probablemente ya lo realizan.
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1. INTRODUCCIÓN

Chile, al igual que los demás países del continente, está 
atravesando una severa crisis de cuidados, agravada por los 
efectos de la pandemia y su impacto en las desigualdades 
socioeconómicas y sexo genéricas. Esta problemática, que 
se está discutiendo a nivel global, adquiere en Chile ribetes 
particulares dado el ciclo político abierto tras la revuelta popular 
de octubre de 2019 y el proceso constituyente que esta produjo 
y que hoy se encuentra en curso. Estas condiciones, potenciadas 
además por la eclosión del movimiento feminista, han puesto 
a los cuidados como un tema central en la discusión pública. 
La combinación de factores globales, como la pandemia y la 
crisis de los cuidados, así como las particularidades del proceso 
político chileno, abren una valiosa oportunidad para avanzar 
en esta materia no sólo a través de políticas específicas, sino 
de su planteamiento a nivel integral.

Para el caso chileno, donde la mercantilización de los derechos 
sociales y los servicios de cuidado es extremadamente alta, y 
donde las políticas públicas de apoyo a los cuidados no solo 
están focalizadas únicamente en los tramos más vulnerables 
sino que su cobertura territorial es muy baja, la injusta 
organización social del cuidado se convierte en un factor que 
amplifica las desigualdades. Tal como señala la agrupación 
de economistas feministas Cooperativa Desbordada: “En 
Chile, en las últimas décadas se ha observado un creciente 
malestar social producto de las dificultades que enfrentan 
las familias para sostener una vida digna. La falta de servicios 
públicos de calidad, la precarización de los empleos, el masivo 
endeudamiento financiero, el deterioro ambiental, entre otros 
factores, se encadenan de múltiples formas e imposibilitan 
la satisfacción de las necesidades de cuidados que, muchas 
veces, se han incrementado. A su vez, la invariable división 
sexual del trabajo, la precarización permanente de quienes 
cuidan (de forma gratuita o pagada) y los actuales cambios 
demográficos son factores que agudizan esa crisis de cuidados 
(2021:479-480).

En el debate actual sobre cuidados existen diversas actorías: 
organizaciones feministas, asociaciones de cuidadoras, 
sindicatos, centros de investigación, organismos internacionales 
y partidos políticos. Debe destacarse el lugar de organizaciones 
feministas y del movimiento de mujeres, algunas de larga 
existencia, como el Centro de Estudios de la Mujer (CEM) 
o la Red Chilena Contra la Violencia Hacia las Mujeres, que 
vienen desarrollando una perspectiva feminista en torno a los 
cuidados antes de que esta coyuntura generara un escenario 
favorable para su discusión. Más recientemente, Juntas en 
Acción, iniciativa que reúne al CEM y a la Corporación Humanas 
ha presentado una propuesta de principios constituyentes 
feministas en la que ponen al centro los cuidados (Juntas en 
Acción, 2021). También se encuentra aportando al debate la 
Cooperativa Desbordada, desde una perspectiva de economía 
feminista. Distintas organizaciones feministas, entre las que 
destaca la Coordinadora Feminista 8M, también ha puesto 

en su agenda el tema de los cuidados. Esta organización, 
en particular, ha colocado la necesidad de dar carácter 
plurinacional al sistema de cuidados que se organice en Chile. 
Existen también organizaciones de cuidadores y cuidadoras 
como Yo Cuido, asociación que ha tenido protagonismo en la 
propuesta de leyes como la Ley SANNA y que hoy cuenta con 
una representante en la Convención Constitucional. Desde el 
campo de las y los trabajadores también se han levantado 
posiciones respecto a los cuidados a través de sindicatos y 
asociaciones, como aquellas presentadas por la ISP en Chile 
en su documento Servicios públicos de calidad: ideas para 
una nueva Constitución en Chile. Esta diversidad de voces es 
una de las fortalezas con las que Chile cuenta para enfrentar 
el debate en torno a los cuidados en el debate constituyente 
y también en el plano de las discusiones que se darán en 
materia presidencial.

2. MARCO NORMATIVO

Chile no cuenta con una normativa unificada que regule 
los servicios de cuidado de manera integral. Sin embargo, 
cuenta con organismos y políticas reguladas por ley. Durante 
el gobierno de Ricardo Lagos se realizaron dos reformas 
importantes desde el punto de vista de la protección social. 
En el año 2004, mediante la Ley N° 19.94954 se crea el sistema 
Chile Solidario, enfocado en las familias más vulnerables. Ese 
mismo año se realiza la reforma al sistema de salud que crea la 
Atención Universal de Garantías Explícitas (AUGE) mediante la 
Ley N° 19.96655. En el primer gobierno de Michelle Bachelet se 
crea el Sistema Intersectorial de Protección Social por medio de 
la Ley N° 20379 del año 2009. Este Sistema busca instalar en 
Chile un modelo de gestión articulada de las distintas acciones 
y prestaciones sociales ejecutadas por organismos del Estado 
otorgando al Ministerio de Planificación (hoy Ministerio de 
Desarrollo Social y Familia) un rol coordinador del conjunto. 
El año 2015 se crea el Subsistema Nacional de Apoyos y 
Cuidados con intervenciones focalizadas en la población con 
dependencia moderada y severa del 60% de la población de 
menores ingresos, pero sin una legislación específica que norme 
este subsistema. El mismo año se aprueba el Decreto 22 que 
crea y regula el Registro Social de Hogares, instrumento de 
caracterización socioeconómica de la población que reemplazó 
a la Ficha de Protección social 56

Existen normativas específicas relativas a población en 
situación de dependencia. En materia de vejez, un hito 
ha sido la promulgación de la Ley N°19.82857 que crea el 
Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA), servicio público 
descentralizado que tiene como misión promover y contribuir 

54  	 Disponibles en: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=226081 

55  	 Disponibles en: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=229834 

56  	 Disponibles en: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1084161 

57  	  D i s p o n i b l e s  e n :  h t t p s : / / w w w . b c n . c l / l e y c h i l e /
navegar?idNorma=202950&idVersion=2019-03-01&idParte= 
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a un envejecimiento positivo, mediante la implementación 
de políticas, programas, articulación intersectorial y alianzas 
público-privadas. La creación de este servicio y la elaboración 
de la Política de envejecimiento positivo, han sido pasos 
importantes. El año 2008 se aprueba la reforma previsional 
que establece un Pilar Solidario del Sistema de pensiones y 
el bono por hijo para las mujeres. Asimismo, en 2015 Chile 
suscribió la Convención Interamericana sobre la Protección de 
los Derechos Humanos de las Personas Mayores, ratificándola 
en 2017. En lo que se refiere a infancia, en el año 2007 se crea 
el Subsistema de Protección Integral a la Infancia Chile Crece 
Contigo, que se institucionaliza en el año 2009 a través de la Ley 
N° 20379. En el año 2018, en el marco de la implementación del 
Acuerdo Nacional por la Infancia58, se crea la Subsecretaría de 
la Niñez al interior del Ministerio de Desarrollo Social y Familia 
mediante la Ley N° 21090 59 y en enero de 2021 se promulgó 
la ley N°21.302 que crea el Servicio Nacional de Protección 
Especializada a la Niñez y Adolescencia “Mejor Niñez” que 
reemplazará al Servicio Nacional de Menores creado por el 
Decreto Ley Nº 2.465 del 10 de enero de 1979.

En materia de legislación sobre discapacidad, en el año 2010 
se promulga la Ley N° 20.422 que establece normas sobre 
igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con 
discapacidad y que crea el Servicio Nacional de la Discapacidad 
(SENADIS), que tiene por finalidad promover la igualdad de 
oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad 
de las personas con discapacidad. 60 En términos de normativa 
internacional, el SENADIS reconoce como marco de acción la 
Convención Interamericana para la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad 
y la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo.

En 2011 se aprueba la Ley N° 20545 que modifica las normas 
sobre protección a la maternidad e incorpora el permiso 
postnatal parental. En 2005 se había establecido, por medio 
de la ley 20.047, un permiso de cuatro días para padres de 
recién nacidos61. La nueva normativa, establece un permiso 
postnatal parental que se agrega a los tres meses de permiso 
maternal postnatal ya existentes. Este permiso puede ser de 
12 semanas con descanso a jornada completa y pago total 
de subsidio, o de 18 semanas si la madre elige regresar a su 
trabajo por media jornada, en cuyo caso el subsidio será por 
la mitad del monto. Parte de este permiso parental también 
puede traspasarse al padre que trabaja. Si la madre decide 
tomarse 12 semanas a jornada completa, puede traspasar un 
máximo de seis semanas al padre a jornada completa, pero si 
la madre decide tomarse 18 semanas a media jornada, puede 

58   Disponible en: https://www.minjusticia.gob.cl/media/2018/07/Acuerdo_Nacional_
por_la_Infancia.pdf 

59   Disponible en: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1117540 

60  	 Disponibles en: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idLey=20422 

61  	  Disponibles en: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=241556 

traspasar un máximo de 12 semanas en media jornada.62 En 
2016 la Ley N° 20.091 perfecciona el permiso postnatal y 
parental y el derecho a sala cuna para los funcionarios públicos.

En 2017 se promulga la Ley N° 21.063 también llamada ley 
SANNA63, que crea un seguro para el acompañamiento de niños 
y niñas que padecen enfermedades graves. La Ley SANNA es 
un seguro obligatorio para las madres y los padres trabajadores 
de niñas, niños y jóvenes afectados por una condición grave 
de salud, para que puedan ausentarse justificadamente de 
su trabajo durante un tiempo determinado, con el propósito 
de prestarles atención, acompañamiento o cuidado personal, 
recibiendo durante ese período un subsidio que reemplace total 
o parcialmente su remuneración o renta mensual. También 
pueden acceder a este beneficio, las personas distintas al 
padre y a la madre, que tengan el cuidado personal de un niño, 
niña o jóvenes, según resolución judicial.64

Se debe destacar que en el año 2019 se presentó un proyecto de 
ley para el reconocimiento del trabajo doméstico y de cuidados 
como un trabajo. El Boletín 12490-07, que se encuentra en 
primer trámite constitucional, modifica la Carta Fundamental 
para incluir, dentro de las garantías constitucionales, el 
reconocimiento del trabajo doméstico y la labor consistente 
en el cuidado de personas. El texto propone un artículo único: “El 
Estado reconoce el trabajo doméstico y de cuidados como una 
actividad económica que crea valor agregado, produce riqueza 
y bienestar social, por lo que se incorporará en la formulación 
y ejecución de las políticas públicas, sociales y promoverá 
su incorporación en el presupuesto de la nación. El Estado 
promoverá un régimen laboral que permita compatibilizar en 
armonía las labores de cuidado humano”.

3. INSTITUCIONALIDAD

En Chile las políticas de cuidado se encuentran enmarcadas en 
el Sistema Intersectorial de Protección Social, lo que otorga al 
Ministerio de Desarrollo Social y Familia un rol preponderante 
en la institucionalidad de cuidados. El Sistema Intersectorial de 
Protección Social cuenta con tres componentes: el Subsistema 
de Protección Integral a la Infancia Chile Crece Contigo; el 
subsistema de Seguridades y Oportunidades; y el Subsistema 
Nacional de Apoyos y Cuidados Chile Cuida. El lugar que cada 
uno de estos componentes ocupa al interior del Sistema puede 
apreciarse en el financiamiento diferenciado que reciben. En 
2018, un 79,3% del presupuesto fue para el subsistema de 
Seguridades y Oportunidades; el 17% para Protección de la 
Infancia y solo el 3,7% para Apoyos y Cuidados (Arriagada, 2020).

62  	 Disponibles en: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1030936 

63  	 Disponibles en: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1113014 

64  	  Disponibles en: https://www.chileatiende.gob.cl/fichas/53276-seguro-para-
el-acompanamiento-de-ninos-y-ninas-afectados-por-una-condicion-grave-de-salud-ley-
sanna 
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El Subsistema Nacional de Apoyos y Cuidados (en adelante 
SNAC), que busca articular la oferta de servicios de cuidados 
disponible y conectarla con las personas en situación de 
dependencia y sus entornos, comenzó a diseñarse en el año 
2014 en el Comité Interministerial de Desarrollo Social y se 
empezó a ejecutar en el año 2016. Paralelamente, la Fundación 
de las Familias, dependiente de la Dirección Sociocultural de 
la Presidencia, comenzó en 2015 a implementar “Chile Cuida”, 
un programa de piloto de atención domiciliaria a personas 
dependientes. Este piloto se aplicó en 6 comunas y luego 
se integró al SNAC siendo la base para el componente de 
atención domiciliaria.

El SNAC tiene como objetivos: promover el bienestar individual 
y de los hogares con al menos un integrante en situación 
de dependencia; asegurar la coordinación y articulación de 
acciones y prestaciones públicas y privadas; promover la 
autonomía y prevenir la progresividad de la dependencia; 
mitigar la carga de trabajo de la red de apoyo a dependientes 
con énfasis en las(os) cuidadoras(es); y establecer y supervisar 
el cumplimiento de estándares de calidad para servicios de 
apoyo y cuidados, públicos y privados. Las líneas principales 
del SNAC son definidas por un Comité Técnico Interministerial 
integrado por el Ministerio de Desarrollo Social y Familia, 
el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Salud, pero su 
ejecución es descentralizada y son los gobiernos locales las 
entidades encargadas de implementar los servicios a través 
del Programa Red Local de Apoyos y Cuidados (en adelante 
PRLAC) que en cada comuna donde se implementa coordina 
acciones de diagnóstico de la situación de dependencia caso 
a caso, articula los servicios existentes y desarrollar acciones 
de monitoreo y seguimiento de la población atendida.

En sus inicios el SNAC consideraba la entrega de los siguientes 
tipos servicios (MIDESO 2017): a) Servicios de cuidados 
domiciliarios; b) Prevención de la dependencia; c) Formación 
de cuidadores; d) Servicios de respiro para cuidadores; e) 
Adaptaciones y modificaciones de viviendas; f) Cuidado 
institucional; g) Subsidios monetarios. Sin embargo, en la 
práctica, el SNAC se redujo al Programa Red Local de Apoyos y 
Cuidados, que se organiza en torno a tres componentes: 1) Plan 
de Cuidados, que es una propuesta específica de intervención 
en el hogar, con apoyos y cuidados tanto para la persona en 
situación de dependencia como para el cuidador/a principal 
no remunerado; 2) Servicio de Atención Domiciliaria (SAD), 
que consiste en proveer al hogar de la selección, contratación 
y nivelación de conocimientos de un Asistente de Cuidados 
que asiste al hogar por un periodo acordados de hasta ocho 
(8) horas semanales, y de un proceso de aseguramiento de 
calidad de este servicio; 3) Servicios Especializados, que son 
prestaciones y/o servicios especializados, que permiten prevenir 
la progresión de la dependencia, y promover la autonomía e 
independencia en las actividades de la vida diaria en personas 
con dependencia y sus redes de apoyo. En los servicios se 
encuentran actividades provistas por profesionales, técnicos 
y oficios que buscan satisfacer las necesidades del hogar, 

otorgando ayudas técnicas, adaptaciones funcionales a la 
vivienda, entre otras prestaciones. En las especies, se dispone de 
un conjunto de objetos fungibles, tales como artículos de aseo, 
artículos de cuidado, equipamiento para la vivienda, alimento 
complementario e indumentaria, que apoyan y complementan 
las labores desarrolladas por los integrantes del equipo PRLAC 
durante la ejecución del programa en el territorio. 	 Es preciso 
señalar que el PRLAC está implementado en 22 comunas del 
país. En la planificación original, en el año 2021 debía haberse 
extendido a todas las regiones del país por lo que su alcance 
no ha sido el esperado. A esto se suma la reducción de los 
componentes del subsistema, que pasó de seis programas 
proyectados a solo uno.

Además del SNAC, existen instituciones especializadas en los 
distintos segmentos de población en situación de dependencia. 
En infancia encontramos a la Subsecretaría de la niñez, creada 
en 2018 y dependiente del Ministerio de Desarrollo Social y 
Familia, el Subsistema de Protección Integral a la Infancia Chile 
Crece Contigo, la Junta Nacional de Jardines Infantiles, la Junta 
Nacional de Auxilio Escolar y Becas, la Fundación Integra y 
el Servicio Nacional de Menores, dependiente del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos. Se debe señalar que este 
Servicio, altamente deslegitimado por los casos de abuso y 
vulneración de derechos que se han conocido en los últimos 
años (PDI, 2018), será reemplazado por el Servicio Nacional 
de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia “Mejor 
Niñez”, que estará alojado en el Ministerio de Desarrollo Social 
y Familia. El cambio está planificado para octubre de 2021. 	
En materia de vejez, Chile cuenta con el Servicio Nacional del 
Adulto Mayor (SENAMA) y en discapacidad el Servicio Nacional 
de la Discapacidad.

4. POLÍTICAS DE CUIDADO

Como se ha señalado, en Chile no existe un sistema nacional 
e integrado de cuidados, por lo que las políticas, programas y 
servicios públicos que se relacionan con el cuidado se alojan 
en distintas instituciones públicas, como el Ministerio de 
Desarrollo Social, el Servicio Nacional del Adulto Mayor, el 
Servicio Nacional de la Discapacidad, el Servicio Nacional de 
Menores, el Ministerio de Educación y el de Salud.

4.1 POLÍTICAS DE PROTECCIÓN A LA 
MATERNIDAD Y CONCILIACIÓN TRABAJO-
FAMILIA

Las políticas y normas de cuidado que tienen que ver con la 
inserción laboral femenina (Desbordada, 2021) o políticas 
de corresponsabilidad familia-trabajo (Arriagada, 2020) 
conforman un paquete de leyes y normas que buscan 
proteger la maternidad y en, algunos casos, fomentar la 
corresponsabilidad entre padres y madres en el cuidado de los 
hijos. Son normativas que aplican solamente para trabajadoras/



44 Investigadoras: Pierina Ferretti – Camila Miranda

es formales, por lo que una parte significativa de la fuerza de 
trabajo queda excluida. Una de las más importantes es el pre 
y post natal. El Código del Trabajo establece un prenatal de 
seis semanas y un post natal de doce semanas o dieciocho 
(bajo la modalidad de media jornada media jornada). Durante 
este tiempo reciben un subsidio del Estado equivalente a 
la totalidad de sus remuneraciones. Fuero maternal de un 
año en que la mujer no puede ser despedida. Los hombres 
tienen el derecho irrenunciable de permiso de paternidad de 
cinco días por nacimiento o adopción desde el parto hasta el 
primer mes. Tienen también permiso posnatal parental si la 
madre les traspasa semanas con un máximo de seis semanas 
a jornada completa o de 12 a media jornada. Ahora bien, 
según datos de la Superintendencia de Seguridad Social y la 
Subsecretaría de Previsión Social, en siete años de vigencia 
de la ley 20.545 de 2011 solo han tomado este permiso el 
0,23% de los trabajadores padres. Existe también el derecho 
a disponer de una hora para alimentar a los hijos y el artículo 
203 del Código del Trabajo otorga el derecho a sala cuna a las 
madres con hijos o hijas menores de dos años que trabajan 
en empresas que tienen 20 o más trabajadoras. La sala cuna 
puede encontrarse en el lugar de trabajo o el empleador puede 
cubrir el gasto pagando una sala cuna autorizada por la Junji así 
como la locomoción. Existe un proyecto de Ley de Sala Cuna 
“Universal” que otorgaría sala cuna a los hijos de trabajadores 
o trabajadoras sin importar el número de trabajadores de 
la empresa. Se financiaría con un fondo solidario a cargo al 
empleador y al Estado. Estas garantías solo se aplican a los 
trabajadores formales.

Respecto a los permisos para cuidar hijos por enfermedad 
o accidentes graves, la normativa más actualizada es la ley 
21063 o ley SANNA del año 2017 que subsidia la remuneración 
mensual de trabajadoras y trabajadores con hijos en situaciones 
graves de salud. La Ley SANNA es un seguro obligatorio 
para las madres y los padres trabajadores de niñas, niños y 
jóvenes afectados por una condición grave de salud, para que 
puedan ausentarse justificadamente de su trabajo durante un 
tiempo determinado, con el propósito de prestarles atención, 
acompañamiento o cuidado personal, recibiendo durante ese 
período un subsidio que reemplace total o parcialmente su 
remuneración o renta mensual. También pueden acceder a 
este beneficio, las personas distintas al padre y a la madre, 
que tengan el cuidado personal de un niño, niña o jóvenes, 
según resolución judicial.

4.2 POLÍTICAS DE CUIDADO PARA PERSONAS 
EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA Y 
CUIDADORAS/ES

	»Cuidados en la infancia

Uno de los pilares de las políticas de cuidado en la infancia es el 
Subsistema de Protección a la Infancia Chile Crece Contigo alojado 

en la Subsecretaría de la Infancia del Ministerio de Desarrollo 
Social y Familia. Es un sistema integrado de intervenciones y 
prestaciones sociales que tiene como misión apoyar integralmente 
a los niños, niñas y sus familias, desde la gestación hasta su 
ingreso al sistema escolar a los cuatro años, entregándoles las 
herramientas necesarias para que desarrollen al máximo sus 
potencialidades. Uno de los ejes centrales es la creación de salas 
cuna, a fin de apoyar el desarrollo cognitivo y emocional de los 
niños y niñas, pero también a sus familias, facilitando la inserción 
laboral de las madres. El sistema garantiza la disponibilidad de 
salas cuna gratuitas y de calidad para todos los niños y niñas 
menores de dos años, más un subsidio familiar prenatal automático 
para todos los niños y niñas pertenecientes a los hogares del 
60% de menores recursos, cuya madre o adulto responsable 
trabaje, busque trabajo, estudie, o presente una situación de 
especial vulnerabilidad. Además, ofrece acceso preferente a la 
oferta de servicios públicos de capacitación y empleos, ayudas 
técnicas para niños y niñas con discapacidad, y modalidades de 
apoyo al desarrollo infantil de niños y niñas con algún rezago 
en su desarrollo. El impacto de esta política en materia de salas 
cunas ha sido notorio. Si en 2005 había 781 salas cunas, en 2017 
llegaban a 5.485 para los niños de 0 a 3 años y a 6.089 para los 
de 4 a 6 años (Orrego & Sánchez, 2018). Si bien la cobertura de 
educación preescolar neta se ha incrementado en los últimos 
16 años, y la brecha ha ido disminuyendo entre el quintil más 
pobre y el más rico, persisten desafíos en materia de cobertura. 
Hasta el momento, no se cuenta con evaluaciones acerca de uso 
y calidad de las salas cuna ya que se ha detectado una menor 
demanda que la esperada, dada ciertas resistencias culturales 
a su uso por parte de las madres que ven en ello una pérdida de 
la tarea considerada fundamental, que es criar a sus hijos en sus 
hogares. Sin embargo, es preciso reconocer que la oferta estatal 
de servicios para la educación preescolar ha reducido la brecha 
de cobertura entre hogares más pobres y más ricos

Otro servicio dirigido al cuidado de la niñez en casos particulares 
es el de residencias del Servicio Nacional de Menores (SENAME). 
Este busca atender, previa resolución judicial, la situación de 
menores que sufren maltrato grave o negligencia al interior de su 
familia. Los programas de residencias para la niñez están dirigidos 
a lactantes y preescolares, niños, niñas y adolescentes entre 6 y 
18 años, adolescentes embarazadas y madres adolescentes y 
niños, niñas y adolescentes con discapacidad moderada o grave. 
Existen dos modalidades: los Centros de Reparación Especializada 
de Administración Directa (CREAD) que son administrados por el 
Estado y los Organismo Colaboradores Acreditados que reciben 
una subvención de SENAME. De los 241 centros existentes en el 
año 2017, el 12% es administrado directamente por el SENAME, 
mientras el 88% corresponde a organismos colaboradores En 
conjunto, los centros atienden alrededor de 7.500 personas (Policía 
de Investigaciones de Chile, 2018). Este servicio representa un 
caso paradigmático de la negligencia del Estado en el cuidado de 
niños, niñas y adolescentes bajo su responsabilidad.
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	»Cuidados en la vejez

Chile no cuenta con una legislación integrada que regule los cuidados 
de largo plazo y la atención a la dependencia de las personas 
mayores, sin embargo, la Política Integral de Envejecimiento 
Positivo para Chile (2012-2025) fue un avance sustantivo en esta 
dirección (Molina, Sarmiento, Aranco & Jara, 2020). Esta política 
se propone proteger la salud funcional de las personas mayores, 
mejorar su integración y participación en distintos ámbitos de 
la sociedad e incrementar su bienestar subjetivo (SENAMA, 
2012). Entre los servicios públicos existentes se encuentran los 
Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores (ELEAM), 
los Condominios de Viviendas Tuteladas, el Programa de Cuidados 
Domiciliarios y los Centros Diurnos del Adulto Mayor.

El Programa de Cuidados Domiciliarios de SENAMA entrega 
servicios de apoyo y cuidados para la realización de las actividades 
de la vida diaria a adultos mayores que presentan dependencia 
moderada y/o severa, que no cuentan con un cuidador principal y 
que se encuentran en situación de vulnerabilidad socioeconómica 
(60% según el Registro Social de Hogares), buscando mejorar 
su calidad de vida y el resguardo de su autonomía, dignidad 
e independencia. 65 SENAMA financia proyectos de cuidados 
domiciliarios presentados por instituciones públicas y privadas 
sin fines de lucro, que cuentan con experiencia de trabajo con 
adultos mayores dependientes. El beneficio consiste en la visita 
de un asistente personal dos veces por semana por tres horas 
cada vez. Este programa ha sido bien evaluado por beneficiarios y 
ejecutores, sin embargo, su cobertura es muy limitada, alcanzando 
solo el 0,54% de la población que potencialmente requiere el servicio 
(Objetiva Consultores, 2020). Otro servicio de atención domiciliaria 
que beneficia a adultos mayores en situación de dependencia es 
el prestado por el Subsistema Nacional de Apoyos y Cuidados en 
las comunas en las que se encuentra implementado. El beneficio 
consiste en la visita de un asistente personal de cuidado por 8 
horas semanales con un máximo de 32 mensuales. A su vez, el 
Ministerio de Salud también cuenta con un programa de atención 
a personas con dependencia severa.

Los Centros de Día están enfocados en la población adulta mayor 
en condición de dependencia moderada. Son administrados por 
instituciones públicas o privadas sin fines de lucro que acceden 
a fondos de SENAMA. Los Establecimientos de Estadía Larga 
para Adultos Mayores (ELEAM) están dirigidos a adultos mayores 
en situación de vulnerabilidad y con dependencia moderada a 
severa. SENAMA tiene 16 establecimientos a lo largo del país, 
administrados por los municipios o por organizaciones sin fines 
de lucro cuentan con 868 cupos. Además, existen los Fondos 
Subsidio ELEAM por medio de los cuales SENAMA entrega 
subsidios a instituciones públicas y privadas sin fines de lucro. 
165 establecimientos tienen este subsidio. La oferta pública de 
establecimientos de larga estadía es muy baja y la oferta privada 
cuenta con bajos niveles de supervisión. Irma Arriagada ha señalado 
que la baja cobertura de los servicios públicos de cuidado para las 

65  	 http://www.senama.gob.cl/cuidados-domiciliarios

personas mayores, y las pocas y costosas residencias reconocidas 
legalmente, promueve la creación de residencias clandestinas, 
indicando que se estima que de las 1.668 residencias que existen 
en Chile, más del 37% son informales (Arriagada, 2020).

Como parte del subsistema de Seguridades y Oportunidades se 
encuentra el programa Vínculos, que busca atender las necesidades 
de las personas mayores de 65 años, a través de prestaciones 
de acompañamiento psicosocial y sociolaboral, así como también 
de transferencias monetarias. Asimismo, existen algunos bonos 
específicos para adultos mayores como el Bono Invierno (ley 
20.717) que se otorga el mes de mayo a las personas pensionadas 
por vejez que reciben menos que la Pensión Mínima de Vejez 
(para mayores de 75 años) y el Bono Bodas de Oro (ley 20.506): 
un beneficio de US$426 que se otorga por única vez a parejas que 
demuestren 50 o más años de matrimonio y pertenezcan al 80% 
de hogares con menores ingresos.

Es preciso mencionar dentro de las políticas sociales que tienen 
impacto en la población adulta mayor, la reforma al sistema 
de pensiones del año 2008 que creó el Sistema de Pensiones 
Solidarias, llamado también Pilar Solidario. Este sistema contempla 
la Pensión Básica Solidaria para aquellas personas que no cuentan 
con fondos previsionales, en su mayoría mujeres, y el Aporte 
Previsional Solidario para aquellas personas que no alcanzan una 
pensión suficiente. Se focaliza en el 60% de la población más pobre. 
La reforma al Sistema de Pensiones incluyó el Bono por Hijo que 
aumenta el monto de las pensiones por cada hijo nacido vivo.

	»Cuidados para personas con discapacidad o alto 
nivel de dependencia

Las políticas dirigidas a las personas con discapacidad o alto 
nivel de dependencia, están alojadas en el Servicio Nacional 
de la Discapacidad (SENADIS) que actúa en conjunto con los 
municipios en el marco de la Estrategia de Desarrollo Local 
Inclusivo. El Subsistema Nacional de Apoyo y Cuidados está 
articulado con SENADIS en aquellos programas que tienen que 
ver con el cuidado. Se encuentra el Programa Tránsito a la Vida 
Independiente ofrece servicios de apoyo y cuidados para las 
actividades de la vida diaria, asistencia e intermediación para la 
participación en el entorno laboral o educacional, y adaptaciones 
del entorno habitual en que las personas desarrollan sus 
actividades. El Programa de Ayudas Técnicas financia total o 
parcialmente ayudas técnicas para la inclusión social, educativa 
y laboral de personas con discapacidad. El SNAC articula dos 
programas del Ministerio de Salud: el Programa de Atención 
Domiciliaria a Personas con Dependencia Severa y el Programa 
de Residencias y Hogares Protegidos. Además, el Ministerio de 
Salud desarrolla el Programa de Hospitalización Domiciliaria, 
dirigido a personas con problemas de salud.
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	»Cuidados para las y los cuidadores

En relación con políticas destinadas a las y los cuidadores, el 
Subsistema Nacional de Apoyos y Cuidaos ofrece actividades 
de apoyo para los familiares que cuidan a personas en 
situación de dependencia, como grupos de apoyo, talleres 
psicoeducativos, y el asesoramiento profesional para abordar 
situaciones complejas (Programa Chile Cuida 2017). Además, 
mediante el Servicio de Atención Domiciliaria se apoya a las y 
los cuidadores familiares, mediante algunas horas semanales 
de apoyo de un cuidador externo. Por otra parte, el Ministerio 
de Salud, dentro de su programa de atención domiciliaria para 
pacientes con dependencia severa, brinda capacitación a los 
cuidadores familiares además de un aporte monetario mensual 
para cuidadores en condición de vulnerabilidad. Asimismo, 
el Plan Nacional de Demencia promueve la realización de 
acciones para apoyar a los cuidadores familiares.

5. BALANCES

Las políticas públicas de cuidado exhiben en Chile serias limitaciones. 
Una de ellas es su focalización principalmente en la población en 
pobreza y extrema pobreza, que deja fuera a amplios sectores 
de la población que requieren cuidados (Arriagada, 2020). En un 
nivel más general, las políticas de cuidado en Chile se orientan 
por un modelo subsidiario, en que, en la mayoría de los casos, 
no son servicios públicos estatales los que ejecutan la política, 
sino organismos privados con subsidios estatales. Este modelo 
refuerza el debilitamiento de los servicios públicos y la creación 
de mercados en torno a derechos sociales. Ante la insuficiencia 
de servicios públicos de cuidado se profundizan las desigualdades 
sexogenéricas, pues las familias con mayores recursos pueden 
comprar servicios de cuidado en el mercado, mientras que las 
más vulnerables deben enfrentar esas necesidades al interior 
de sus hogares, tarea que recae en la inmensa mayoría de los 
casos sobre mujeres y niñas que interrumpen sus proyectos de 
vida para cuidar a otras personas. En este sentido, la insuficiencia 
de servicios de cuidado públicos, universales y de calidad, es un 
vector más de producción de desigualdades.

Existe una baja cobertura de los servicios de cuidado provistos 
o subsidiados por el Estado en relación a las necesidades 
objetivas de cuidados en la población. Un ejemplo elocuente es 
lo que ocurre con los programas de SENAMA. Según el balance 
de gestión del SENAMA del año 2017, la inversión pública en 
cuidados sociosanitarios dependientes de este servicio alcanzó 
a cubrir a 19,394 adultos mayores con diferentes niveles de 
dependencia (Ministerio de Desarrollo Social–DIPRES 2018). 
Comparando con los últimos datos disponibles de la CASEN, 
esto significaría alrededor de un 4% de los adultos mayores 
de 60 años en condiciones de dependencia.

Lo ocurrido con el SNAC es también indicativo de los límites de las 
políticas de cuidado en Chile. El subsistema, que originalmente 
estaba compuesto por 6 programas (Red Local de Apoyos y 

Cuidados, Respira, Adapta, Cuidados domiciliarios, Acción educativa 
y Tránsito a la vida independiente) y que debía haber alcanzado 
cobertura nacional en 2021, se redujo al Programa Red Local de 
Apoyos y Cuidados que solo se ejecuta en 22 comunas del país. Uno 
de los elementos que se evalúa negativamente es que el SNAC no 
está regulado por ley, situación que debilita su peso institucional.

Por último, no se aprecia en las políticas cuidado implementadas 
en Chile el objetivo de alterar la división sexual de trabajo y la 
feminización de los cuidados. En Chile de acuerdo con los datos de 
la CASEN 2017, se identificó a 535.901 personas que ejercen el rol 
de cuidadores. Del total de personas que son identificadas como 
cuidadores, el 68% son mujeres, y el 32% restante son hombres. 
El Segundo Estudio Nacional de la Discapacidad realizado el año 
2015, ofrece un panorama con mayor profundidad respecto a 
los y las cuidadoras. De acuerdo con esta investigación, el 74% de 
quienes ejercen el rol de cuidador de personas con discapacidad 
son mujeres y el 80% de los cuidadores vinculados al Subsistema 
Nacional de Apoyos y Cuidados son mujeres.

En síntesis, las políticas de cuidado en Chile carecen de una mirada 
de conjunto, se encuentran focalizadas en grupos vulnerables 
y tienen baja cobertura en relación a la población en situación 
de dependencia que requiere cuidados. Esto se suma a la 
mercantilización de los servicios y prestaciones de cuidados, que 
provoca que las personas y familias dependan de su capacidad de 
pago para contratar cuidados en el mercado, y el modelo subsidiario 
del Estado y la política pública que delega en organismos privados 
la ejecución de la mayoría de las políticas y programas en relación 
a los cuidados.
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APORTES PARA EL DEBATE 
SOBRE CUIDADOS EN CHILE 
A PARTIR DE LOS CASOS 
REVISADOS

En base a la revisión de casos realizada, se extraen elementos de 
la experiencia internacional que se consideran pertinentes para el 
debate en Chile.

	»La definición de cuidados. Una decisión estratégica

De la revisión realizada, se pueden apreciar diversas definiciones 
institucionales a propósito de las leyes o proyectos de ley 
para la creación de los respectivos sistemas de cuidado. Lo 
relevante de las definiciones que se adopten es que tienen 
impacto en el tipo de políticas que se implementan y en las 
posibilidades y límites de estas.

En la siguiente tabla se recogen las principales definiciones 
de cuidados, sistema de cuidados y los principios y directrices 
de los sistemas de cuidados halladas en cada país.

PAÍS DEFINICIÓN DE CUIDADO EN LOS 
SISTEMAS

DEFINICIÓN DE SISTEMA DE CUIDADO PRINCIPIOS Y DIRECTRICES DEL 
SISTEMA

URUGUAY

Las acciones que las personas dependientes deben 
recibir para garantizar su derecho a la atención de las 
actividades y necesidades básicas de la vida diaria por 
carecer de autonomía para realizarlas por sí mismas. Es 
tanto un derecho como una función social que implica 
la promoción del desarrollo de la autonomía personal, 
atención y asistencia a las personas dependientes”

El conjunto de acciones públicas y privadas que brindan 
atención directa a las actividades y necesidades básicas de 
la vida diaria de las personas que se encuentran en situación 
de dependencia. Comprende un conjunto articulado de nuevas 
prestaciones, coordinación, consolidación y expansión de 
servicios existentes, como asimismo la regulación de las 
personas que cumplen servicios de cuidados”

Universalidad, progresividad, articulación y coordinación, 
equidad, continuidad, oportunidad, calidad, sostenibilidad 
accesibilidad, calidad integral, permanencia, perspectiva 
de género, perspectiva intergeneracional y solidaridad 

ECUADOR

Acción de ayudar a una persona dependiente en el 
desarrollo y el bienestar de su vida cotidiana, que 
incluye hacerse cargo del cuidado material, del cuidado 
económico, y del cuidado psicológico.

Es el conjunto articulado y coordinado de organismos, 
instituciones, entidades y servicios públicos y privados, que 
definen, ejecutan, evalúan y controlan políticas públicas, 
planes, programas y servicios, con el propósito de garantizar 
el ejercicio del derecho al cuidado en los términos previstos 
en la presente Ley. La rectoría del Sistema Nacional Integrado 
de Cuidados la tendrá el Consejo Sectorial de lo Social, quien 
será el encargado de desarrollar política pública para asegurar 
el desarrollo del derecho al cuidado.

Igualdad y no discriminación, universalidad, 
corresponsabilidad, interculturalidad, solidaridad, 
progresividad, favorabilidad, primacía de la realidad, 
territorialidad, enfoque de género, enfoque de derechos 
humanos, enfoque de interseccionalidad

MÉXICO

Como función, son aquellas acciones que promocionan 
el desarrollo de la autonomía personal, atención y 
asistencia a las personas en situación de dependencia 
para mejorar su calidad de vida. Como derecho, son 
aquellas acciones que las personas en situación de 
dependencia deben recibir para garantizar el ejercicio 
efectivo de su derecho a la atención para la realización 
de actividades y satisfacción de las necesidades básicas 
de la vida diaria por carecer de autonomía.

Conjunto de acciones que brindan atención a las actividades 
y necesidades de la vida diaria, dirigidas a la población en 
situación de dependencia. Se integra por todos los servicios 
públicos universales, accesibles, pertinentes, suficientes y de 
calidad, así como el desarrollo de políticas públicas. Asimismo, 
prevé la regulación de las personas y entidades cuidadoras 
y de los cuidados profesionales.

Autonomía, calidad, corresponsabilidad, dignidad de 
la vida, igualdad, perspectiva de género, solidaridad, 
transversalidad, universalidad 

Fuente: Elaboración propia

Como puede observarse, todas las definiciones de cuidados 
tienen como denominador común estar centradas en la 
condición de dependencia de sectores de la población. Esto 
significa que, más allá de las discusiones teóricas y de las 
posiciones políticas en relación como los cuidados, en la 
práctica estos países han optado por un concepto centrado 
en la dependencia. Este carácter acotado por un lado permite 
realizar una delimitación clara de campos de intervención para 
la articulación de sistemas de cuidados y para la elaboración de 
políticas. Sin embargo, deja fuera otros aspectos del cuidado, 
poniendo límite a la potencialidad transformadora del conjunto 
del ordenamiento social que podría empujar el uso de un 
concepto de cuidados más amplio.
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Un concepto de cuidados como el de Joan Tronto y Berenice 
Fisher, que los definen como red que sostiene la vida, 
como “todo lo que hacemos para mantener, continuar y 
reparar nuestro mundo, de manera que podamos vivir en 
él tan bien como sea posible” (1990), da cuenta del carácter 
multidimensional y transversal de los cuidados, y obligaría a 
considerar cuestiones como el cuidado del medioambiente o 
los regímenes de trabajo como aspectos del cuidado.

En una dirección similar, desde el paradigma del Buen Vivir, 
los cuidados se plantean como una base para el Buen Vivir, 
ampliando su concepción a un bien público, derecho humano y 
trama básica de solidaridad social, a partir de dos postulados: 
la interdependencia entre lo viviente, es decir, la relación de 
mutua necesidad y apoyo de las personas humanas entre sí y 
con la naturaleza y, la centralidad de la reproducción ampliada 
de la vida, que indica como objetivo de la vida social, de la 
política, de la economía y de la cultura, su sostenibilidad y 
reproducción en el tiempo, en las condiciones que hagan la 
vida valiosa y trascendente, en oposición a la preeminencia 
de la reproducción del capital (Carosio, 2014) (León, 2010).

En esa línea, emerge la noción comunitaria de los cuidados, no 
sólo como prácticas de cuidado, ya sea por la autodeterminación 
de los pueblos, opciones de vida, o ausencia de acción estatal, 
sino que como extensión de la comprensión del Buen Vivir 
que “no puede entenderse sin la comunidad que, además, 
se forma con la igualdad real y concreta de las personas 
encarnadas, de hombres y mujeres, organizadas en torno 
a la noción de relaciones equilibradas y justas” (Carosio, 
2014). Estas comprensiones amplias del cuidado humano 
demandan tanto coherencia paradigmática en términos de 
su constitucionalización, como de su concreción institucional 
para que no sean meras declaraciones, en tal sentido, se deben 
enmarcar en una conversación de proyecto de sociedad para 
tener viabilidad.

	»La determinación social en las políticas de cuidado

Uno de los elementos más valorados de la experiencia uruguaya 
es el rol determinante que tuvo la sociedad organizada en la 
elaboración de la ley que creó el Sistema Nacional Integrado 
de Cuidados. Esta ley fue un hito de un largo proceso de 
activismo feminista y de producción de conocimiento por 
parte de académicas e intelectuales feministas, que crearon 
redes y lograron instalar la necesidad de un sistema nacional 
de cuidados en la agenda pública. En este sentido, la política 
fue un proceso impulsado desde la sociedad y en ello radica 
un elemento fundamental.

En Chile existe un activo movimiento feminista, así como 
reconocidas organizaciones de la sociedad que han venido 
trabajando agendas de cuidado desde perspectivas feministas o 
con enfoque de género. En el proceso de elaboración de políticas 

públicas, el concurso de estos sectores es fundamental. Del 
mismo modo, y dada la relevancia que deberán tener los 
servicios públicos en la articulación de un sistema nacional de 
cuidados, la participación de las organizaciones de trabajadoras 
y trabajadores públicos de las áreas vinculadas al cuidado es 
fundamental, entre otras cosas, para empujar la agenda de 
empleo público de calidad como garantía a su vez de servicios 
públicos de calidad para los usuarios. Este punto es esencial, 
sobre todo considerando que es precisamente el área de los 
cuidados, una de las que concentra altos niveles de feminización 
y precarización. Son conocidos los reclamos y conflictos de las 
trabajadoras del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género 
por sus precarias condiciones de trabajo. En la línea de lo que ha 
venido proponiendo la ISP (2021), se debe instalar la exigencia 
de empleo público de calidad para asegurar servicios públicos 
universales y de calidad para toda la población. Asimismo, se 
deben considerar las voces de las asociaciones de cuidadores y 
cuidadoras que existen, así como las de personas y familiares 
que requieren servicios especializados de cuidados.

En el caso chileno, existen las condiciones para un proceso 
altamente participativo que conduzca a la elaboración de una 
política integral de cuidados. Por lo tanto, se considera que 
será tarea del próximo gobierno la convocatoria a un amplio 
diálogo social e interinstitucional, a la manera en que lo hizo 
Uruguay, para definir cómo organizar socialmente los cuidados 
en este nuevo ciclo.

	»Institucionalidad de cuidados

Una buena parte del debate regional gira en torno a la necesidad 
de institucionalizar sistemas de cuidado. El caso paradigmático, 
y hasta el momento el único de alcance nacional, es el uruguayo 
con la creación del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. El 
carácter de la institucionalidad que se implemente en Chile debe 
ser objeto de discusión, no obstante, hay cierto consenso en 
relación con la necesidad de crear una nueva institucionalidad 
que se haga cargo de elaborar e implementar una política de 
cuidados de carácter integral. El modelo existente hasta el 
momento es el uruguayo, pero su pertinencia para el caso 
chileno deberá ser materia de debate. La discusión a propósito de 
implementar en Chile un sistema nacional de cuidados, deberá 
hacerse cargo de definir el rol de las familias, las comunidades, 
el Estado y el mercado en la provisión de cuidados. Si los 
objetivos se ajustan a transformaciones estructurales como 
desfamiliarizar, desfeminizar, desmercantilizar y socializar el 
trabajo de cuidados, una alteración del rol que actualmente 
tiene el mercado será ineludible, pero también el rol del 
Estado y la forma en que se piensen los servicios públicos. 
Si bien serán necesarios servicios públicos universales, de 
calidad y accesibles a lo largo de todo el territorio nacional, 
las demandas por pertinencia territorial, cultural y étnica, así 
como por participación social, deberán estimular la proliferación 
de iniciativas sociales locales en materia de cuidados que no 
necesariamente dependan del Estado pero que puedan ser 
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apoyadas por este. Algunos sectores del movimiento feminista 
han instalado la necesidad de un sistema plurinacional de 
cuidados, que respete y fomente las formas específicas que 
los pueblos-naciones existentes en el país han desarrollado 
al interior de sus comunidades.

De la experiencia uruguaya se propone rescatar para Chile: 
el proceso de deliberación social que fue protagonista de la 
elaboración de la propuesta del Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados y los principios rectores del sistema: universalidad, 
progresividad, articulación y coordinación, equidad, continuidad, 
oportunidad, calidad, sostenibilidad y accesibilidad, calidad 
integral, permanencia, inclusión de las perspectivas de género 
y generacional, solidaridad. Si bien el modelo institucional no 
debiera copiarse sin una evaluación seria de su pertinencia 
en Chile, se valora el modelo interinstitucional, en el que el 
Estado es el principal responsable de permitir y promover la 
confluencia e integración de los servicios públicos existentes 
(y a crear) y de los actores de la sociedad civil y del sector 
privado. El modelo interinstitucional uruguayo establece tres 
ámbitos específicos: la Junta Nacional de Cuidados, la Secretaría 
Nacional de Cuidados, y el Comité Consultivo de Cuidados. 
Además, por iniciativa de la Junta se han creado Comisiones 
Interinstitucionales integradas por los organismos públicos 
del Sistema con competencia en las políticas para la población 
objetivo (primera infancia, personas mayores y personas con 
discapacidad en situación de dependencia y formación).

Tanto en el caso de México como el de Ecuador, los sistemas 
de cuidado se encuentran en desarrollo, pudiendo desde ya 
advertirse algunas tensiones. En Ecuador, al no encontrarse 
constitucionalizado el derecho al cuidado, el sistema se 
circunscribe al sistema de inclusión, el cual define y delimita 
el alcance poblacional, que circunscribiendo los cuidados a la 
dependencia, desde la perspectiva de enfrentar la pobreza. En 
el caso de México, los alcances del sistema son coherentes con 
el precepto constitucional, sin embargo, la fundamentación 
del sistema apuesta por el principio de sostenibilidad de la 
vida, que visiblemente se encuentra limitado tanto por la 
definición normativa, como por la definición del sistema. Por 
otro lado, es preciso analizar críticamente la lógica de sistema, 
por ejemplo, desde las posibles dificultades de coordinación 
entre ministerios si ninguno asume la responsabilidad principal 
y en el mismo sentido, de la disposición de presupuesto que 
implica la negociación permanente año a año. En ese sentido 
en Chile se tiene una oportunidad sin igual para pensar desde 
el proceso constituyente, un posible cambio sustantivo en el 
diseño institucional y de poderes, que facilite la instalación, 
permanencia y anclaje territorial de los cuidados como derecho.

	»Políticas de cuidado. Avances y nudos críticos

Una de las primeras advertencias de la experiencia internacional 
es tomar a los cuidados como un enfoque que debe ser 
transversal a todas las políticas públicas y no como un paquete 

acotado a segmentos específicos de la población. Pensar 
estas cuestiones desde una perspectiva feminista y sindical 
nos empuja a trabajar con una definición amplia de “políticas 
de cuidado”. Es más, de lo que se trata no es de construir 
aisladamente una agenda específica de políticas de cuidado, 
sino más bien de transversalizar el cuidado en el conjunto de 
las políticas públicas, incluyendo las económicas. (Rodríguez-
Enríquez, 2020). Otro elemento que muestra la experiencia 
acumulada es que se debe desvincular el acceso a servicios 
de cuidado de la condición laboral de las personas. El sesgo 
“laboralista” de políticas pensadas solo para trabajadoras y 
trabajadores formales, deja fuera a una gran masa de fuerza 
de trabajo que se encuentra en condiciones de informalidad. 
Igualmente, una agenda feminista de los cuidados debe 
enfatizar la necesidad de transformar los estereotipos de 
género en el cuidado como clave para lograr una efectiva 
redistribución del cuidado y una reorganización social de los 
cuidados que sea transformadora. (Rodríguez-Enríquez, 2020).

	»Servicios públicos de cuidados. Los desafíos de la 
universalidad, la calidad, el financiamiento y el trabajo 
decente

Un desafío que aparece en la experiencia internacional es el de 
alcanzar la universalidad en los servicios de cuidado en términos 
reales. En el caso uruguayo, si bien la universalidad es uno de los 
principios rectores del sistema, la cobertura es baja en relación 
con la población en situación de dependencia en cada una de 
las categorías atendidas. El tema de la universalidad pone 
también la alerta acerca de la calidad de los servicios públicos. 
No solo deben ser universales en términos de acceso, sino que 
de igual calidad para toda la población. Tanto la cobertura como 
la calidad de los servicios son elementos difíciles de alcanzar, 
tal como demuestra la experiencia revisada.

Otro de los nudos críticos centrales es el financiamiento de 
los servicios públicos de cuidados. En Uruguay, la Secretaría 
Nacional de Cuidados elaboró un documento de balance de los 
primeros cinco años de implementación del sistema y reconoce 
que el financiamiento es un nudo crítico. Este organismo plantea 
que un financiamiento únicamente fiscal es inviable, por lo que 
abogan por un sistema mixto. Respecto al financiamiento, el 
caso de México es paradójico, pues se aprueba una ley que 
crea el Sistema Integral de Cuidados al mismo tiempo que no 
se le da presupuesto para su implementación. En este tema 
específico, la ISP ha planteado el deber de los Estados de 
implementar servicios públicos de cuidado, universales y de 
calidad, financiados con impuestos progresivos y una carga 
tributaria justa (ISP, 2021). Con todo, asegurar financiamiento 
estable y de largo plazo, para implementar sistemas de cuidado 
robustos, es un problema a resolver.

Un nudo adicional tiene que ver con la calidad del empleo de 
cuidados remunerado en el sector público y privado. La agenda 
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de trabajo decente de la OIT, que involucra protección social, 
derechos laborales y sindicales, por tanto, representación en la 
negociación colectiva y el diálogo social, ofrece un marco para 
discutir la calidad de trabajo de cuidados remunerado. La ISP 
ha colocado en el centro de su agenda la necesidad de acabar 
con la precarización del empleo público (ISP, 2021). El trabajo 
decente es uno de los factores centrales en la construcción de 
servicios públicos de calidad. Las y los trabajadores del sector 
cuidados deben contar con condiciones de dignidad. Sin embargo, 
el trabajo en el área de cuidados presenta serios problemas 
de precarización. Es interesante la experiencia uruguaya, en 
particular el nivel de formalización del empleo de cuidados 
alcanzado por los Asistentes Personales, es un buen ejemplo 
en la dirección de empleos de calidad.
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Poner los cuidados al centro de la organización social implica una 
reorientación general del modelo de sociedad y de Estado. Es 
en base a redefiniciones paradigmáticas sobre cómo vivismos 
actualmente que se plantea la pregunta sobre cómo organizar 
socialmente los cuidados, de modo que donde hoy se producen y 
reproducen desigualdades de género, clase y raza, se creen espacios 
de justicia, de igualdad y de dignidad. Cómo y bajo qué principios 
organizar los cuidados, en el marco de una reorganización social, 
es uno de los ejes que va a atravesar de discusión constitucional 
y, también, presidencial.

En Chile, a la injusta organización social de los cuidados, que 
provoca que recaigan principalmente sobre los hombros de 
mujeres y niñas, se suma el grado extremo de mercantilización 
de la vida y de los derechos sociales. Por lo tanto, se debe 
desfamiliarizar, desfeminizar y desmercantilizar el trabajo 
de cuidados. En este empeño, el Estado, a través de servicios 
públicos universales y de calidad, deberá tener un lugar 
central, pero, al mismo tiempo, se deberán estimular fórmulas 
asociativas y comunitarias de resolver los cuidados que no 
refuercen la actual división sexual del trabajo. Por otra parte, 
dado que un componente central del neoliberalismo chileno es 
el subsidio público para la prestación de servicios sociales por 
parte de empresas privadas que obtienen cuantiosas ganancias, 
la nueva Constitución deberá modificar esta forma subsidiaria 
del Estado, reconstruyendo y financiando servicios públicos 
de calidad y prohibiendo el lucro en los servicios de oferta 
privada, que no deben ser financiados con recursos públicos. 
Por último, dadas las condiciones de vida en el Chile neoliberal 
y las demandas expresadas en la revuelta social de octubre 
de 2019, que pueden condensarse en el deseo de una vida 
digna, los principios constitucionales y las políticas públicas 
en materia de cuidados, deben orientarse a la transformación 
social en su conjunto, no como dimensiones acotadas a grupos 
específicos de la población.

Desde esta perspectiva, consideramos que estos deben ser 
algunos de los principios orientadores de la nueva constitución:

	»- La sostenibilidad de la vida como principio 
rector para una nueva organización de la 
sociedad.

Desde una perspectiva feminista, la sostenibilidad de la vida es 
el principio que integra la reproducción, como aseguramiento 
de las condiciones para la continuidad de la vida, con una 

definición colectiva sobre el significado de una buena vida, o 
interpretada en el marco chileno, sobre la vida digna.66 Esto 
implica arribar a una sostenibilidad multidimensional que 
involucra el cuidado, la naturaleza y la producción en términos 
de mercado, no como equilibrio, sino desde la comprensión de 
que cada ámbito es sostenible en interdependencia con los 
demás, por eso está ligado a un cambio de paradigma(Carrasco, 
2016). La sostenibilidad de la vida en tal sentido no es lo mismo 
que desarrollo sostenible, pues se plantea en oposición al 
modelo de acumulación neoliberal, patriarcal y colonialista 
que ha provocado severas crisis para mantener la vida, y cuyo 
enfrentamiento requiere de otro camino. Como lo muestra la 
crisis climática global y la crisis de cuidados reafirmada en 
el marco de la pandemia por COVID-19, proyectar el mismo 
camino no es sostenible en los términos aquí señalados.

A nivel constitucional se debe expresar la centralidad del 
sostenimiento de la vida humana y de la naturaleza, con 
un mandato expreso al Estado en relación a sus fines. Este 
principio deberá ser transversal a todo el texto constitucional, 
de tal forma de irradiar las leyes y políticas que se elaboren 
para implementar los derechos y mandatos de la nueva carta 
magna. Su transversalidad, por ejemplo implica discutir el 
enfoque de la propiedad y sus límites en relación a los bienes 
comunes, y en términos de ordenamiento de la sociedad, dejar 
de sostener el cuidado de la vida en la familia tradicional, lo 
que implica actualmente que se sostenga principalmente en 
las mujeres a partir del trabajo no reconocido.

	»- El cuidado como un derecho humano.
La nueva constitución debe dar estatuto de derecho humano 
a los cuidados, consagrando el derecho a cuidar, a ser cuidado 
y a cuidarse (o autocuidado). Reconocer el cuidado como un 
derecho humano ofrece la posibilidad de comprenderlo en 
su carácter universal, público e incondicionado que, todas y 
todos, independientemente de cualquier condición, tenemos 
derecho a cuidar, ser cuidados y a cuidar de nosotros mismos. 
La nomenclatura “el derecho a cuidar, cuidarse y ser cuidado” 
de este derecho humano proporciona la amplitud normativa de 

66   En otras palabras: “sostenibilidad de la vida como proceso que no sólo hace referencia 
a la posibilidad real de que la vida continúe –en términos humanos, sociales y ecológicos-, 
sino a que dicho proceso signifique desarrollar condiciones de vida, estándares de vida o 
calidad de vida aceptables para toda la población” En: Bosch, Anna, Carrasco, Cristina & Grau, 
Elena (2005). “Verde que te quiero violeta. Encuentros y desencuentros entre feminismo y 
ecologismo”. En Enric Tello, La historia cuenta: Del decrecimiento económico al desarrollo 
sostenible (pp. 321-346). Barcelona: El Viejo Topo.
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lo individual y lo colectivo, cuestión que queda en evidencia al 
analizar por separado el enunciado con algunas concreciones 
en términos de derechos y principios a modo de ejemplo. El 
derecho a cuidar significa la posibilidad de decidir realizar 
trabajos de cuidado, es decir, implica libertad, la que solo 
es posible a partir de garantizar condiciones de dignidad a 
cualquier persona a través del reconocimiento y garantización 
de sus derechos, como la salud, la educación y la seguridad 
social. A su vez implica reconocer los cuidados como un trabajo 
y los derechos asociados: derechos a la sindicalización y huelga 
efectiva, a la libertad de asociación sindical como un bien libre 
y democrático y a la negociación colectiva. El derecho a ser 
cuidado/a implica reconocer la condición de interdependencia 
humana y el principio de solidaridad, siendo condición esencial 
para el autodeterminación y desarrollo de las personas en 
las distintas etapas de su ciclo vital. Finalmente, el derecho 
a cuidarse o el derecho al autocuidado implica reconocer que 
no vivimos para el trabajo y, por lo tanto, que toda persona 
tiene el derecho a disfrutar, descansar y realizarse, siendo para 
ello imprescindible los derechos fundamentales para la vida 
digna, así como remuneraciones justas e iguales por trabajo 
del mismo valor, derecho al tiempo libre y la protección del 
medio en que vivimos o derechos de la naturaleza.

La constitucionalización de este derecho permite activar una 
serie de obligaciones para el Estado. Tal como ha señalado la 
experta en este enfoque, Laura Pautassi, “el marco conceptual 
que brindan los derechos humanos como derechos legitimados 
por la comunidad internacional, ofrece un sistema coherente 
de principios y pautas aplicables en las políticas de desarrollo. 
El enfoque se constituye como un puente metodológico 
y axiológico entre el corpus de derechos humanos y la 
institucionalidad pública, entendida como el accionar del poder 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial en función de las obligaciones 
y compromisos jurídicos internacionales y constitucionales” 
(Pautassi 2018).

De ahí que un desafío para Chile sea constitucionalizar una 
perspectiva amplia de los cuidados que incorpore desde los 
fines y principios de la Constitución la sostenibilidad de la 
vida, buscando a su vez una conceptualización posible de 
materializar, que parta desde el reconocimiento y garantización 
del derecho humano y que se exprese y articule en otros 
derechos: derecho al trabajo (de cuidado), derecho al tiempo 
libre, derechos de la naturaleza, derechos sociales en general. 
Es decir, que considere su carácter multidimensional. Como 
derecho humano, deberá ser individual, universal e indisponible, 
fundamentado en la potestad que tiene cada persona a ser 
cuidada, a cuidarse y a cuidar a otros, lo que para Pautassi 
“implica la imposición de obligaciones positivas y negativas, 
tanto al Estado como a otros miembros de la sociedad, en el 
entendido que el cuidado es una responsabilidad social y no 
solo individual que debe ser incorporada dentro del sistema 
de políticas sociales para todas las personas (2013: 88). Este 
derecho podría presidir la enumeración de derechos sociales 
de nueva generación, ofreciéndoles un paragua organizador y 

de sentido, para a continuación especificar las obligaciones del 
Estado y las posibilidades de la ciudadanía para garantizarlo, 
incluyendo la creación de institucionalidad acorde.

Cabe señalar que estos planteamientos no incluyen aún el 
posible reconocimiento de derechos colectivos y la comprensión 
que se tenga sobre ellos, incorporando otra titularidad de 
derechos.67

	»- Estado cuidador como orientación de nuevos 
servicios públicos.

La carta fundamental deberá establecer el deber y la 
responsabilidad principal del Estado de proporcionar servicios 
públicos de cuidado y desarrollar sistemas de cuidado que 
transformen el carácter subsidiario y privatizador del Estado 
actual, que, a través del reconocimiento del cuidado como 
un Derecho Humano, sea responsable y garante. Un Estado 
que incorpora los principios de una democracia paritaria en 
términos sustantivos; de interdependencia y universalidad 
de los derechos; de autonomía y autodeterminación de las 
personas, pueblos y comunidades, para una sociedad de 
cuidados.

Esto implica recuperar el sentido público de los servicios que 
deben ser universales y de calidad, y promover la formación 
adecuada en derechos, así como las condiciones del trabajo 
decente, para las y los trabajadores públicos.

	»- El cuidado plural, plurinacionalidad o 
pluriculturalidad de los cuidados.

Son diversas las concepciones sobre el cuidado entre culturas 
y también entre paradigmas o visiones de mundo. Así se 
han podido identificar planteamientos como el Bienestar, la 
Dignidad y el Buen Vivir como marcos orientadores de los 
acuerdos de una sociedad para la vida en común. A su vez, 
el carácter pluricultural, plurinacional o nacional de un país, 
impacta en las posibilidades de desarrollo pleno de tales 
concepciones y por lo tanto, en la organización de los cuidados. 
Por ejemplo, en el caso de México, al reconocerse como una 
nación pluricultural, las dimensiones de cuidado se organizan en 
torno a políticas nacionales o federales y a las organizaciones 
propias de la autonomía de cada pueblo -como en el caso de 
la salud- sobre los que el Estado tiene la responsabilidad de 
facilitar las condiciones para su desenvolvimiento, a la vez 
que garantizar servicios nacionales desde la perspectiva de 
la interculturalidad. Entonces, en el caso de Chile, para pensar 
en un sistema plurinacional de cuidados, es preciso un cambio 
en la organización política del país, no sólo de reconocimiento 

67   Profundizar en: Baptista, R. (2007). Derechos humanos:¿ Individuales o colectivos? 
Propuestas para la nueva Constitución desde diferentes miradas. Derechos Humanos y 
Acción Defensorial, 2, 1524.
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de los pueblos originarios, sino que de su autodeterminación 
como autonomía política en virtud de los planteamientos 
constitucionales que hagan los propios pueblos en el proceso 
constituyente.

Un debate en las diversas corrientes feministas de la región 
ha sido respecto a los sistemas comunitarios, indicando que 
en algunas culturas también pueden tener altos componentes 
patriarcales. Sin embargo, deberán ser las mujeres de 
los pueblos las protagonistas de un diálogo que impacte 
posteriormente en las formas de resolver la organización 
social de los cuidados, desde el reconocimiento y aprendizaje 
de múltiples formas de vida.

Desde ya, se debe considerar una constitucionalización de los 
cuidados que se posicione desde la diversidad con una visión 
amplia de los cuidados que mandate la construcción de un 
sistema integral plurinacional y comunitario.

	»-Corresponsabilidad social: La socialización, 
desfamiliarización y desfeminización de los 
trabajos de cuidados para enfrentar la actual 
división sexual del trabajo.

El cuidado no es un problema exclusivo de poblaciones 
específicas que requieren mayores servicios de cuidado 
(niñas, niños y adolescentes, personas mayores o personas 
en situación de discapacidad), ni de las familias o personas, en 
su mayoría mujeres, que asumen estos cuidados de manera 
privada. El cuidado es un problema del conjunto de la sociedad 
y que debe ser resuelto colectivamente. La constitución deberá 
consignar el principio de corresponsabilidad social de los 
cuidados, mandatando al Estado a garantizar acceso y provisión 
de los servicios de cuidado necesarios para hacer efectivo el 
derecho consagrado. Tendrá que ser materia de discusión el 
rol de cada agente (Estado, familias, comunidad, mercado) en 
la provisión de cuidados, pero el Estado deberá asumir un rol 
preponderante en la organización y provisión de los cuidados 
en la sociedad. Para ello la articulación de una red robusta de 
servicios públicos de cuidados será central como instrumento 
de producción de justicia social y de género.

Al mismo tiempo, se deberán fomentar y fortalecer las formas 
comunitarias de cuidado. Hay que reconocer los límites de la 
acción estatal y a su vez, las potencialidades de la autonomía 
de las comunidades para organizar los cuidados con el apoyo 
debido.

Se deberá consagrar la igual responsabilidad de las personas 
en las labores de cuidado y autosustento al interior los hogares, 
reconociendo las diversas formas de vida en común, de las 
cuales la familia es solo una expresión. Generar políticas 
para hacer la corresponsabilidad social efectiva implicará 
pasar de perseguir la igualdad entre hombre y mujeres, a la 
igualdad entre las personas, desbinarizando las relaciones 

y responsabilidades sociales, con impacto en los procesos 
educativos y en la organización del empleo.

	»- Desmercantilización y des-subsidiarización 
de los cuidados.

En Chile además de hacer frente a la feminización de los 
trabajos de cuidado, se debe enfrentar la mercantilización 
de los mismos y la existencia de un mercado privado de 
servicios sociales subsidiado con recursos públicos. Por lo 
mismo, para avanzar en el desmontaje del neoliberalismo 
a través de la constitución se deberá eliminar el modelo de 
subsidios públicos para empresas privadas prestadoras de 
servicios sociales, lógica que ha precarizado deliberadamente 
los servicios públicos, y entregado cuantiosas ganancias a 
quienes lucran con la vida de las personas. La base debe 
ser garantizar el derecho humano al cuidado y los derechos 
sociales, construyendo una nueva institucionalidad pública que 
integre la prestación de derechos sociales mediante servicios 
públicos universales y acciones que permitan la protección y 
garantía de los derechos a través de servicios públicos. Así, 
las condiciones de vida digna podrán ser una responsabilidad 
colectiva, democrática y no un problema individual en relación 
a los ingresos de cada persona.

	»- El reconocimiento del trabajo de cuidados no 
remunerado como trabajo que genera riqueza.

La nueva constitución deberá reconocer el trabajo no 
remunerado de cuidado y autosustento como trabajo que 
genera riqueza, siguiendo el ejemplo de los países de la región 
que ya han hecho este reconocimiento a nivel constitucional. 
Se deberá cuantificar el aporte económico de este trabajo, 
elaborar cuentas satélite, y desarrollar políticas públicas para 
recompensar, redistribuir y reducir y proteger a las personas 
que lo realizan, además de procesos de educación para la 
valorización social de estos trabajos y de quienes lo realizan.
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